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1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, diciembre 10 de 1985. 
La CAMARA DE SENADORES se reunirá, en sesión 
ordinaria, mañana miércoles 11, a la hora 17, a fin de 


informarse de los asuntos entrados y considerar el si- 
guiente 


ORDEN DEL DIA 


19) Discusión general y particular del proyecto de ley 
por el que se establecen diversas normas en mate- 
ria de arrendamientos. 

(Carp. N9 426 - Rep. N? 195 Anexo 1) 


2%) Informe de la Comisión Especial de Política Infor- 
mática y Prospectiva referido a la actividad desa- 
rrollada en el presente período legislativo. 

(Carp. N? 123 - Rep. N? 196) 


LOS SECRETARIOS.” 


2) ASISTENCIA 

ASISTEN: los señores senadores Aguirre, Batalla, 
Capeche, Cardoso, Cersósimo, Ciglinti, Fá Robaina, Ferrei- 
ra, Flores Silva, García Costa, Jude, Lacalle Herrera, La- 
go, Lenzi, Martínez Moreno, Mederos, Ortiz, Pereyra, Po- 
sadas, Pozzolo, Ricaldoni, Rodríguez Camusso, Senatore, 
Singer, Traversoni, Ubillos, Williman y Zumarán. 


FALTAN: con licencia los señores senadores Araújo, 
Batlle, Paz Aguirre, Tourné y Zorrilla. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. — Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 17 y 22 minutos) 
—Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, diciembre 11 de 1985. 
La Presidencia de la Asamblea General remite Men- 
sajes del Poder Ejecutivo, por los que pone en conoci- 
miento que ha promulgado las siguientes leyes: 
Por la que se eleva a la categoría de pueblo al po- 
blado Rincón, ubicado en la Tercera Sección Judi- 
cial del departamento de Treinta y 'Tres. 
(Carp. N9 396) 
Por la que se designa con el nombre de “Fructuoso 
Rivera” a la Escuela N* 35 ubicada en el barrio “Es- 
tación” de la ciudad de Minas, departamento de La- 
valleja. 
(Carp. N9 370) 
Por la que se designa con el nombre de “Treinta y 
Tres Orientales” a la Escuela N% 117, de Primera 
categoría del departamento de Canelones. 
(Carp. N9 372) 
—Ténganse presentes y archívense. 


El Poder Ejecutivo remite Mensajes por los que soli- 
cita venia para: 
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Designar Fiscal Letrado Departamental de Artigas al 
Dr. Luis Alberto Leites. 


(Carp. N? 428) 


Designar a la doctora Laura Nelio Llambí Rodriguez 
como Fiscal Letrado Adjunto adscripto al despacho 
de la Fiscalía Letrada de lo Penal de Tercer Turno. 


(Carp. N% 429) 
—A ¡a Comisión de Asuntos Administrativos. 


La Comisión de Asuntos Internacionales aconseja el 
archivo de los siguientes asuntos: 


Proyecto de ley por el que se aprueban los Convenios 
Nos. 100 ,111 y 156, adoptados por la Confederación 
Internaciona] del Trabajo relativo a igualdad de re- 
muneración, discriminación en materia de empleo y 
ocupación y a igualdad de oportunidades y trato 
entre trabajadores y trabajadoras. 


(Carp. N? 38) 


Nota presentada por el señor senador Luis B. Pozzolo 
por la que comunica la aspiración planteada en su 
reciente viaje a la República de Corea del Sur por 
la Asamblea Nacional de dicho país, de constituir una 
Asociación de Amistad a nivel de ambas organiza: 
ciones legislativas. 


(Carp. N? 394) 


Nota del Ministerio de Relaciones Exteriores a la que 
adjunta la nómina de integrantes de la Asociación 
Parlamentaria de Amistad Japonesa Uruguaya. 


(Carp. N9 376) 


Copia de télex remitido por el Ministerio de Relacio- 
nes Exteriores, cursado por la Misión Permanente del 
Uruguay ante las Naciones Unidas, enviando adjunto 
Mensaje y Declaración de la Asamblea Nacional de 
Nicaragua sobre el problema de la deuda externa de 
los países latinoamericanos. 


(Carp. N% 353) 


Exposición del señor senador Luis Alberto Lacalle He- 
rrera sobre el tema: “El país marítimo, La pesca, su 
situación y perspectivas”. 


(Carp. N* 336) 


Versión taquigráfica de las palabras pronunciadas en 
Sala por el señor senador José Pedro Cardoso, en 
sesión de fecha 6 de agosto, relacionadas con la si- 
tuación de Nicaragua y la necesidad de respaldar la 
gestión del Grupo de Contadora. 


(Carp. N9 298) 


Versión taquigráfica de las palabras pronunciadas en 
Sala por el señor senador Luis Alberto Lacalle He- 
rrera, en sesión de fecha 6 de agosto ppdo., rela- 
cionadas con las manifestaciones de protesta que des" 
de hace tiempo ocurren en la República de Sudáfrica. 


(Carp. N9 297) 


Exposición del señor senador Juan Adolfo Singer sobre 
el tema: “La integración de América Latina”, en 
relación a la participación de nuestro Parlamento 
en el Parlamento Latinoamericano. 


(Carp. N? 218) 


El Tribunal de lo Contencioso Administrativo remite 
nota solicitando copia. autenticada de las Actas de la Co- 
misión Investigadora para indagar sobre la compra di- 
recta de centrales telefónicas digitales efectuadas por 
ANTEL. 
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-—A la Comisión Especial.” 


-Se va a votar el archivo de estos asuntos, tal como 
le solicita la Comisión de Asuntos Internacionales. 


(Se vota:) 
—16 en 16. Afirmativa, UNANIMIDAD. 
Continúese dando cuenta de los asuntos entrados. 


(Se continúa dando cuenta de los siguientes: ) 


“El señor senador Pedro W. Cersósimo solicita la rei- 
teración del pedido de informes formulado al Ministerio 
de Educación y Cultura, con destino al Consejo de Edu: 
cación Primaria, relacionado con funcionarios que desem- 
peñan los cargos de Inspectores-Maestros, Inspectores Su- 
pervisores y Maestros-Directores o Subdirectores de Edu- 
cación Especial. 


—Procédase como se solicita. 


El señor senador Raumar Jude presenta, con expo 
sición de motivos, un proyecto de ley relacionado con la 
creación de un fondo denominado “Aporte Sólidario de 
la Comunidad” a la orden del Consejo del Niño, que se 
solventará con retenciones que se efectuarán a los habe- 
res de los funcionarios públicos y privados. 


(Carp. N* 430) 


—A la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social. 


El Tribunal de lo Contencioso Administrativo remite 
oficio relacionado con la demanda interpuesta por los 
funcionarios Dora Grien y Nelson Saravia, contra el Poder 


Legislativo. 


-—Téngase presente.” 


4) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cuenta de una soli- 
citud de licencia. 


(Se da de la siguiente: ) 


“El señor senador Jorge Batlle solicita licencia por 
el día de hoy.” 


-—Se va a votar si se concede la licencia solicitada 
por el señor senador por el día de hoy. 


(Se vota: ) 
—17 en 17, Afirmativa, UNANIMIDAD. 


5) PROYECTO PRESENTADO 


“APORTE SOLIDARIO DE LA COMUNIDAD 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


La motivación de esta iniciativa, la constituye, Jos 
reiterados y desesperados pedidos o llamados a la solida- 
ridad, que aparecen últimamente, casi a diario, en todos 
los medios de difusión nacional, para menores que pade- 
cen de males congénitos o de otro tipo, y que deben ser 
trasladados al exterior para su tratamiento y curación. 


Es de pública notoriedad, que nuestro país no cuenta 
por el momento con el equipamiento necesario para hacer 
frente a esas riesgosas intervenciones, que permiten con- 
tinuar con vida útil a esos pequeños compatriotas. 


Lamentablemente, esos llamados a la solidaridad, no 
encuentran el rápido eco en la población, teniendo en 
cuenta la premura con que deben ser tratados estos casos. 
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Elio no sucede por desidia o negligencia de nuestra siempre 
sensible y bien inspirada ciudadania, sino por la falta 
de organización, o tiempo, para realizar determinados trá- 
mites, para efectuar depósitos en cuentas corrientes o 
similares. 


Lo dicho es comprobable por la reiteración durante 
semanas y meses de las mencionadas solicitudes o llama- 
dos a la solidaridad. 


A ello debe sumarse, un importante grupo de padres, 
que amilanados por emprender una campaña de recolec- 
ción de fondos de esta índole, desisten de antemano, que- 
dando librada su suerte, solamente a la inmensa e in- 
negabile capacidad profesional del cuerpo médico nacional, 
en desigual lucha por la supervivencia de esos pequeños 
seres, por no contar con Jas máquinas e instrumentos ne- 
cesarios, para su total restablecimiento. 


Creemos que con el generoso aporte del pueblo uru- 
guayo, y en forma tal que ello no signifique una pesada y 
nueva Carga gravosa y nociva para su presupuesto fami- 
liar (un peso cada mil) se puede colaborar en gran por- 
centaje a la recuperación total de estos niños afectados, 
futuros brazos de la patria. 


Raumar Jude. Senador. 
Montevideo, 11 de diciembre de 1985. 
PROYECTO DE LEY 
APORTE SOLIDARIO DE LA COMUNIDAD 


Artículo 129 — Reténgase de los haberes a percibir 
de los empleados públicos y privados el 1/1000 (uno por 
mil) de sus remuneraciones. 


Art, 22 — Dichas retenciones serán recaudadas con- 
juntamente con las de los organismos de la Seguridad 
Social, y éstos, deberán depositar dichos fondos en el Ban- 
co de la República en una cuenta que se denominará 
“APORTE SOLIDARIO DE LA COMUNIDAD”, y a la 
orden exclusiva del Consejo del Niño. 


Art. 32 — El Consejo del Niño únicamente podrá emi- 
tir órdenes de pago, a favor de aquellos casos debida- 
mente comprobados, de niños que padezcan males congé- 
nitos u otros, que deban ser intervenidos imperiosamente 
en el exterior, y que carezcan de recursos para ello. 


Art. 4% — La comprobación de tales casos se reali- 
zará de la siguiente manera: A) La parte médica la rea- 
lizará una Junta, integrada a tal efecto, presidida por el 
Director del Hospital Pereyra Rossell, un médico desig- 
nado por la Facultad de Medicina, y el médico del pa- 
ciente solicitante. 


B) La carencia de recursos para enfrentar los gas- 
tos que demanden dichas intervenciones en el exterior, 
será determinada por el Consejo del Niño, a través de su 
personal idóneo en asistencia social. 


Art, 59 -— La Compañía Aérea del Estado (PLUNA) 
realizará la expedición de pasajes, sin cargo alguno, a 
favor del paciente y un acompañante, siempre que el 
traslado se efectúe en sus rutas de vuelo, de manera que 
permitan disminuir las erogaciones de la cuenta antes 
mencionada. 


Art. 6% — El Consejo del Niño realizará y publicará 
en tres diarios de la capital, un balance en forma anual. 
En caso de haber excedentes, los mismos deberán ser ver- 
tidos como aportes del Estado a aquellas Escuelas de re- 
cuperación psíquicas, psico-motriz, ete. (ej: Escuela Ho- 
rizontes) que cumplen una importante función comple- 
mentaria a las del Estado, y no persiguen fines de lucro. 


Art. 72 — Publíquese, etc. 
Raumar Jude. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE. — El Senado entra a la hora, 
previa. 
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Están anotados para hacer uso de la palabra los se- 
ñores senadores Lacalle Herrera y Ferreira. 


Tiene la palabra el señor senador Lacalle Herrera. 


6) MEDIO AMBIENTE. Su contaminación. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Señor Presidente: 
esta es la última sesión ordinaria que realiza el Cuerpo 
durante este período legislativo, en el que con bastante 
frecuencia hemos hecho uso de esta facultad reglamen- 
taria; veintitrés veces hemos utilizado —supongo que a 
veces para martirio del Senado— este recurso. 


Debo señalar que la costumbre de la hora previa se 
incorporó en primera instancia, al Reglamento de la Cá- 
mara de 'Representantes, en virtud de los planteos que 
efectuaba el entonces joven diputado doctor Luis Alberto 
de Herrera en 1905, en una etapa de modernización de 
la actividad parlamentaria que en aquel momento era 
bastante extraña. A raíz de esos planteamientos, se creó 
un ámbito que luego se convirtió en una importante caja 
de resonancia para el Parlamento y que sirve para poder 
hablar de esos temas que, por su rango, no merecen fti- 
gurar en el orden del día de las sesiones. 


En el día de hoy deseamos bosquejar una idea para 
el próximo período legislativo. Es notorio que determina- 
das disciplinas que preocupan a nivel mundial, a veces no 
están encuadradas en los principios de nuestros códigos, 
nuestras leyes o nuestras instituciones. Ello ha ocurrido, 
por ejemplo, con el tema del medio ambiente que, sin 
lugar a dudas, actualmente ha ganado el primer lugar 
en el interés de todas las naciones. Alguna vez lo hemos 
mencionado como el cambio cultural cualitativo más im- 
portante del siglo XX. Es la noción de que el espacio 
circundante, el lugar donde estamos físicamente asentados, 
la biósfera donde se desarrolla la vida humana, no es 
inagotable, inextinguible, ni puede ser agredida impune- 
mente por el hombre. 


Es un cambio muy grande porque habla de un mundo 
finito, que en sus recursos naturales, en su atmósfera, en 
sus ríos y en sus mares tiene un fin, un tope o, diría, 
un hartazgo por la mala utilización del hombre. 


Todo esto tiene una conexión muy directa con la ac- 
ción política, porque tanto en los aspectos preventivos 
como en los de reparación del daño causado, la inciden- 
cia de los actos de gobierno es importantísima. 


Por tantos motivos filosóficos lejanos a un crecimiento 
de Jos ámbitos de aplicación de la actividad estatal, en 
este si nosotros no vacilamos en afiliarnos a una pre- 
sencia vigilante, tuitiva, fiscalizadora del Estado, porque 
en ello le va la vida a la humanidad entera: la preser- 
vación del habitat en el cual desarrollaremos el resto de 
nuestra vida y la de nuestros hijos. 


Por esto y por la estrecha vinculación que tiene con 
todas las disciplinas, con el Derecho Internacional, con los 
aspectos culturales y educativos, así como también con 
la policía interior en todas sus competencias, nos interesa 
este tema porque, ¿quién puede ignorar que la suerte 
del alto Uruguay es de interés de la República Oriental 
del Uruguay? ¿O que la suerte de la Laguna Merín y 
del curso del Río Yaguarón es un asunto aue nos atañe? 
¿O que la pesca denredatoria en las aguas que comparti- 
mos con la República Argentina es un tema nacional? 


Hemos leido en la parte del Reglamento en que se 
hace la distribución de competencias de las Comisiones 
permanentes del Senado procurando encontrar a cuál co- 
rrespondería asignársele el interés sobre el medio am- 
biente, pero no hemos identificado todavía, dentro del 
Reglamento, aquella a la que le quepa atender este tipo 
de asuntos. Creemos que la solución aue han hallado 
otros Pariamentos es crear Comisiones permanentes al 
respecto. Pero pensamos que este tema no tiene una im- 
portancia tal o no abarca una cantidad suficiente de 
asuntos que ameriten la formación de uma Comisión per- 
manente con ese carácter. De todas maneras, nos parece 
necesario —lo vamos a proponer al Senado para que lo 
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considere cuando reinicie sus tareas el año que viene— 
asignar a una Comisión en particular, en tanto cuanto 
no se decida otra cosa, el tratamiento de los temas rela- 
tivos al medio ambiente. A nuestro juicio esa Comisión 
podría ser la de Ganadería y Agricultura, que es como 
tendrá que llamarse en el futuro si se sigue el criterio 
de que se denomine en forma similar al Ministerio co- 
rrespondiente, al que se le cambiará su denominación. 
Pensamos así porque el ámbito físico, que abarca nues- 
tros ríos y nuestros campos, linda, está próximo, es limí- 
trofe a las competencias de esa Comisión. 


Sabemos que una modificación de este tipo implica 
una reforma del Reglamento, porque agregar competen- 
cias a esta Comisión permanente que está establecida al 
igual que otras en el artículo 126, va a requerir una 
decisión del Cuerpo. Adelantamos nuestro propósito de 
así proponerlo para que el próximo año podamos resolverlo. 


También deseo señalar la conveniencia de que, tanto 
en este tema como en otras disciplinas nuevas —noví: 
simas, a veces— el país utilice los servicios que prestan 
los organismos internacionales a los cuales está afiliado. 
En ese aspecto, la Comisión de Informática —como ten- 
dremos oportunidad de destacarlo esta noche— abrió el 
camino y cuenta con el asesoramiento de un experto 
pagado por las Naciones Unidas, el que ha contribuido 
mucho a la tarea de la informática que para nosotros 
es un tema casi esotérico. Se podría hacer lo propio tam- 
bién en el tema del medio ambiente respecto del cual, 
indudablemente, necesitaremos catalizar en el país las ex- 
periencias extranjeras: saber de derecho comparado res- 
pecto de este tema, conocer las decisiones de los orga- 
nismos internacionales especializados, puntos sobre los cue- 
les los integrantes del Senado, salvo alguna excepción, no 
llegan a profundizar, por más que estén atentos a los úl- 
timos acontecimientos. 


Por ello, como sugerencia final de esta intervención 
y pretendiendo que de ella quede algo positivo, vamos a 
proponer que la versión taquigráfica de nuestras palabras 
referidas a la cooperación de los organismos internacio- 
nales se pase al Ministerio de Relaciones Exteriores y a 
las delegaciones permanentes de los dos organismos más 
importantes a que está afiliado el Uruguay: la OEA, que 
tiene una Misión aquí y las Naciones Unidas, que posee 
un Delegado Permanente. Esto serviria como prueba del 
interés existente en estrechar los vínculos de asesora- 
miento en cualesquiera campos, en cualesquiera Comisio- 
nes, en aquellos temas en los que ya sea para un trabajo 
o en forma permanente nos interese contar con asesora- 
miento, pues, así podríamos mostrar la voluntad del Se- 
nado de tener atentos sus oídos, o su espíritu abierto a 
que se le sugieran o traigan a cuento nuevas técnicas, 
nuevas disciplinas así como compartir experiencias adqui- 
ridas en otras partes del mundo. 


En esta última intervención en la hora previa de este 
período legislativo y a cuenta de lo que agregaremos el 
año que viene, vamos a solicitar, revito, que la versión 
taquigráfica de nuestras palabras, relativas a la necesidad 
de cooperación o a la voluntad de cooperación que tiene 
el Senado con los organismos que pueden prestarle su 
asistencia técnica, se envíe al Ministerio de Relaciones 


Exteriores y a las dos Delegaciones permanentes que he 
señalado. 


SEÑOR PRESIDENTE. --— Se va a votar la moción 
formulada por el señor senador Lacalle Herrera en el 
sentido de que la versión taquigráfica de sus palabras se 
pase al Ministerio de Relaciones Exteriores y por su inter- 
meo a las Oficinas locales de la OEA y de las Naciones 

nidas. 


(Se vota:) 


—17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


T) REPUBLICA POPULAR DE HUNGRIA. 
Intercambio comercial. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Ferreira. 
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SEÑOR FERREIRA. — Una de las consecuencias de! 
retorno del Uruguay a la vida democrática ha sido, sin 
lugar a dudas, su nueva inserción en el mundo interna- 
cional, tema al cual nos hemos referido en distintas opor- 
tunidades desde la hora previa y a lo largo de otras 
exposiciones, 


Este esfuerzo por reaparecer en el escenario, en el 
concierto de las naciones ha sido impulsado a través de 
una política exterior de Estado cuyo apoyo fue expresado 
por las distintas fuerzas políticas. Sobre este tema tam- 
bién hemos hablado en varias oportunidades. Este 
fuerzo de las autoridades de los partidos y de los sectores 
productivos del país ha permitido, al mismo tiempo y 
acompasando estos logros políticos, que su instrumenta- 
ción implique y traiga aparejada la apertura de nuevas 
posibilidades comerciales concretas tan necesarias en esta 
etapa de impostergable reactivación de la vida econó- 
mica en la búsqueda de un desarrollo firme y sostenido. 


Entre estas iniciativas se han destacado los acuerdos 
comerciales sobre la base de ventas compensadas que 
significan la oportunidad de la colocación de productos 
uruguayos en nuevos mercados y el incremento de los 
intercambios con aquéllos ya abiertos a nuestras expor- 
taciones. Son mecanismos modernos gue rompen los es- 
quemas clásicos del comercio exterior que nos permiten. 
simultáneamente, abrir nuevos mercados y al mismo tiem- 
po adquirir tecnología, fortalecer nuestra infraestructura 
productiva, así como poder potenciar el intercambio co- 
mercial con países con los cuales no estaríamos en condi- 
ciones de hacerlo como consecuencia de la desfinancia- 
ción de ambas partes. 


El proteccionismo que surge como consecuencia de la 
crisis en que se haya sumida la economía mundial ha 
incentivado la exploración y más adelante el desarro!lo 
de modalidades comerciales como ésta que, por sus pro- 
pias características, facilita enormemente las negociacio- 
nes bilaterales y multilaterales. 


En este marco nuestro país ha realizado algunos 
acuerdos altamente beneficiosos, encontrándose entre los 
más recientes los suscritos con la República Popular de 
Checoslovaquia, 


Deseo referirme concretamente a las posibilidades que 
se abren a nuestra República en el marco de algunas 
negociaciones que ya están en curso con el gobierno de 
la República Popular de Hungría, que ha ofrecido una 
serie de créditos en condiciones sumamente ventajosas, 
intentando favorecer y acrecentar el intercambio cormner- 
cial entre ambas naciones que a lo largo del tiempo ha 
sido fructífero pero insuficiente para dos economías aue 
pueden ser complementarias de acuerdo con las posibili- 
dades financieras de ambos países. 


Nuestro país ha experimentado en diversas áreas las 
excelentes cualidades de algunos de estos productos como 
ser grúas modernas en el Puerto de Montevideo, maqui- 
naria ferroviaria, productos de la química farmacéutica, 
infraestructura hospitalaria, etcétera. 


Pensamos que estamos en condiciones de dar un salto 
importante y obtener un incremento sustancial con lo 
propuesto por el Gobierno de la República Popular de 
Hungría. 


Naturalmente que a nosotros esto nos interesa por 
lo que se ofrece, pero fundamentalmente por el hecho 
de que nos permitiría abrir nuevos mercados para nues: 
tros productos. Es decir, colocar mayores saldos expor- 
tabies en ese país o, a través de terceros, por el meca- 
nismo de negocios triangulares, que es un sistema nuevo 
y creativo que surge de las necesidades que nos impone 
el marco internacional en que debemos insertar nuestro 
intercambio comercial con los demás paises. 


Los organismos con los cuales existen contactos en 
forma oficial, y ofrecimientos concretos a esta altura, y 
con cuyas autoridades, en algunos casos, nos hemos puesto 
ya en contacto, son el Ministerio de Salud Pública, AFE, 
Administración Nacional de Puertos y el Hospital de 
Clínicas. 
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Entre los productos exportables que podrían nego- 
ciarse como intercambio en estas transacciones, podría- 
mos mencionar la carne, los cítricos, los lácteos, cueros, 
pescados, etcétera. 


En el mes de marzo visitará nuestro pais el Vice 
Primer Ministro, oportunidad que debería aprovecharse 
a fin de crear condiciones políticas y diplomáticas exce- 
lentes para la firma de convenios comerciales que pu- 
dieran resultar beneficiosos para ambos países. 


Se anuncia que la visita tiene la intención de estre- 
char los vinculos entre ambas naciones y que, además, 
se busca la forma de incrementar el intercambio comer- 
cial. Nosotros aspiramos a que en el programa -—y así 
se lo hemos trasmitido a la Cancillería— de la visita del 
Vice Primer Ministro húngaro, se incluya un diálogo con 
los miembros de la Comisión de Asuntos Internacionales 
a Senado, con el fin de intercambiar algunas de estas 
ideas, 


No obstante, entendemos que las autoridades de los 
organismos mencionados, podrian ir avanzando de ma- 
nera de crear condiciones necesarias para que en el mo- 
mento en que se realice la visita aludida, se pueda sus- 
cribir un documento, un tratado comercial entre ambos 
paises. 


La firma de este documento, quizás, sería la via más 
adecuada para hacer efectivas, verdaderamente, estas po- 
sibilidades tan importantes que se vienen anunciando. 


Dada la situación de nuestra economía, que no admite 
la pérdida de oportunidades favorables como Jo es ésta, 
es imprescindible realizar un esfuerzo decidido a partir 
de este momento por parte de las autoridades nacionales, 
a efectos de allanar los obstáculos burocráticos, que a 
veces entorpecen este tipo de negociaciones, con la fina- 
lidad de crear alternativas que permitan la concreción de 
este acuerdo. 


Las actuales circunstancias exigen, a nuestro juicio, 
soluciones audaces y creativas, puesto que sólo a través 
de ellas podremos acceder al desarrollo y a la reactiva- 
ción económica tan anhelada. 


No se trata solamente, reitero, de estudiar la lista 
de productos que ofrece esta delegación comercial que ví- 
sitará nuestro país sino, también, ver cuáles son los pro- 
ductos nacionales que podríamos colocar en el mercado 
húngaro, a través de compensaciones o negocios triangu- 
lares con terceros países. 


Todo esto lleva tiempo, La visita se va a realizar en 
el mes de marzo. Es por eso que nos parecía importante 
expresar nuestro interés sobre estas negociaciones en curso. 


Además, en lo que se refiere al Ministerio de Salud 
Pública, el señor Ministro, doctor Ugarte, viajó en el mes 
de abril a la ciudad de Budapest, especialmente invita- 
do por las autoridades húngaras, Allí le ofrecieron am- 
plias posibilidades para reequipamiento médico. 


No sé por qué, a lo largo de mi exposición cuando me 
referí a la colocación de algunos productos lácteos, y 
ahora al referirme al reequipamiento médico, miro, ins- 
tintivamente, a mi amigo y adversario señor senador doctor 
Lenzi. El conoce bien lo que en las poblaciones del inte- 
rior todos hemos comprobado, el estado absolutamente 
catastrófico en que se encuentran muchas  policlínicas 
que carecen de los elementos que se requieren para fun- 
cionar y prestar la asistencia mínima necesaria. 


_El Gobierno húngaro, en este caso concreto, de abas- 
tecimiento de equipamiento médico, ofrece un crédito por 
un mouto de U$S 5:000.000. 


En lo que tiene que ver con la Administración Nacio- 
nal de Puertos —hace pocos minutos me comuniqué con 
algunos directores del Ente, quienes me informaron de 
las conversaciones que vienen manteniendo con el Agre- 
gado Comercial y con el Embajador de Hungría en nues- 
tro pais— se está negociando un crédito global para el 
reequipamiento de la zona portuaria. Se trata de grúas 
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de pórtico, cámaras frigorificas, equipamiento eléctrico, 
equipamiento para muelles, etcétera. Hungria ha refinan- 
ciado ya créditos vencidos de la Administración Nacio- 
nal de Puertos, gesto digno de ser tenido en cuenta en 
la negociación. En estos momentos, se puede disponer de 
un crédito por un monto de hasta U$S 10.000.000. 


Finalmente, señor Presidente, en lo que respecta al 
Hospital de Clínicas, se han mantenido contactos con el 
señor Director del mismo, el doctor Hugo Villar, se ofrece 
a esta institución créditos para reequipamiento por la 
cantidad de U$S 5:000,000, para compras con MEDICOM, 
que es el organismo especializado en la materia, en la 
República Húngara. 


Para terminar, señor Presidente, deseo referirme a 
una propuesta que hemos estudiado —y a la cual nos he- 
mos referido ya en Sala— para la reestructura de la red 
ferroviaria, tema sobre el cual no deseo extenderme, por- 
que ya he hablado de ello en otras oportunidades. Hemos 
sostenido ya la necesidad de que la reestructura ferrovia- 
ria se estudie sobre la base de una inversión que permi- 
ta hacer rentable el funcionamiento y viable la supervi- 
vencia del Ente, con el fin de no estar gastando sumas 
considerables en forma: permanente, para cubrir su déficit. 


Al Ente ferroviario se le ha ofrecido un crédito de 
U35S 10:000.000 para reequipamiento, durmientes de hor- 
migón, señalización, material rodante, maquinarias, lo- 
comotoras, etcétera. Existe la posibilidad de financiación 
y asesoramiento técnico para instalar una fábrica de 
durmientes utilizando mano de obra, portland y hierro 
nacionales. Quiere decir que, además de facilitar la recu- 
peración económica del Ente y su viabilización se estaría 
Creando, en un momento de emergencia nacional en el 
plano económico, fuentes de trabajo a lo largo y a lo an- 
cho de la República. 


De esta manera se estaría creando la posibilidad de 
Que tantas poblaciones rurales que dependen de la su- 
pervivencia del ferrocarril, no desaparezcan y, además. 
se estaría generando por la vía del trabajo zafral de la 
reestruetura de la red ferroviaria, fuentes de trabajo, co- 
sa muy importante en un momento de paralización, de- 
socupación y estancamiento económico. 


Deseo expresar nuestro profundo interés en estas ne- 
gociaciones en la convicción de que para poder salir de 
la actual situación económica, es menester abrir nuevos 
mercados; que para ello no basta con apelar a los meca- 
nismos tradicionales, que existen fórmulas nuevas, mo- 
dernas y creativas en materia de comercio internacional 
por la vía del intercambio de los negocios triangulares y 
que, en el mes de marzo estaremos en condiciones de en- 
frentar un acuerdo concreto y específico que, a nuestro 
juicio, traería aparejados beneficios para la República. 


Por lo tanto solicito, señor Presidente —y hago mo- 
ción en ese sentido— que mis palabras pasen al Minis- 
terio de Relaciones Exteriores, a la Dirección General de 
Comerclo Exterior, al Ministerio de Salud Pública, a la 
Administración Nacional de Puertos, al Hospital de Cli- 
nicas y a la Administración de Ferrocarriles del Estado. 


Nada más, señor Presidente. 

SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
formulada por el señor senador Ferreira en el sentido 
de que la versión taquigráfica de sus palabras se pase 
a los distintos organismos que indicó. 

(Se vota:) 


—20 en 21. Afirmativa. 


8) PLANTA FRIGORIFICA. Departamento de San 
José. Su reactivación. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Lago. 
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SEÑOR LAGO. — Señor Presidente: todos sabemos la 
crisis por la que está atravesando la industria frigorífica 
y la consecuencia de la multiplicidad de plantas que sur- 
gieron en los últimos años, fundamentalmente en el sur 
del pais, y en otras partes del interior, que se encuen- 
tran hoy en día clausuradas. 


Queremos hacer referencia concreta a una planta 
frigorífica que se encuentra enclavada dentro del depar- 
vamento de San José, en la zona de Ituzaingó, Capurro. 
Se trata de una zona que abarca o tiene su zona de in- 
fluencia, por asi decirio, en los departamentos de San 
José, Canelones y Florida. Esta industria que en deter- 
minado momento de su actividad, llegó a absorber más de 
400 trabajadores, hace más de un año que está clau- 
surada. 


Es obvio destacar la importancia que tiene para 
toda esa zona, el hecho de que esta industria se encuen- 
tre en funcionamiento. 


Hemos visto como a lo largo de estos últimos años toda 
la actividad comercial, toda la vida —diría yo— de esa 
zona ha ido empobreciéndose y prácticamente desapare- 
ciendo, emigrando muchos trabajadores que se habían 
afincado allí. 


Nosotros, junto con el señor representante Oxacelhay, 
¿el departamento de San José, hace más de un año Co- 
menzamos a trabajar a fin de ver que era lo que podía- 
mos aportar a los efectos de reactivar la planta. En fun- 
ción de que los propietarios se encontraban en concorda- 
to y las posibilidades de reactivarla a través de los mis- 
mos titulares era prácticamente imposible, se tuvo cono- 
cimiento, a través del aporte que hicieron los trabajado- 
res de la planta —y vale la pena destacarlo— de que un 
grupo o una cooperativa de carniceros de Montevideo, 
concretamente la Unión de Vendedores de Carne, se in- 
teresaba directamente en la posibilidad de adquirir el 
paguete accionario de esta empresa que, como ya 8x- 
prese se encuentra tramitando un concordato a nivel ju- 
dicial. Los trámites fueron avanzando y en distintas ges" 
tiones que realizamos, en conjunto con los trabajadores, 
frente a distintos grupos de acreedores, se fue logrando 
que se vislumbrara con posibilidades concretas la reacti- 
vación, a través de esta nueva firma que comenzaría a 
Operar. 


Pienso que además de la necesidad que siente toda 
esa población, de esa fuente de trabajo, también tiene 
una importancia capital para todos los productores fun- 
cdamentalmente los lecheros, que están dentro de esa 
zona de influencia. Naturalmente mientras funcionaba 
este frigorífico, todo el ganado de descarte de los tam- 
bos, se remitía fácilmente, lo cual permitía un abarata- 
miento en los costos y una ganancia mayor para esta se- 
rie de pequeños productores. Al desaparecer la planta, se 
encontraron con enormes dificultades ya que las peque- 
ñas cantidades de ganado no son fáciles de colocar en los 
frigoríficos. Quiere decir que también es de capital im- 
portancia el funcionamiento de esta industria para los 
productores —aunque no sean productores de carne— que 
están vinculados a la actividad agropecuaria a través de 
la lechería y que encontraban un lugar de fácil acceso 
para la colocación de su ganado excedente. 


Después de todos estos trámites y al margen, natural- 
mente, de lo que puede ser la resolución judicial —que 
no nos compete y con la cual no tenemos ninguna vincu- 
lación— hoy en día estas gestiones están encuadradas en 
la posibilidad de que la nueva firma que adquiera este 
paquete accionario, desapareciendo los anteriores propie- 
tarios, encuentre algún apoyo crediticio, concretamente 
por parte del Banco de la República. Las gestiones que 
se realizaron directamente, encontraron, justo es decir- 
lo, la mayor buena voluntad de absolutamente todos los 
integrantes del Directorio del Banco de la República, en 
aras de ver si se podía obtener una línea de crédito que 
Giera el empuje inicial para que esta planta se pusiera en 
funcionamiento. Por supuesto que estas cosas no se S0- 
lucionan de la noche a la mañana y que obliga. a anali- 
zar cuales pueden ser las líneas de Créditos de este Ban 
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co estatal que quizás permitan poner esta industria en 
Iuncionamiento nuevamente. 


Deseo manifestar que se ha creado una enorme ex- 
pectativa en el departamento de San José ante la posibi- 
lidad concreta de la reactivación de esta planta frigorí- 
fica. No sé si podrá absorber a la totalidad de los tra- 
bajadores que tuvo en sus momentos de mayor expan- 
sión, pero sí tenemos la certeza de que esta gente que 
ahora empieza a trabajar en la planta tiene asegurado el 
abasto interno, lo cual garantiza una absorción importan- 
te de los trabajadores que hoy se encuentran desocupados 
y que, obviamente, ni siquiera están acogidos al régimen 
de seguro de paro, por el largo tiempo que transcurrió 
desde que la planta cerró sus puertas. 


Creemos que debe impulsarse, de cualquier manera. 
esta posibilidad. Cuando se presentan elementos tan cla: 
ros en el sentido de que existe una colocación segura 
para la carne que se procese en esa industria, cuando se 
muestra un esfuerzo de más de 200 personas que forman 
esta cooperativa, que será la nueva titular de esta in- 
dustria frigorífica, el hecho merece una atención espe- 
cial por todo lo que significa para el departamento de 
San José, y para los de Florida y Canelones que están 
encuadrados en esta zona y, en definitiva, para el pais. 
Es una planta industrial que se encuentra en buen esta 
do de conservación, que no necesita nuevas inversiones, 
Que además, está autorizada a exportar a muchas partes 
Gel mundo y por eso pienso que es realmente importan- 
te que consigamos de alguna manera su reactivación. 


En función de todo lo expuesto, confiamos en que el 
Directorio del Banco de la República encuentre las líneas 
de crédito suficientes que permitan que esta planta de 
Moreno y Canto, del departamento de San José, pueda 
ponerse nuevamente en funcionamiento. 


Por ello, señor Presidente, queríamos destacar esta 
situación, darla a publicidad, expresar, además, que está 
muy cerca la posibilidad de que esta fuente de trabajo 
comiente a funcionar y que eso depende casi exclusiva: 
mente, en este momento, de la decisión que vaya a adop- 
tar oportunamente el Banco de la República que, reitero 
ha encontrado de parte de su Directorio y de sus servi- 
clos la mejor buena voluntad para solucionar este pro- 
blema. 


En consecuencia, señor Presidente, mociono para que 
la versión taquigráfica de estas breves palabras con re- 
ferencía a esta industria que intenta reactivarse, sean en- 
viadas al Banco de la República y. obviamente, a los Mi- 
nisterios de Industria y Energia y de Agricultura y Pesta. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
formulada por el señor senador Lago, en el sentido de 
que la versión taquigráfica de sus palabras se pase a los 
Ministerios de Industria y Energía, de Agricultura y Pes- 
ca y al Banco de la República. 


(Se vota:) 


—19 en 20, Afirmativa, 


9) ARRENDAMIENTOS URBANOS. 
Se establecen normas en la materia. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se entra al orden del día. 


En consideración el asunto que figura en primer tér- 
mino: “Discusión general y particular del Proyecto de 
Ley por el que se establecen diversas normas en materia 
de arrendamientos. (Carp. N* 426/85. Rep. N9 195/85. y 
Anexo 1)”. 


(Antecedentes: ) 
“Carp. N? 426/85. Rep. N9 195/85. 
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PROYECTO DE LEY 
CAPITULO 1 


De los Arrendatarios Buenos Pagadores 


Artículo 19 — (Suspensión de lanzamientos). — Los 
lanzamientos dispuestos o que se dispongan contra arren- 
datarios o sub-arrendatarios buenos pagadores, de fincas 
destinadas a casa-habitación, quedarán suspendidos en su 
cumplimiento efectivo hasta el 30 de junio de 1986, 


Exceptúanse de la suspensión dispuesta en el inciso 
precedente los lanzamientos decretados de conformidad 
con lo dispuesto en los numerales 1, 3 y 4 del artículo 24; 
en los artículos 33, 34 y 59; en el inciso 4% del artículo 
$3; en el inciso 22 del artículo 64 del Decreto-Ley N? 14.219, 
de 4 de julio de 1974, y en el artículo 15 de la Ley 
N9 9.624, de 15 de diciembre de 1936, modificativas y con- 
cordantes. 


La disposición del inciso primero del presente artículo 
no comprende a los arrendatarios a que se refiere la Sec- 
ción 3 del Capítulo X del Decreto-Ley N* 14.219, de 4 de 
jvlic de 1974, los que seguirán rigiéndose por las normas 
allí establecidas, con las modificaciones dispuestas en esta 
ley. 


Art. 22 --- Los arrendatarios que se hubieran acogido 
a la reforma del plazo de desalojo haciendo uso de la 
facultad acordada por el artículo 52 del Decreto-Ley núme- 
ro 14.219, de 4 de julio de 1974, siempre que a la fecha de 
entrada en vigencia de la presente ley se encuentren al 
día en el pago de los alquileres y demás prestaciones que 
correspondan, podrán acogerse a los beneficios estableci- 
dos en el Capítulo X de dicho Decreto-Ley. 


Art. 32 — (Desistimiento unilateral del contrato). Los 
contratos de arrendamiento con destino a casa-habitación 
con anterioridad a la fecha de vigencia de la presente 
ley y que tengan un año o más de duración a dicha fe- 
cha o lo cumplan antes del 19 de marzo de 1986, podrán 
ser objeto de desistimiento unilateral por parte del arren- 
datario siempre que el alquiler mensual no exceda de 
N$ 15.000, antes de operado el reajuste a efectuarse entre 
los meses de marzo de 1985 y febrero de 1986 inclusive. 


Para ejercitar el derecho al desistimiento unilateral 
del contrato, el inquilino deberá estar al día, en el mo- 
mento de la restitución del bien, en el pago de los alqui- 
leres devengados hasta la fecha y demás prestaciones que 
adeudare, o haber celebrado con el arrendador un conve- 
nio escrito de pago por el monto adeudado. 


Los arrendatarios dispondrán de un plazo de sesenta 
días corridos a partir del siguiente al de la entrada en vl- 
gencia de la presente ley o, en su caso, desde el cumpli- 
miento del año a que se refiere el inciso primero, para 
hacer uso del derecho al desistimiento. A tal efecto de- 
berán comunicar su decisión al arrendador por acta no- 
tarial telegrama colacionado u otro medio escrito feha- 
ciente. 


El desistimiento unilateral se perfeccionará con la co- 
municación referida en el inciso anterior, en la que de- 
berá notificarse al arrendador la fecha de restitución de 
la finca, la que se hará efectiva en un plazo no inferior 
a treinta ni mayor a cuarenta y cinco días corridos con- 
tados desde dicha notificación. 


Si el arrendatario no cumpliera con la restitución en 
la fecha convenida, el arrendador podrá solicitar el desa- 
lojo de la finca con el plazo y el procedimiento previstos 
en el artículo 48 del Decreto-Ley N% 14.219, de 4 de ju- 
lio de 1974. 


CAPITULO 1 
Del Reajuste de los Precios 


Artículo 42 — Durante el período comprendido entre 
el 19 de marzo de 1985 y el 31 de diciembre de 1986, los 
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reajustes anuales del alquiler (artículos 14 y 15 del De- 
ereto-Ley número 14,219, de 4 de julio de 1974 y sus mo- 
dificativas), se harán efectivos en la siguiente forma: 


A) En los arrendamientos con destino a casa-habita- 
ción, el reajuste será equivalente al 50% (cin- 
cuenta por ciento) del respectivo indice. A los 
alquileres superiores a N$ 15.009 (quince mil 
nuevos pesos) mensuales, antes del reajuste, se 
e aplicará la totalidad del índice de actualiza- 
ción. 


B) En los arrendamientos con destino a industria, 
comercio u otros destinos, el reajuste del alquiler 
será igual al 60% (sesenta por ciento) del respet- 
tivo índice. A los alquileres superiores a N$ 50.000 
(cincuenta mil nuevos pesos) mensuales, antes 
del reajuste, se les aplicará la totalidad del índi- 
ce de actualización. 


C) Los reajustes de alquiler establecidos en los lite- 
rales precedentes se efectuarán sobre los precios 
de los arrendamientos resultantes de la aplicación 
de los artículos 14 y 15 del Decreto-Ley N* 14.219, 
de 4 de julio de 1974, con independencia de los 
acuerdos celebrados por las partes respecto del 
anterior reajuste. 


D) A partir del 19 de enero de 1987, se aplicará a 
los alquileres reajustados entre el 1% de marzo y 
el 31 de diciembre de 1986, el 100% (cien por 
ciento) del respectivo índice de reajuste. 


Art. 52 — Los reajustes resultantes de lo dispuesto 
en el artículo anterior se harán efectivos de pleno dere- 
cho. Dichos reajustes, para los alquileres actualizados en- 
tre el 1% de marzo y el 31 de diciembre de 1985, regirán 
a Partir del 19 de enero de 1986 y no generarán derecho 
a devolución por parte del arrendador de lo efectivamen- 
te percibido en demasía antes de la referida fecha. 


Art. 6% — Lo dispuesto en este Capítulo no regirá 
respecto de los contratos de arrendamiento con destino a 
casa-habitación, celebrados con anterioridad a la vigen- 
cia del Decreto-Ley N% 14.219, de 4 de julio de 1974. 


CAPITULO HI 
Del Procedimiento de Rebaja de Alquiler 


Artículo 7% — Sin perjuicio de lo dispuesto en los 
artículos anteriores, los arrendatarios y subarrendatarios 
de fincas con destino a casa-habitación que hayan con- 
tratado con posterioridad a la vigencia del Decreto-Ley 
NO 14.219, de 4 de julio de 1974, podrán ejercer, por 
una sola vez, la acción de rebaja del alquiler prevista en 
sus artículos 16 a 19 y 63. La rebaja, de resultar pro- 
cedente, se aplicará a los alquileres reajustados entre el 
1% de marzo de 1985 y el 31 de diciembre de 1986 y el 
precio resultante regirá desde la fecha de la demanda. 


Art. 82 — En caso que el respectivo reajuste hubie- 
ra ocurrido antes de la vigencia de la presente ley, el pla- 
zo de noventa dias establecido en el artículo 17 del De- 
creto-Ley N% 14.219, de 4 de julio de 1974, se computará 
a partir del día siguiente al de dicha vigencia y se com- 
putará por días corridos. 


Art. 92 —. Quedan excluidos de este beneficio: 


A) Los malos pagadores, salvo los que hayan opues- 
to excepciones o se encuentren dentro del plazo 
para oponerlas y los que, habiendo caído en mo- 
ra, aún no hayan sido intimados de desalojo. 


B) Los arrendatarios y subarrendatarios cuyos al- 
quileres mensuales fueran superiores a N$ 15.000 
(nuevos pesos quince mil) a la fecha del respec- 
tivo reajuste. 


C) Los arrendatarios y subarrendatarios de fincas 
cuyos propietarios y sus núcleos habitacionales 
perciban por concepto de ingresos mensuales lí- 
quidos una suma inferior a la declarada vor el 
núcleo habitacional del arrendatario estimados 
durante el tiempo y en la forma previstos por los 
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incisos 1 y 2 del artículo 19 del Decreto-Ley nú- 
mero 14.219, de 4 de julio de 1974. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso an- 
terior, tampoco procederá la acción de rebaja del 
alquiler cuando los ingresos mensuales líquidos 
del propietario y su núcleo habitacional no supe- 
ren las 50 UR (cincuenta unidades reajustables) 
estimadas en la forma establecida en el inciso 
precedente. 


A esos efectos, «lichos propietarios deberán compare- 
cer en los autos de solicitud de rebaja de alquiler y ex- 
cepcionarse formulando deciaración jurada de sus ingre- 
sos, acompañando la prueba documental correspondiente 
NDS certificado público o notarial, o constancia pri- 
vada. 


En tal caso, y previo traslado al actor por el término 
de quince días hábiles y perentorios, su oposición se sus! 
tarciará con arreglo al procedimiento de los artículos 591 
a 594 del Código de Procedimiento Civil. No mediando 
oposición el Juez revocará por contrario imperio la pro- 
videncia de suspensión de pago del aumento del alquiler 
y decretará la clausura de los procedimientos de rebaja 
de alquiler. 


Será de aplicación, en lo pertinente, lo dispuesto por 
el artículo 63, inciso 6%, del Decreto-Ley N% 14,219, de 4 
de julio de 1974. 


Art. 10. — Si los malos pagadores a que se refiere el 
artículo anterior no hubieran opuesto excepciones u ob- 
tenido la clausura del juicio con arreglo al artículo 51 
del Decreto-Ley N*% 14.219, de 4 de julio de 1974, bastará 
que el actor justifique en autos que la intimación de de- 
salojo ha quedado firme, para que el Juez revoque por 
contrario imperio la providencia de suspensión de pago de 
aumentos del alquiler y decrete la clausura de los proce- 
dimientos. 


Art. 11. — Sustitúyese el artículo 63 del Decreto-Ley 
N9 14.219, de 4 de julio de 1974, por el siguiente: 


“ARTICULO 63. (Acción de rebaja). — La ac- 
ción de rebaja de alquiler se promoverá dentro de 
los plazos previstos en el artículo 17. Los arrendata- 
rios o subarrendatarios, en su caso, deberán acompa- 
ñar a la demanda, declaración jurada separada y fir- 
mada por cada uno de los integrantes mayores de 
edad del núcleo habitacional ocupante del inmueble 
(artículo 19, in fine), de sus ingresos y la prueba 
documental correspondiente, mediante certificado pú- 
blico o notarial, o constancia privada. Si en el núcleo 
habitacional hay menores de edad aque tengan ingre- 
sos, formularán por ellos su declaración jurada uno 
de sus padres o, en su defecto y por su orden, cual: 
quiera de sus ascendientes directos, tutores o guarda- 
dores. 


El juez, al sustanciar la demanda, decretará la 
suspensión del pago del aumento que sobrepase el por- 
centaje fijado en el artículo 16 de la presente ley, 
confiriendo traslado al demandado por un término de 
quince días hábiles y perentorios para contestar Ja 
demanda, siguiéndose, de mediar oposición, el proce- 
dimiento de los artículos 591 a 594 del Código de 
Procedimiento Civil. 


El precio del arrendamiento que resultare, regirá 
desde la fecha de vigencia del nuevo alquiler, fijado 
conforme a la presente ley. 


Cuando el juez comprobare declaraciones juradas 
falsas de cualquiera de los integrantes del núcleo ha- 
bitacional, el arrendatario o subarrendatario quedará 
excluido de los beneficios de esta ley, y el juez al de- 
cretarlo, declarará rescindido el contrato de arrenda- 
miento, y dispondrá, a pedido de parte el lanzamien- 
to inmediato, con tributos y costos. 


A estos efectos tendrá facultades para apreciar 
elementos de juicio que demuestren que los ingresos 
mensuales declarados por el núcleo habitacional son 
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manifiestamente inferiores a los que requieren los 
consumos mínimos efectuados mensualmente por el 
mismo, 


El que formulare, a los efectos de la demanda a 
que se refiere este artículo, una declaración jurada 
falsa para obtener Ja rebaja del nuevo alquiler, será 
castigado con seis a veinticuatro meses de prisión. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso prece- 
dente, en todos los casos en que los ingresos reales 
del núcleo habitacional superen en un 15% (quince 
por ciento) al monto declarado en los autos respec- 
tivos, no podrá aducirse error aritmético y se dispon- 
drá la rescisión del contrato de arrendamiento . 


Los empleadores privados, sean personas físicas o 
jurídicas, están obligados a Suministrar 4 sus depen- 
dientes y a los profesionales y técnicos cuyos servi- 
cios utilicen a cualquier título, constancia escrita de 
sus ingresos. 


Ante el incumplimiento de esta obligación, el 
arrendatario podrá pedir al juez que ordene su cum: 
plimiento y éste, deberá decretarlo sin más trámite, 
bajo apercibimiento de incurrir en el delito de desa- 
Cato. 


El que expidiere una constancia cuyos datos fue- 
ron falsos, en todo o en parte, será castigado con pe- 
na de tres a dieciocho meses de prisión (artículo 242 
del Código Penal). 


Si se tratare de fincas arrendadas con garantía 
de la Contaduría General de la Nación, el auto judi- 
cial que disponga la rebaja del precio del arriendo 
deberá ser notificado al Servicio de Garantía de Al 
quileres simultáneamente con el traslado de la de- 


manda”. 
CAPITULO Iv 
Arrendatarios Deudores 
Artículo 12. — Sin perjuicio de lo dispuesto por el 


artículo 51 del Decreto-Ley N% 14.219, de 4 de julio de 
1974, con la redacción dada por el artículo 16 de la pre- 
sente ley, los arrendatarios con intimación de desalojo 
por alquileres y demás prestaciones accesorias devenga- 
das entre los meses de marzo y diciembre de 1985, dis- 
pondrán de un plazo de sesenta dias a partir de la vigen- 
cia de esta ley, para efectuar el pago de las sumas que 
adeudaren más el 10% (diez por ciento) de su importe 
por concepto de única indemnización al actor por intere- 
ses y demás gastos causidicos. 


Igual beneficio podrán solicitar aquellos arrendatarios 
que optaren, dentro del mismo plazo, por pagar los alqui- 
leres y demás prestaciones accesorias que adeudaren, en 
la forma siguiente: 


a) Si se adeudaren hasta tres mensualidades de al- 
quiler el pago podrá efectuarse en seis cuotas con 
más el 30% (treinta por ciento) de su importe 
por concepto de única indemnización al actor por 
intereses y demás gastos Causidicos; 


b) Si se adeudaren más de tres mensualidades de al- 
quiler el pago podrá efectuarse en doce cuotas, 
con más el 40 % (cuarenta por ciento) de su im- 
porte por los mismos conceptos establecidos en 
el literal anterior. 


Las cuotas serán mensuales, iguales y consecutivas e 
indivisibles con el pago del aiquiler, quedando en suspen- 
so el juicio mientras se paga lo adeudado. Si el inquilino 
se atrasare dos meses en el pago del alquiler y la cuota 
por atrasos, caducará el beneficio y el arrendador podrá 
continuar jos procedimientos. 


Los arrendatarios de fincas con destino a casa-habi- 
tación que hicieran uso de la facultad que les acuerdan 
los incisos precedentes, podrán solicitar la suspensión del 
lanzamiento y ejercer el derecho que les acuerda el Ca- 
pítulo X del Decreto-Ley N% 14.219, de 4 de julio de 1974. 
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Los arrendatarios de otros destinos que no fuere el 
de casa-habitación podrán solicitar la suspensión del lan- 
zamiento por el término de un año, 


Exceptúanse de los beneficios establecidos en el pre- 
sente artículo los juicios promovidos por la Contaduría 
General de la Nación contra los malos pagadores. 


Art. 13. -— Sin perjuicio de lo dispuesto en el artícu- 
lo precedente, facúltase a los arrendatarios y subarrenda- 
tarios cuyos alquileres fueron reajustados entre el 1% de 
marzo y ei 31 de diciembre de 1985 y respecto de los cua- 
les no exista intimación de pago por los conceptos expre- 
sados en el artículo anterior, a pagar los alquileres y de- 
más prestaciones accesorias de conformidad con lo que a 
continuación se expresa: 


A) Si se adeudaren hasta tres mensualidades de al- 
quiler el pago podrá efectuarse en seis cuotas, 
con más el 20 % (veinte por ciento) de la suma 
adeudada por concepto de intereses. 


B) Si se adeudaren más de tres mensualidades de al- 
quiler el pago podrá efectuarse en doce cuotas, 
con más el 30% (treinta por ciento) de la suma 
adeudada por concepto de intereses. 


Todas las cuotas serán mensuales, iguales y Cconsecu- 
tivas y deberán ser satisfechas indivisiblemente con el al- 
quiler mismo. 


En caso de optar por este beneficio, deberá comuni- 
carlo al arrendador dentro del plazo de treinta días co- 
rridos siguientes a la fecha de vigencia de la presente ley 
por acta notarial, telegrama colacionado u otro medio es- 
crito fehaciente. 


De no hacerlo en dicho plazo, caducará dicho derecho. 
CAPITULO V 


De las Casas de Inquilinato, Hoteles, Pensiones, 
Moteles y afines 


Artículo 14. — Sustitúyese el artículo 113 del Decre- 
to-Ley N9 14.219, de 4 de julio de 1974, por el siguiente: 


“ARTICULO 113. — El artículo 307 de la Ley nú- 
mero 14.106, de 14 de marzo de 1974, no será apii- 
cable a aquellos huéspedes de hoteles, pensiones, mo- 
teles, casas de inquilinato y afines que hubieran in- 
gresado con anterioridad a que los mismos se hayan 
inscripto en el Registro de Hoteles, Pensiones y Afi- 
nes que tiene a su cargo el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. 


Las personas comprendidas en el inciso anterior 
así como los huéspedes de hoteles, pensiones y afines 
que no se encontraren inscriptos en el Registro men- 
cionado, o cuya inscripción fuera cancelada, serán 
considerados arrendatarios a todos sus efectos. 


La Dirección Nacional de Turismo entregará al 
ocupante una constancia de la no inscripción del es- 
tablecimiento en el Registro pertinente o, en su Caso, 
de su caducidad o cancelación que lo habilitará para 
acreditar su calidad de arrendatario a todos sus efec- 
OS, 


El alquiler mensual quedará fijado en una suma 
equivalente a treinta veces el importe diario del hos- 
pedaje. Regirá por un año y se modificará de con- 
formidad con los artículos 14 y 15 del Decreto-Ley nú- 
mero 14.219, de 4 de julio de 1974 y sus disposicio- 
nes modificativas. Sin perjuicio de ello, el inquilino 
podrá ejercer por única vez la acción de rebaja de 
alquiler prevista por los artículos 16 a 19 y 63 de di- 
cho Decreto-Ley, dentro del plazo de noventa días co- 
rridos a partir de la notificación a que se refiere el 
inciso anterior. 


No están comprendidos cn esta disposición los hote- 
les de categoría Lujo, Primera y Segunda A y B, de 
la categorización del Poder Ejecutivo establecida en 
el Decreto N? 230/985, de 27 de junio de 1985”, 
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CAPITULO VI 
De los Asentamientos Marginales 
Artículo 15. (Suspensión de lanzamientos). — Sus- 


péndense hasta el 30 de junio de 1986, los lanzamientos 
contra los ocupantes, a cualquier título, de los asenta- 
mientos colectivos marginales (““cantegriles”), sin habili- 
tación municipal de construcciones existentes a la fecha 
de vigencia de la presente ley. Contra el decreto de sus- 
pensión del lanzamiento podrá interponerse el recurso de 
reposición. 


CAPITULO VH 
Disposiciones Generales 


Artículo 16. --- A partir del 19 de enero de 1987, los 
reajustes del alquiler de las fincas con destino a casa-ha- 
bitación (artículos 14 y 15 del Decreto-Ley N? 14.219, de 
4 de julio de 1974 y sus modificativas), se aplicarán a 
razón de un tercio del respectivo índice durante el pri- 
mer cuatrimestre, de dos tercios durante el segundo cua- 
trimestre, y del cien por ciento durante el tercer cuatri- 
mestre. 


Art. 17. — Sustitúyese el artículo 51 del Decreto-Ley 
N9 14.219, de 4 de julio de 1974, por el siguiente: 


“ARTICULO 51. -— Los juicios de desalojo con- 
tra malos pagadores quedarán clausurados si dentro 
del plazo para oponer excepciones el inquilino consig- 
nare la suma adeudada más el 40% (cuarenta por 
ciento) de esa suma como pago de los intereses, tri- 
butos y- costos devengados. El arrendatario o suba- 
rrendatario se beneficiará una sola vez con la clau- 
sura del respectivo juicio”. 


Art. 18. — (Reforma de plazo). — Sustitúyese el in- 
ciso tercero del artículo 52 del Decreto-Ley N? 14.219, de 
4 de julio de 1974, por el siguiente: 


“Procedé la reforma de los plazos señalados en 
la intimación si el arrendatario moroso, dentro del 
término acordado, consignare el importe de los arren- 
damientos devengados, con más el 20% (veinte por 
ciento) del mismo por concepto de única indemniza- 
ción al actor por intereses y demás gastos”. 


Art. 19. (Lanzamientos de arrendatarios inscriptos 
en el RAVE). — La inscripción en el Registro de Aspi- 
rantes a Viviendas de Emergencia (RAVE), importará 
de pleno derecho, la suspensión del lanzamiento decreta- 
do hasta tanto le sea adjudicada al inquilino la ocupa- 
ción de una vivienda, en venta o en arrendamiento, por 
parte del Banco Hipotecario del Uruguay. 


El Banco Hipotecario del Uruguay podrá ofrecer un 
préstamo al inquilino para adquirir la vivienda que ocu- 
pa si el propietario estuviere dispuesto a enajenarla. 


_ El ofrecimiento se efectuará con sujeción a las si- 
guientes bases: 


19%) Que el precio sea fijado por el Banco, previa 
tasación que éste realizará del inmueble. 


22) Que el propietario acepte dicho precio y las con- 
diciones en que el mismo le será pagado. 


El arrendatario dispondrá de un plazo perentorio de 
10 días hábiles a partir de la notificación para expresar 
su consentimiento. En caso de silencio o respuesta nega- 
tiva, caducará automáticamente su inscripción en el RA- 
VE y el Banco lo comunicará al Juzgado correspondien- 
te con arreglo al artículo 91 del Decreto-Ley N% 14.219, 
de 4 de julio de 1974. 


La caducidad referida en el inciso precedente no ope- 
rará en Jos casos en que el arrendatario acreditare ante 
el Banco Hipotecario del Uruguay no poseer los ingresos 
suficientes, a criterio de la Institución, para hacer uso del 
crédito que se le concede. 
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Art. 20. (Notificación a fiadores). — En todos los 
arrendamientos en que se hayan constituido o se consti- 
tuyan garantías personales, toda vez que el arrendatario 
adeude el alquiler correspondiente a tres meses vencidos, 
los arrendadores deberán notificar esta situación a los fia- 
dores. La notificación se efectuará mediante telegrama 
colacionado u otro medio auténtico, cuyo importe estará 
a cargo del arrendatario o del fiador en su caso. A estos 
efectos, el fiador deberá dejar constancia en el contrato 
de su domicilio real. 


El arrendador no podrá accionar contra el fiador por 
cobro de arrendamientos mientras no acredite haber cum- 
plido dicha obligación. 


Realizada la notificación después de los diez días de 
vencido el plazo establecido en el inciso primero, el arren- 
dador no podrá reclamar al fiador intereses y reajustes. 


Los fiadores o codeudores de inquilinos malos paga: 
dores podrán ejercer la acción de desalojo con el plazo 
y el procedimiento previstos en el artículo 48 del Decreto- 
Ley N* 14.219, de 4 de julio de 1974, una vez que hayan 
hecho efectivo el pago de lo adeudado al arrendador. 


Art. 21. — Modifícase el artículo 40 del Decreto-Ley 
N?% 14.219, de 4 de julio de 1974, el que quedará redac- 
tado en la siguiente forma: 


.. “ARTICULO 40. --- Si no hubiere acción judicial 
iniciada por el arrendador o subarrendador, podrá el 
arrendatario, subarrendatario o fiador sustituir la 
fianza personal por la garantía del alquiler en obli- 
gaciones Hipotecarias Reajustables. 


El arrendador o subarrendador no podrá oponer- 
se a la sustitución. En caso de negativa del arrenda- 
dor o subarrendador, el arrendatario, subarrendatario 
o fiador, seguirá los procedimientos de la obligación 
y consignación debiendo efectuarse esta última en el 
Banco Hipotecario del Uruguay.” 


Art. 22. (Excepciones). — Las disposiciones de esta 
ley No se aplicarán a los casos previstos en los artículos 
e y 114 del Decreto-Ley N9 14.219, de 4 de julio: de 


Art. 23. (Limitaciones probatorias). — A los efectos 
de la aplicación de los artículos 16 a 19 y 63 del Decreto- 
Ley N* 14,219, de 4 de julio de 1974, y del artículo 8% de 
la presente ley, no regirán en vía judicial las limitacio- 
Les O pa blecidan en los artículos 25 del Deere- 
o-Ley N* 15,322, de 17 de setiembri 2, 

Código Tributario. e 


Art. 24. (Registro de la Propiedad Inmueble Urba- 
na y Suburbana). — Cométese a la Dirección General 
del Catastro Nacional y Administración de Inmuebles del 


Estado, el Registro de la propiedad inmueble urbana y 
suburbana. 


En dicho Registro deberán constar todos los informes 
necesarios para determinar la situación ocupacional de 
esos inmuebles. 


Los propietarios dispondrán de un plazo de ciento 
veinte días para inscribir sus inmuebles. La inscripción 
será gratuita. Vencido dicho plazo, no se dará trámite a 
ninguna gestión administrativa o acción judicial relacio- 
nada con imuebles urbanos y suburbanos, si no se acre- 
dita la inscripción de los mismos en el referido Registro. 


El Poder Ejecutivo reglamentará esta disposición den- 
tro de los sesenta días de la fecha de promulgación de 
la ley. El presente artículo regirá a partir de los sesenta 
días de dictada dicha reglamentación. 


Art. 25. — La Suprema Corte de Justicia dispondrá 
lo pertinente a fin de suministrar trimestralmente al Po- 
der Ejecutivo y a la Asamblea General el número de 
desalojos y acciones de rebaja promovidos ante todos los 
Juzgados de la República, las causales invocadas en Cada 
caso y los lanzamientos realizades durante dicho lapso. 
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,, Art, 26. — Las disposiciones de esta ley son de orden 
público. 


Art. 2. — Esta ley entrará en vigencia a partir de su 
publicación en dos diarios de la capital. 


Art. 28. — Comuniquese, ete. 
Montevideo, 9 de diciembre de 1985 


. Gonzalo Aguirre Ramírez, Hugo Batalla, Américo 
Ricaldoni, Senadores”. 


ANEXO..1I 
Carp. N9 426/85 - Rep. 195/85: 
CONCORDANCIAS DEL ANTEPROYECTO SOBRE 
ARRENDAMIENTOS CON EL TEXTO APROBADO 
POR LA ASAMBLEA GENERAL 


Articulo 19 — Similar al artículo 1% del proyecto de 
la Asamblea General. 


Art. 22, -- Similar al artículo 


2% del proyecto de 
la Asamblea General. 


Art. 39. — Similar al artículo 32 del proyecto de 
la Asamblea General. 
Art. 4% — Nuevo. 


Art. 5% — Parcialmente similar al artículo 5% del 
proyecto de la Asamblea General. 


Art. 6%. — Similar al artículo 7% del proyecto de 
la Asamblea General. 


Art. 792 — Parcialmente similar al artículo 82 del pro- 
yecto de la Asamblea General. 


Art. 8%. — Similar al artículo 9% del proyecto de 
la Asamblea General. 


Art. 9% — Literales A) y B) similares al proyecto; 
literal C) es nuevo. 


Art. 10. — Similar al artículo 11 del proyecto de 
la Asamblea General. 


Art. 11. — Similar 
la Asamblea General. 


al artículo 12 del proyecto de 
Art. 12. — Similar al artículo 13 del proyecto” de 
la Asamblea General. 


Art. 13, — Similar al artículo 14 del 
la Asamblea General. 


proyecto de 


Art. 14. — Sustituye a los artículos 15 a 19 del pro- 
yecto de la Asamblea General. 


Art. 15. — Similar al artículo 20 del proyecto de 
la Asamblea General. 


Art. 16. — Nuevo. 


Art. 17. — Similar al artículo 21 del proyecto de 
la Asamblea General, 


Art. 18, — Similar al artículo 22 del proyecto de 
la Asamblea General. 


Art. 19. — Similar al artículo 23 del proyecto de 
12 Asamblea General. 


Art, 20. — Similar al artículo 24 del proyecto de 
la Asamblea General. 


Art. 21. — Similar al artículo 25 del proyecto de 
la Asamblea General. 
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Art, 22 —- Similar al artículo 26 del proyecto de 
la Asamblea General. 


Art, 23. — Similar al artículo 27 del proyecto de 
la Asamblea General. 


Art. 24, — Similar al artículo 28 del proyecto de 
la Asamblea General. 


Art. 25. — Similar al artículo 29 del proyecto de 
la Asamblea General. 


Art. 26. — Similar al artículo 30 del proyecto de 
la Asamblea General. 


Art. 27. — Nuevo”, 
SEÑOR PRESIDENTE, — Léase el proyecto. 


SEÑOR MARTINEZ MORENO. -- Mociono para que 
se suprima Ja lectura en la discusión general. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 
—2 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión general. 

. SEÑOR RICALDONI — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el miem- 
bro informante, señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: el señor 
senador Aguirre y quien habla hemos sido designados 
miembros informantes de este proyecto de ley y entre 
ambos habremos de repartirnos la tarea de realizar una 
descripción general del alcance de nuestra labor durante 
una infinidad de sesiones que insumieron muchas horas 
de trabajo realmente complejo en el que —como suele 
suceder en estas circunstancias— todos hemos contrapues- 
to, en una primera instancia, nuestros puntos de vista y, 
en definitiva, hemos llegado a lo que me parece es una 
fórmula razcnable y equilibrada que contempla todos los 
factores que estaban implícitos en el nombramiento de 
de esta Comisión Bicameral de alquileres, 


En definitiva, señor Presidente, de Jo que se trataba 
—por lo menos en los aspectos esenciales del tema de los 
alquileres— era, por una parte, de mantener la preocu- 
pación general compartida por todos los sectores políticos 
respecto de la incidencia de los reajustes durante los úl- 
timos tiempos, y por ctra, dado el hecho del manteni- 
miento del veto por la Asamblea General al anterior 
proyecto, de acomodar la nueva fórmula que proponemos 
a este Cuerpo a aquellos límites dentro de los cuales 
debió circunscribirse la labor, a los efectos de eliminar 
por lo menos aquellas objeciones esenciales emergentes 
del veto del Poder Ejecutivo, 


En ese sentido, señor Presidente, vale la pena re- 
cordar, aunque sea muy sucintamente, que en el Mensaje 
remitido por el Poder Ejecutivo a este Parlamento con fe- 
cha 11 de octubre próximo pasado, se hacian objeciones 
tanto desde el punto de vista de la conveniencia como 
de la inconstitucionalidad de diversas normas contenidas 
en el proyecto. 


Creo que lo esencial de ese veto se puede resumir 
señalando, en cuanto a las inconveniencias, que tanto 
el Poder Ejecutivo como los legisladores que participamos 
en la discusión de este proyecto, ya sea en las Cámaras 
respectivas o en la Asamblea General, consideramos in- 
justa la falta de alguna norma que contemplara la situa- 
ción de los pequeños propietarios. 


En ese sentido, el Mensaje del Poder Ejecutivo decía 
que la ausencia de una norma al respecto en una ley de 
excepción, pasa por alto que el pequeño propietario no 
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especula con las rentas sino que las utiliza como legítimo 
medio de subsistencia. 


También dentro de lo que se consideraba inconve- 
niente en dicho Mensaje, se hacía mención al estrecha- 
miento que, a juicio del Poder Ejecutivo, tendría en la 
oferta de viviendas, una ley con los alcances de aquella 
que había sido observada. 


En cuanto a las inconstitucionalidades, también obje- 
to de observación por parte del Poder Ejecutivo, se hacía 
referencia a artículos que clausuraban procedimientos en 
desconocimiento de la cosa juzgada y al hecho de dispo- 
nerse pagos retroactivos en la contratación privada, por- 
que ello vulneraba el derecho de propiedad. 


Había otras consideraciones en dicho Mensaje —tai 
vez algunas menos compartibles que las recientemente 
señaladas— cuyo estudio, abordó la Comisión, como decia 
hace unos instantes. 


Se que en estas circunstancias suele hacerse una re- 
ferencia casi obligada, que entronca con lo que son lu- 
gares comunes carentes de contenido, resaltando el mé- 
tito de la labor de los miembros de Comisiones que 
trabajan en temas tan complicados como estos. 


No obstante, creo que es de estricta justicia señalar 
—aclaro que tuve la honra de ser designado por los de- 
más integrantes como su Presidente, excluyéndome, por 
diversas razones, de lo que voy a expresar a continua- 
ción— el espíritu de recíproca comprensión, de respeto y 
buena voluntad permanentemente puestas de manifiesto 
por todos para buscar, más allá de los distintos altibajos 
que estas negociaciones tienen, una fórmula, la que fi- 
nalmente se ha encontrado. Por supuesto, no Creo que 
ella, tal como ha sucedido en la legislación de alquile- 
res, satisfaga a todos los miembros de la Comisión, en 
lo que hace a su articulado, pero sin duda significa una 
apreciable mejora respecto del texto vetado. 


Es por estas razones que la Comisión entiende haber 
superado las objeciones a las que acabo de hacer men- 
ción. 


Podríamos empezar por las que tienen que ver con 
los llamados pequeños propietarios. 


Los señores senadores podrán detenerse en el lite- 
ral C) del artículo 9% del proyecto, en donde se establece 
que la llamada acción de rebaja del alquiler, que se po- 
drá ejercer por una sola vez durante el año 1986, no pue- 
de prosperar cuando se den o bien ingresos menores del 
propietario de la finca arrendada o un ingreso menor 
2 50 Unidades Reajustables de dicho propietario respecto 
de las relaciones arrendaticias. En esos casos, la acción 
de rebaja no corresponde, quedando contemplada -—y esto 
hay que decirlo claramente— la situación del pequeño 
propietario. 


En cuanto al estrechamiento invocado por el Poder 
Ejecutivo de la oferta de viviendas, hemos hallado en la 
Comisión una fórmula que figura en el articulo 16, por 
la que, terminado el período de excepción, que se exten- 
derá desde el 19 de enero de 1986 hasta el 31 de diciem- 
bre de ese mismo año, a partir del año siguiente, es de- 
cir, 1987, volviéndose al régimen de aplicación del 100 % 
del índice de los correspondientes reajustes, los mismos 
atenuarán su impacto en las economías de los inquilinos, 
por cuanto se irán aplicando a razón de una tercera parte 
del reajuste en el primer cuatrimestre, de otra tercera 
parte en el segundo y del tercio restante en el último. 
Esto es lo que hemos dado en llamar en la Comisión, sis- 
tema de aumento escalonado del índice de reajuste. 


Con respecto a las inconstitucionalidades señaladas 
por el Poder Ejecutivo y sobre las que considero que será 
de mucho mayor interés escuchar lo que expresará el otro 
miembro informante, señor senador Aguirre, dada su in- 
cuestionable versación en la materia, digo telegráficamen- 
te que se han eliminado aquellas disposiciones que supo: 
nían, por una parte, la clausura de los procedimentos, tal 
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como se puede comprobar con la lectura del proyecto, y, 
por otro lado, según el artículo 5% del proyecto que presen- 
tamos a consideración del Senado, los pagos retroactivos 


que estaban establecidos en el proyecto oportunamente 
vetado por el Poder Ejecutivo. 


En lo que hace a las demás normas, éstas no Mere- 
cen, a juicio de este miembro informante que no desea 
ser excesivamente tedioso, en la discusión general, ma- 
yores comentarios, porque en definitiva recoge soluciones 
contenidas en el proyecto anterior objetado por el Poder 
Ejecutivo. 


Además, tengo que señalar que es difícil, a 48 horas 
de haber finalzado el estudio de un proyecto de alterna- 
tiva, esbozar un juicio crítico y de valor lo suficientemen- 
te objetivo como para poder tener una alta dosis de se- 
guridad en cuanto a lo que se pueda opinar de este texto 
que estamos considerando. Naturalmente, no nos alcanza 
el tiempo, a aquellos que hemos trabajado en esta Comi- 
sión bicameral, estas escasas cuarenta y ocho horas para 
tener, quizás, la perspectiva que dan los días, las sema- 
nas y, por qué no, el descanso que sigue a la obsesión por 
la búsqueda de fórmulas destinadas a solucionar los pro: 
biemas existentes. 


Quizá una de las virtudes del proyecto es que, alter- 
nativamente, pueda ser utilizado a efectos de señalar que 
en alguna medida puede significar la consagración de una 
tesis inquilinista, usando en otra forma la exhibición de 
los artículos incorporados al proyecto, en triunfo, por el 
contrario de la llamada tesis propietarista. 


Naturalmente que lo de inquilinismo o propietaris- 
mo, en lo que tiene que ver con esta ley es una simplifi- 
cación que no refleja en modo alguno lo que es el senti- 
do, el alcance y la pretensión de este proyecto. 


Somos conscientes de que diversas circunstancias im- 
piden al Parlamento en las condiciones actuales tener 
una postura definitiva respecto de lo que debe ser el or- 
den jurídico a aplicar en el futuro a la ley de alquileres, 
En consecuencia, Jos miembros de esa Comisión Bicame- 
ral hemos acordado —cada uno a su turno; en el caso dei 
Partido Colorado, el señor representante Cantón y quien 
habla— señalar el interés, el propósito y el deseo de los 
cuatro partidos políticos aquí representados, de abordar 
en el correr del próximo año la creación de aquellas Co- 
misiones que se entiendan necesarias, 0 utilizando las 
permanentes, a efectos de llevar a cabo un análisis serio, 
no apremiado por las circunstancias ni por los plazos o 
por las convulsiones sociales, de lo que realmente precisa 
el ordenamiento jurídico vigente. 


En este sentido, quiero ser muy preciso en mis expli- 
caciones de este fundamento de compromiso que estoy asu 
miendo, en nombre de los legisladores del Partido Colo- 


rado. 


Nosotros entendemos que estas normas, entre las cua- 
les figuran algunas que apuntan a saber qué está pasando 
realmente en materia de alquileres —como por ejemplo 
aquélias que imponen a la Corte la tarea de suministrar 
información periódica al Poder Ejecutivo y al Parlamento 
de la situación en materia de alquileres, o las que con- 
sagran un Registro de la Propiedad Inmueble para deter- 
minar las características con las que se está operando la 
relación arrendaticia —son las que, con el correr de 
los meses, habrán de darnos los datos imprescindibles pa- 
ra saber qué realidad tenemos y si ella justifica determíi- 
nadas reformas al sistema vigente; en caso afirmativo, 
cuál sería la dimensión, la profundidad y el número de 
dichas reformas. 


Creo que esa tarea habrá que emprenderla necesaria- 
mente, porque no hay nada peor que legislar, por una 
parte con el apremio del tiempo y de la conmoción en 
amplios sectores sociales; y, por otra —como en el caso, 
por lo menos, del que habla— sin tener una convicción 
absbluta respecto de la verdadera realidad en que están 
insertas las relaciones de arrendamiento. 
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Finalmente, señor Presidente, quiero señalar que es- 
ta ley tiene un alcance que quizás corresponda precisar 
en forma más o menos abreviada. Creo recordar que ya 
manifesté algo a este respecto cuando fue considerado 
este tema en la Asamblea General. 


En primer lugar, no todas las relaciones de arrenda- 
miento ni todos los arrendatarios estarán comprendidos 
por esta ley, porque subsisten las excepciones estableci- 
das en el Decreto-Ley N* 14,219, concretamente en los 
artículos 24 —numerales 1, 3 y 4— 33, 34; parágrafo cuar- 
to del artículo 63 y artículo 15 de la Ley N? 9.624. En 
lo que tiene que ver con los desalojos y las normas rela 
tivas a los precios, están también excluidos de esta nor- 
mativa de emergencia los alquileres para casa-habitación 
que antes del correspondiente reajuste superen los nuevos 
pesos 15.000 mensuales y los alquileres para industria, co- 
mercio, u otros destinos, que antes de dicho reajuste ex- 
cedan los N$ 50.000. 


Ya hemos dicho también que quienes acrediten la 
llamada “condición de pequeños propietarios”, con arreglo 
al literal C) del artículo 92 de este proyecto de ley, po- 
drán obtener que las fincas que han dado en arrenda- 
miento escapen a las previsiones que el mismo contiene. 


Lo mismo sucede con los contratos anteriores a la vi: 
gencia del Decreto-Ley N% 14.219, que también están 
excluidos de esta ley; asimismo los ¡lamados “malos paga: 
dores”, obviamente; y, por último, aquellas excepciones 
vinculadas con los artículos 2%, 28 y 114 del Decreto-Ley 
N9 14.219. 


Los artículos 22 y 28 tienen que ver con el llamado 
“régimen de libre contratación”, asegurado tanto por el 
artículo 2% del Decreto-Ley N“ 14,219, como por ej ar- 
tículo 101 de la Ley N* 13.659, del 2 de junio de 1988. 
Estas disposiciones garantizan dicho régimen de libre con- 
tratación bajo responsabilidad de daños y perjuicios por 
acto legislativo, por un lapso de 20 años. 


En cuanto al artículo 114 a que hemos hecho referen- 
cia, es el que tiene que ver con una serie de situaciones 
que nunca se han entendido como merecedoras del am- 
paro legal, en las que se encuentran, por ejemplo, los ban- 
cos e instituciones de crédito, —sea cual sea su denomi- 
nación u objeto, sus sucursales o agencias— “las casas 
de bailes públicos, cabarets, dancings, boites, whiskerías 
o dedicadas a las mismas actividades cualquiera fuera su 
designación”, etcétera. 


Todo ello se debe a que consideramos que esta ley de- 
be apuntar a la protección de los sectores sociales más 
necesitados. 


En definitiva —y termino, señor Presidente-—— este 
proyecto de ley, que sin duda es perfectible, parece ser el 
máximo marco de un acuerdo o transacción entre los par- 
tidos políticos, así como también para las aspiraciones de 
algunos sectores que se han expresado en el Parlamento 
en oportunidad anterior en relación a las tachas de in- 
constitucionalidad —que algunos hemos compartido y otros 
no— que dieron mérito al veto del Poder Ejecutivo. 


Creo que el análisis concreto de las normas incorpo: 
radas como novedad en este texto y que figuran adecua- 
damente referidas en la tabla de correspondencias inclui- 
da en el repartido, permitirá que los miembros informan- 
tes podamos efectuar las aclaraciones destinadas a escla- 
recer el sentido de algunas normas que quizás, en una 
primera lectura, no resulten claras para los señores le- 
gisladores y que para nosotros —lo cual no deja de cons- 
tituir un riesgo— sí tienen un sentido inequívoco. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — No quiero cansar al Cuerpo 
extendiendo las consideraciones que merece en general es- 
te proyecto de ley, después del informe exhaustivo y bri- 
llante brindado por el señor senador Ricaldoni. 
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De todos modos, deseo agregar algunas consideracio- 
nes insistiendo en lo que él ha expresado respecto al tra- 
bajoso acuerdo logrado en la Comisión, con el respaldo 
de todos los partidos políticos. 


En lo que tiene que ver con el Partido Nacional, debo 
decir que sus dos representantes —el señor legislador Po- 
rras y quien habla— han suscrito este proyecto de ley, si 
bien el hecho de que haya ingresado por el Senado inha- 
bilitó al señor representante Porras para firmarlo. 


El Partido Nacional, naturalmente cediendo en algunos 
postulados contenidos en el proyecto vetado que, en su 
momento, habían merecido su aprobación, está ahora ín- 
tegramente de acuerdo con el texto de este proyecto de 
ley. Considero -—como creo también lo consideran todos 
los miembros de esta Comisión—- que mejor es un pro- 
yecto de ley con salvedades y objeciones —pero que dé 
finalmente un marco legal a Jas relaciones entre arren- 
datarios y propietarios , ya que estos habían estado espe- 
rando la sanción de la ley durante todo el correr del año--- 
que la inexistencia de una regulación legal reclamada por 
amplios sectores de la sociedad. 


Además, como ha expresado el señor senador Rical- 
doni, es evidente que este proyecto de ley cuenta con el 
respaldo de los tres sectores políticos representados en el 
Senado, por cuanto todos los integrantes de la Comisión 
por los distintos partidos estuvimos de acuerdo con él. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑOR AGUIRRE, — Con mucho gusto. 


SEÑOR "PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Aún a riesgo de 
cortar la intervención del señor senador Aguirre, debo 
señalar que en lo que respecta al apoyo del Partido Na- 
cional a este proyecto de ley, algunos señores senadores 
integrantes de dicho partido tienen discrepancias con su 
texto. No ha habido una decisión de bancada en relación 
al mismo, y en lo que respecta a nosotros, expresaremos 
esa discrepancia en el momento de votar. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa en el uso de la 
palabra el señor senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Por supuesto, acepto la preci- 
sión del señor senador Lacalle Herrera, porque cuando 
manifesté que el proyecto de ley contaba con el respaldo 
del Partido Nacional fue en el entendido de que se trataba 
de quienes habíamos sido designados para representarlo 
en la Comisión. Pero este no es un asunto declarado po- 
lítico y, por lo tanto, estas manifestaciones no obligan a 
ningún señor senador a apoyarlo. 


Quienes representamos a todos los sectores políticos 
que toman asiento en el Senado —y lamento que por ra- 
zones de salud, que espero desaparezcan prontamente, no 
esté presente el señor senador Araújo-— estuvimos con- 
testes en que ésta era una solución ecléctica, que armoni- 
zaba con los puntos de vista existentes en la materia y 
permitía salir de ese largo proceso que insumió la sanción 
de un proyecto de ley relativo a alquileres. Quizás este 
proyecto no satisfaga todos los puntos de vista en su in- 
tegridad pero, en nuestra opinión, representa una armóni- 
ca consagración de los criterios generales que se han sus- 
tentado por todos los partidos, 


. En lo que me es personal yo, que hice algunas obje- 
ciones al proyecto de ley aprobado por la Asamblea Ge- 
neral y que firmé el informe respectivo con salvedades, 
debo decir que este proyecto es más equilibrado y mejor 
—aunque se haya desmejorado en algún aspecto-- que 
el que sancionara en su oportunidad la Asamblea Gene- 
ral. 


Respecto a las objeciones de constitucionalidad que 
había formulado en su Mensaje el Poder Ejecutivo, y 
dado que el señor senador Ricaldoni ha manifestado que 
yo iba a hacer algunas referencias al respecto, debo decir 


166$—-C.5S, 


que la Comisión aceptó tres de las tachas de inconstitu- 
cionalidad: las referentes a los artículos 2%, 6% y 13 del 
proyecto sancionado por la Asamblea General. 


Los artículos 22 y 13 habían sido objetados de incons- 
titucionalidad —por las mismas razones que mencioné en 
la Asamblea General— por el Poder Ejecutivo, por en- 
tender que desconocían decisiones firmes de los jueces. 
Esto es que, violando la separación de Poderes, enervaba 
los efectos de decisiones del Poder Judicial adoptadas en 
el ámbito de su competencia. 


Estas objeciones han sido superadas por cuanto las 
disposiciones han sido modificadas. Con relación al artícu- 
lo 29, se ha vuelto al texto que había aprobado el Sena- 
do. En lo que tiene que ver con el artículo 13, se ha mo- 
dificado el texto de modo tal de hacer desaparecer esa 
incidencia sobre sentencias firmes pasadas en autoridad 
de cosa juzgada. En cuanto al artículo 6%, que consagra- 
ba inequívocamente una retroactividad ——ya que obligaba 
a los propietarios a devolver diferencias percibidas en más 
respecto de la rebaja de los índices de reajuste—- puedo 
señalar que ésta ha sido suprimida del proyecto, yéndose 
a un sistema distinto que, evidentemente, elimina todo ti- 
po de retroactividad. 


Desde este punto de vista, las objeciones a esas nor- 
mas, que eran consideradas inconstitucionales, han desa- 
parecido; y las observaciones interpuestas por el Poder 
Ejecutivo han sido satisfechas. 


El Poder Ejecutivo había objetado también de incons- 
títucionales los artículos 21 y 22. Con referencia a estas 
disposiciones, debemos señalar que por unanimidad de los 
miembros de la Comisión, se entendió que ellas no eran 
pertinentes. Como se recordará, estos artículos se refe- 
rían a modificaciones de dos disposiciones de la legislación 
permanente, es decir, los artículos 51 y 52 del Decreto-Ley 
N? 14.219. El artículo 51 de este Decreto-Ley es el que 
permite obtener la clausura del juicio cuando dentro del 
plazo para oponer excepciones, el demandado consigna la 
suma adeudada más un tanto por ciento, que dicha nor- 
ma fijaba en un 60%. 


En el proyecto aprobado por la Asamblea General, es- 
ta idemnización se había rebajado a un 40%. Quiere de- 
Cir que no se introducía ninguna modificación conceptual 
en una norma que ya se encontraba vigente y que, en los 
diez años en que venía rigiendo en el proceso de desalojo, 
nadie la había tachado jamás de inconstitucional. 


En cuanto al artículo 52, establecía el instituto lla- 
mado de la reforma de plazo. La única modificación que 
se consagraba en el proyecto de ley sancionado por la 
Asamblea General en este artículo 22, era establecer una 
indemnización, que antes quedaba al arbitrio del juez, en 
un 20% fijo. 


En la Asamblea General, señor Presidente, en opor- 
tunidad de considerarse el veto, los señores legisladores 
Ricaldoni y Pasquet —eA mi concepto, con razones claras 
y enteramente compartibles— habían expresado su dis- 
crepancia con esta objeción de constitucionalidad del Po- 
der Ejecutivo. 


El señor Presidente, en conversaciones informales, nos 
ha expresado su concordancia con ese criterio, es decir, 
con la opinión de que los artículos 21 y 22 del proyecto 
aprobado por la Asamblea General, no eran inconstitucio- 
nales y se limitaban a introducir pequeñas modificacio- 
nes sobre disposiciones que ya estaban vigentes. Reitero 
que ellas nunca habían sido tachadas de inconstituciona- 
es, 


Por esta razón, señor Presidente, por la unanimidad 
de la Comisión se entendió que estas objeciones no eran 
procedentes y, por consiguiente, los artículos 21 y 22 del 
proyecto sancionado por la Asamblea General —si bien 
con otra numeración— han sido mantenidos en el pro- 
yecto, 


Señor Presidente: no quiero cansar al Cuerpo. Reitero 
que el señor senador Ricaldoni, como miembro informan- 
te, ha dado una amplia y precisa información sobre las 
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razones que han llevado a la Comisión Bicameral a elevar 
este proyecto de ley que, en lo formal, hemos suscrito los 
miembros informantes con el señor senador Batalla. 


Era cuanto quería manifestar. 
SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. --. Señor Presiden- 
te: el tema a que está abocado el Senado en el día de hoy 
debe ser, en nuestra opinión, objeto de un examen ajus: 
Lado las consecuencias del largo trámite aue ha sobre- 

evado. 


A esta altura del año, cuando el Senado está aboca- 
do a la consideración de un buen número de temas —ca- 
da uno de ellos complejo y de urgente resolución— parece 
necesario que procuremos ahorrar la máxima proporción 
posible de su siempre valioso tiempo. Por ello no vamos a 
reiterar elementos que ya han sido manejados en el cur- 
so del largo trámite que este tema ha tenido. 


En efecto, el proyecto elaborado ahora por un grupo 
de trabajo bicameral es la conclusión de un proceso que 
prácticamente se inició hace quince meses, porque en Fea- 
lidad, la casi totalidad de los sectores políticos que actúan 
en el país reconoció la necesidad de aprobar normas de 
emergencias en lo relativo al régimen de arrendamientos 
urbanos. 


Como no podía ser de otra manera, entonces, y dan- 
do respuesta a hechos contundentes que nos marcaba la 
realidad del mercado de arrendamientos, atendiendo asi- 
mismo la demanda de los sectores de arrendatarios más 
modestos perjudicados por una legislación absolutamente 
injusta que impuso el régimen de libre contratación —y 
que inició además el proceso de imposición del neolibera- 
lismo económico en nuestro pais— se acordó ya, por par- 
te de los sectores que actuaban en la CONAPRO, el 12 
de febrero de este año, aprobar una ley de emergencia de 
alquileres y luego abocarse al estudio de un nuevo pro- 
yecto de ley de fondo. 


En octubre de 1984, a ese nivel de CONAPRO se ha- 
bía hecho ya todo un diagnóstico de la difícil situación 
por la que pasaban, naturalmente, los arrendatarios más 
modestos como consecuencia de la caída del salario, de las 
pasividades y de la situación del mercado de arrendamien- 
tos, fundamentalmente por el desquicio que creó el ré- 
gimen de libre contratación. 


Se constató además por representantes de los cuatro 
partidos políticos existentes en el país —si no por su Uuna- 
nimidad, por lo menos en dos de los cuatro casos por su 
visible mayoría— la desproporcionada afectación de in- 
gresos para el pago del alquiler, así como el incremento 
de los casos de desalojos y lanzamientos. Este diagnóstico 
se mantiene en vigor absoluto, incluso se ha profundizado. 
Es indudable que en el mercado libre de arrendamientos 
hay una distorsión tremenda de precios, lo que ha deter- 
minado que desde octubre de 1984 a la fecha —de acuer- 
do con datos de inmobiliarias diversas— los alquileres se 
hayan incrementado en un 130% en moneda constante, es 
decir casi el doble del incremento del costo de vida en el 
mismo período. 


El salario real y también las pasividades —no discu- 
tamos ahora si los primeros tuvieron o no alguna recu- 
peración, porque es un tema notoriamente controvertido— 
tenga razón quien la tenga a ese respecto, no han com- 
pensado estos pronunciados aumentos en el mercado libre 
de los alquileres, 


Por otra parte, compañeros de nuestra organización 
política han demostrado, en sucesivas oportunidades, que 
a lo largo de la última década, los alquileres han subido 
el doble que la inflación, mientras que en ese mismo lap- 
so el salario real disminuyó en aproximadamente un 50%. 
Es totalmente lógico que pueda afirmarse con datos de 
muestreos estadísticos, que los arrendatarios, promedial- 
mente, han aumentado en un 400% su afectación de in- 
gresos para el pago de los alquileres. 
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Todo esto justifica el alto número de desalojos contra 
pagadores morosos y la necesidad de encontrar una solu- 
ción al endeudamiento de los arrendatarios. Y ello justifi- 
ca, también, por qué en nuestra opinión, debió incluirse un 
capítulo especial para atender la problemática de los ma- 
los pagadores, 


Agrego, señor Presidente, aque siendo absolutamente 
necesario encontrar una solución a este problema como asi 
también al de los ocupantes de los que ne denominan eu- 
femísticamente “asentamientos marginales” —los que po- 
pularmente se conocen como “cantegriles”-— es impera- 
tivo que se Jegisle en la materia. 


Señor Presidente: fundamentalmente quiero señalar 
que ya en oportunidad de la discusión que hubo en la Cá- 
mara de Representantes, después en la de Senadores, com- 
pañeros de nuestro sector expresaron las líneas generales 
de nuestro pensamiento a este respecto y no vamos a in- 
sístir en ello. 


Particularmente, cuando la Asamblea General analizó 
el contenido del veto, que desde nuestro punto de vista 
opuso el Poder Ejecutivo de modo injusto, los compañeros, 
señor senador Araújo y señor representante Cassina, fun- 
damentalmente, expresaron, en nuestro concepto con pre- 
cisión y justeza, puntos de vista que ponen de manifiesto 
nuestra posición con respecto a este problema. 


En este momento, entonces, nos encontramos con un 
proyecto de transacción -——como ha sido llamado— en 
torno al cual en términos generales se ha logrado un 
acuerdo del que participaron también con intensidad e ini- 
ciativa nuestros compañeros de sector, el señor represen- 
tante Cassiria hasta último momento y el señor senador 
Araújo mientras su salud se lo permitió. 


Creemos que el proyecto puesto a consideración del 
Senado responde, en lo esencial, al acuerdo que en su 
oportunidad suscribimos en el seno de la CONAPRO, jun- 
to con los representantes de los partidos Colorado, Nacio- 
nal y Unión Cívica. Los temas fundamentales que fueron 
objeto de dicho Acuerdo están aquí presentes, solucionados 
—e€s cierto— econ mecánicas que no se ajustan de modo 
estricto a las pautas acordadas, pero que cumplen en im- 
portante medida con los propósitos con que habíamos ac- 
tuado ya en aquel momento. 


En efecto, nos hemos propuesto, junto con los repre- 
sentantes de las otras fuerzas políticas que actuaron en 
el tema, en primer lugar, lograr un abatimiento sensible 
de los altos reajustes que se venian produciendo y que se 
fueron incrementando en el tiempo, y había que determi- 
nar mecanismos adecuados para tal fin. En segundo lugar, 
nos habíamos propuesto resolver el problema del endeu- 
damiento de los inquilinos, posibilitando la estabilidad de 
los mismos y una refinanciación de sus deudas, refinancia- 
ción ésta accesible para que el inquilino pudiera cumplir 
y no que fuera simplemente formal, que significara un 
progreso escrito, pero en los hechos ineficaz. En tercer 
término, nos propusimos encontrar soluciones al problema 
de los ocupantes de pensiones clandestinas y de cantegri- 
les; y, en cuarto lugar, hallar soijución al problema de los 
inquilinos buenos pagadores, tanto inscriptos en el RAVE 
como aquellos marginados de este sistema. 


En los hechos hemos mostrado claramente nuestro es- 
píritu y voluntad concertantes en el estudio del tema, 
actuando con una posición fiexible —que mantuvimos en 
etapas posteriores— sin hacer concesiones en los elemen- 
tos básicos, pero manejando propuestas alternativas que 
posibilitaran la obtención de un consenso sin apartarnos 
de estos lineamientos fundamentales a aque hemos hecho 
referencia. 


Es así que en todas las instancias legislativas, tanto 
en la Cámara de Representantes, como en la de Senado- 
res, en la Asamblea General, y luego en este grupo de tra- 
bajo bicameral, que actuó en última instancia, hemos si- 
do activos partícipes para elaborar un proyecto de con- 
senso, como lo fue el sancionado por la Asamblea General 
y luego vetado. Hemos reclamado la constitución de este 
grupo de trabajo bicameral cuando habían pasado días sin 
que fuera convocado. 
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Ahora, señor Presidente, frente a la propuesta —que 
entendimos muy limitada en su contenido— de un proyec- 
to elaborado por la bancada del Partido Colorado, junto 
con las bancadas del Partido Nacional y de la Unión Cí- 
vica hemos vuelto a colaborar con propuestas flexibles a 
los efectos de elaborar un proyecto que, en definitiva, re- 
fleja, desde nuestro punto de vista, en casi todo lo fun- 
damental, el que inicialmente habia sancionado el Par- 
lamento, admitiendo, como es obvio, para que pueda ser 
aprobado, adecuaciones inevitables con el propósito de lle- 
gar a un entendimiento con los legisladores que componen 
la bancada del Partido Colorado. Reunido pues este gru- 
po de trabajo, con el esfuerzo de todos sus integrantes, 
—y queremos destacar el ahínco especidl puesto en el 
curso de esta actividad, con reflexión, postulando el cri- 
terio de que trabajando de ese modo era posible llegar a 
una solución concertada-—— en definitiva se ha arribado a 
un proyecto que vamos a votar en general, sin perjuicio 
de que en su oportunidad formulemos algunas observa- 
ciones. 


La actitud que asume en este momento la bancada 
del Frente Amplio tiene una constancia lógica desde que 
el proyecto que está en este momento a nuestra conside- 
ración responde, reitero, en lo fundamental a los criterios 
que sostenía el proyecto aprobado en la Asamblea General 
con los votos procedentes de los cuatro Lemas presentes 
en la oportunidad. Dicho proyecto tiene rectificaciones 
que lo limitan en nuestro concepto, implican algunos re- 
brocesos pero no alteran su espíritu fundamental. Por lo 
tanto mantendremos nuestro apoyo en cuanto conserva el 
sentido tutelador, fundamental para los inquilinos más 
modestos _que, en nuestra opinión debe tener esta ley de 
emergencia, 


Hemos hecho referencia a algunas salvedades que 
formularemos con detalle en el curso de la discusión par- 
ticular, ya sea por nuestro intermedio o por el de otro 
compañero de nuestro sector y que tiene relación, fun- 
damentalmente ,con el literal C) del artículo 9% Por una 
serie de consideraciones que en su oportunidad expresa- 
remos entendemos que una modificación de este literal C) 
representaria darle un contenido social mucho mayor y 
más significativo al conjunto de la ley. 


Por las razones que hemos expuesto sintéticamente, 
señor Presidente, remitiéndonos a todo lo actuado por 
nuestros compañeros en ei transcurso de los debates plan- 
teados primero en la Cámara de Representantes, luego en 
el Senado y finalmente en la Asamblea General —que ra- 
tificamos plenamente-— vamos a dar nuestro apoyo en 
general a este proyecto y en particular a los artículos 
que contiene, con excepción del literal C) del articulo 99. 
En este caso, inclusive, en aras de nuestra posición, fle- 
xible y concertante, este literal C) puede limitarse a su 
primer párrafo e insistimos en la supresión del resto que, 
en nuestro concepto, representa un elemento realmente 
negativo dentro de un proyecto que, por lo demás, esta- 
mos dispuestos a apoyar en sus lineamientos generales. 


Nada más. 


10) COMISIONES PERMANENTES Y 
ESPECIALES DEL CUERPO 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra, para una Cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Señor Presidente: teniendo en 
cuenta que en estos días vence el período legislativo, so- 
licito autorización al Cuerpo para que las Comisiones, tan- 
to las especiales como las permanentes, continúen funcio- 
nando por lo menos hasta el 31 de diciembre. 


Hay varias Comisiones que tienen asuntos pendien- 
tes de resolución y me ha parecido que darle la facultad, 
a todas, aunque haya alguna que no los tenga ni necesi- 
te reunirse, no estorba. 
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En consecuencia, formulo moción, concretamente, pa- 
ra que se auborice a las Comisiones del Senado —a to- 
das— a continuar sesionando hasta el 31 dc diciembre. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
—20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


11) ARRENDAMIENTOS URBANOS. 
Se establecen normas en la materia. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa la consideración 
del proyecto de ley sobre arrendamientos urbanos. 


SEÑOR CERSOSIMO. -—— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Muy brevemente, señor Pre- 
sidente —y lo digo para tranquilidad del Senado—- deseo 
hacer algunas consideraciones en relación con el proyecto 
de ley que está a estudio del Cuerpo, el que, como es no- 
torio, ha sido estructurado por una Comisión Bicameral 
compuesta por representantes de tres de los distintos par- 
tidos políticos: Colorado, Nacional y Frente Amplio. 


Se trata de un verdadero proyecto transaccional, por 
cuanto es evidente que constituye el resumen o la conse- 
cuencia de las recíprocas concesiones que esos represen- 
tantes fueron haciendo en relación a las posiciones muy 
conocidas de cada una de las colectividades políticas de 
que forman parte. 


En lo que tiene que ver con la Unión Colorada y Bat- 
llista, debo decir que hemos estado brillantemente repre- 
sentados por el señor legislador Cantón y en lo que dice 
relación con el Partido Colorado por este legislador y por 
nuestro querido amigo el señor senador Ricaldoni. En 
cuanto a los demás miembros de esa Comisión debe po- 
nerse de manifiesto el amplio espíritu de comprensión mu- 
tua, de colaboración y de trabajo ahincado y permanente 
que escribieron y llevaron adelante todos ellos, sin distin- 
ción ni discriminación de ninguna naturaleza, para darle 
al país esta ley cuya consagración y concreción han sido 
postergadas durante tanto tiempo. 


La bancada colorada sostuvo de manera coherente, 
a lo largo de todo el trámite parlamentario de este pro- 
yecto, como es notorio, tanto en el Senado, como antes 
en la Cámara de Representantes y posteriormente en la 
Asamblea General, que la ley no debía ser retroactiva, no 
sólo por razones jurídicas, sino también porque ello ence- 
rraba la injusticia, que, sin ninguna duda, representaba 
para los propietarios el que quedaran sujetos a devolucio- 
nes y, con esos efectos, estaban condenados a las mismas. 


La tesis de nuestro partido ha quedado consagrada, 
dado que las disposiciones contenidas en el proyecto no 
tendrán efecto retroactivo, no habrá devoluciones de al- 
quileres percibidos desde el mes de marzo al de diciembre 
de 1985. Los inquilinos de casa-habitación, con alquileres 
de hasta N$ 15.000 mensuales que los hayan reajustado 
desde marzo a diciembre de este año, tendrán un abati- 
miento en su alquiler del 50% que regirá desde el 19 de 
enero de 1986. Estoy diciendo estas cosas que parecen sa- 
bidas y que, por otra parte, son conocidas, porque en es- 
te proyecto, sin duda, se ha establecido uno de los puntos 
de vista de la bancada colorada que es necesario enfati- 
zar y poner de relieve de manera expresa. En primer lu- 
gar, se encuentra lo que ya dijimos, que es la no retroac- 
tividad. Fue una posición muy firme, muy clara, ardoro- 
samente sostenida por la bancada del Partido Colorado, 
la que finalmente fue comprendida por los representantes 
de los otros sectores políticos que integraban esa Comi- 
sión, Repito que no hay retroactividad en ningún caso. 
Entonces, esto rige para los reajustes generados a partir 
de marzo del corriente año inclusive, pero con vigor efec- 
tivo desde el 1% de enero de 1986, tanto para casa-habita- 
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ción como para los demás destinos, a la luz de lo dispues- 
to por el artículo 5% del proyecto en examen. 


Lo que llega profundamente a los integrantes de la 
bancada de la Unión Coiorada y Batllista es que se ha 
eristalizado la figura del modesto propietario que nosotros 
defendimos con calor y convicción, primero en la Cámara 
de Representantes, luego en el Senado y por último en 
la Asamblea General a través de una detallada interven- 
ción dei señor representante Cantón, guien defendió esta 
posición en forma exhaustiva y con verdadero conoci- 
miento del tema que se estaba considerando. Esa cristali- 
zación del propósito que nos movía, ahora determina que 
hagamos uso de la palabra en esta discusión general pa- 
ra apoyar este proyecto —naturalmente, en nombre de 
nuestro sector— que protege la figura del modesto pro- 
pietario bajo dos formas de amparo. Por un lado, con 
respecto al núcieo habitacional del propietario, cuamdo los 
ingresos no superen las 50 Unidades Reajustables o su 
equivalente, lo determinará que la acción de rebaja esta- 
blecida en el propio proyecto de ley, quede enervada y, 
además, la otra figura importante que se incorpora a las 
disposiciones de este proyecto, que, es, precisamente, que 
cuando los ingresos promedio mensuales del propietario— 
arrendador y de su núc:eo habitacional sean inferiores a 
los del inquilino, en ese caso se enerva también la acción 
de rebaja. Pero éste no queda desamparado, Es otra de 
las consecuencias de estas disposiciones justicieras del pro- 
yecto de ley, porque, el arrendatario, tendrá el abatimien- 
to del 50% de los reajustes que correspondan de acuer- 
do a la fecha de cada una de las oportunidades en que 
deba procederse de esa manera. 


Después de 1987 y a partir de enero de ese año, lue- 
go de lo que puede considerarse el lapso de emergencia, 
entran a regir reajustes cuatrimestrales para las fincas 
destinadas a casa-habitación, de acuerdo a lo establecido 
en el artículo 16 del proyecto gue estamos considerando. 
Esos reajustes, que en la mayor parte de los casos y so- 
bre todo para los inquilinos de modestos recursos, se trans- 
forman en una montaña difícil de escalar, —-valga esta 
metáfora que más que eso es un lugar común-— de esta 
manera constituye un elemento más fácil de absorber, por 
cuanto paga en el primer cuatrimestre un tercio de ese 
reajuste, otro tercio en el siguiente y, por último, en el 
tercer cuatrimestre, paga el 100% del reajuste. 


Para industria y comercio, el abatimiento alcanza al 
40% del índice de reajuste para todos los alquileres de 
hasta N$ 50.000 mensuales, con lo que la rebaja del rea- 
juste se Opera en un 60% del respectivo índice. 


Estos son, a grandes rasgos, los parámetros en los 
que se mueve este proyecto de ley y las justas conclusio- 
nes a que los señores legisladores que integraron la Comi- 


“ sión han llegado, con nuestro beneplácito en éste y en 


otros aspectos que, naturalmente, ho vamos a mencionar 
ahora, sino que nos referiremos a ellos, en la medida en 
que sea prudente y conveniente, en la discusión particu- 
lar. 


Eí panorama general de este proyecto de ley ha sido 
expuesto con énfasis, pormenorizadamente y en forma bri- 
liante, primero por el señor senador Ricaldoni y después 
por el señor senador Aguirre. Por lo tanto, es poso lo que 
resta agregar en este aspecto, Me refiero a ellos, particu- 
larmente, dejando de lado la exposición que a nombre 
de su sector hizo el señor senador Rodríguez Camusso, 
que para mí merece los mismos adjetivos, porque se tra- 
ta de Jos dos miembros informantes. 


Considero que esas exposiciones han sido muy elo- 
cuentes y provechosas, en la medida en que han demos:- 
trado un beneplácito general respecto de esta normativa 
tan sensible para la vida del país. Se trata de un asunto 
muy antiguo, que nace aún antes de una de las primeras 
leyes que reguló esta materia. Me refiero a la Ley N* 8153, 
de 16 de diciembre de 1927. Tuvo ella un sentido orgánico 
en materia de arrendamientos y desalojos, para expresar 
en síntesis, digamos, el título de la misma, Pero resulta que 
después comenzaron las sucesivas prórrogas y el gran vía 
crucis de los arrendamientos empieza en 1943, que puede 
decirse que es la fecha en la que se genera esta proble- 
mática. En consecuencia, desde hace más de 40 años, es- 
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tamos con el sistema de las prórrogas y algunas leyes que 
han pretendido normatizar de manera permanente, no 
han logrado hacerlo en esta temática tan especial como 
lo es la de los arrendamientos y la de las relaciones entre 
inquilinos y propietarios. De alguna forma, aun con el 
mejor propósito, han tenido que transformarse, posterior- 
mente en fuentes de conflictos y han sido objeto de pró- 
rrogas, de aclaraciones, de ampliaciones y rectificaciones 
as ra parte de las disposiciones que conforman el tex- 
o legal, 


Las fórmulas que aquí se estructuran, en lo que dice 
relación con la manera de pagar los reajustes y con otras 
normas que la Comisión ha ideado, en nuestro concepto 
con muy buen criterio, pueden parecer complicadas, pero, 
en realidad, no lo son. Ellas tienden a dar una mejor apli- 
cación, con un más fácil alcance, y sobre todo tratan de 
mantener el debido equilibrio entre los derechos, la pro- 
tección de éstos y las obligaciones en relación con los 
inquilinos y con los propietarios. 


Nosotros expresamos en algunas oportunidades, en dis- 
cursos pronunciados en el Senado y en la Asamblea Gene- 
ral, así como nuestros compañeros de bancada en la Cá- 
mara de Representantes, que el propósito del sector que 
integro era de que este proyecto de ley mantuviera ese 
rumbo sin inclinarse a un lado u otro, ni a babor ni a 
estribor, para emplear un término que le es muy grato al 
señor senador Lacalle Herrera. El señor senador Aguirre 
me pregunta algo, pero creo que sería entrar a una es- 
pecialización demasiado pormenorizada. Nosotros preten- 
demos -—y este proyecto lo consigue— mantener un equi- 
librio entre propietario e inquilino, 


Cuando se incorpora la figura del propietario modesto, 
que tiene ahora una normativa de acogimiento legal —£5- 
taba la categorización de inquilino pudiente, medio y mo- 
desto, según los criterios más recibidos— esa especie de 
definición no existía con relación al propietario modesto. 
En el Senado cuando tratamos el proyecto —el 14 de 
agosto de este año— manifestamos que tímidamente in- 
sinuábamos la definición o figura del propietario modesto, 
pero ahora se acoge en este proyecto de ley, con las ca- 
racterísticas que nuestro representante el señor legislador 
Cantón, en la Asamblea General, denodadamente quiso in- 
corporar, pero que no se consagró en el texto porque 
no alcanzó los dos tercios de votos necesarios. Pero ahora 
ahora sí se consagra. Y lo hace de una manera que le da 
un verdadero sentido de justicia a este propósito que no 
desconoce los derechos del inquilino. Además, establece 
otros postulados como el que estipula que no podrá am: 
pararse a la rebaja el inquilino, cuando los ingresos del 
propietario y su núcleo habitacional, sean iguales o in- 
feriores a los que perciben el arrendatarío y su núcleo. 
Se trata de una solución estrictamente justa para unos y 
otros elementos clásicos en la relación arrendaticia. De 
modo que en este supuesto no queda absolutamente de- 
samparado el inquilino, porque siempre, en materia de 
casa- habitación, tiene derecho a la rebaja o al abatimien- 
to del reajuste que le ha correspondido en el 50% del 
respectivo índice. 


La larga lucha de la bancada de la Unión Colorada 
y Batllista —permitaseme esta pequeña particularización— 
y de todo el Partido Colorado en definitiva, culminó, tam- 
bién, porque la iniciativa de los reajustes cuatrimestra- 
les, después del período de emergencia, es del Partido Co- 
lorado. Esto fue planteado por el señor senador Ricaldoni 
y por el señor representante Cantón, en el seno de la 
Comisión, respondiendo al propósito —reitero, tras doce 
meses sín reajuste del alquiler— de que pagar todo el 
indice se pudiera convertir en un ascenso difícil de supe- 
rar. Con reajustes desplazados a lo largo de tres cuatri- 
mestres, el inquilino tendrá una fórmula más llevadera y 
más fácil de absorber. 


En otro orden, habrá suspensión de lanzamientos pa- 
ra inquilinos buenos pagadores y para ocupantes de asen- 
tamientos marginales, conocidos como cantegriles, hasta 
el 30 de junio de 1936. Sobre este aspecto no hubo diver- 
gencias en la Comisión sino un consenso general e inme- 
diato, de acuerdo con lo que nos han informado nuestros 
representantes. 
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Además, estos legisladores, en nombre del Partido Co- 
lorado, asumieron el compromiso que nosotros, desde nues: 
tro punto de vista, en cuanto al sector que integramos, ra- 
tificamos ampliamente. Esto también había sido objeto de 
igual determinación en ambas ramas del Parlamento, pri- 
mero en el Senado y después en la Cámara de Represen- 
tantes. Es decir, asumir el compromiso de integrar Comi- 
siones legisiativas que a la mayor brevedad empiecen el 
estudio de un proyecto de ley de fondo en materia de 
arrendamientos. 


En el seno de la Comisión Bicameral el señor repre- 
sentante Cantón manifestó que el pecado de pereza o ne- 
gligencia, si se pone de manifiesto, no puede solucionarse 
con meras prórrogas de una ley de emergencia; es nece- 
sarlo adoptar disposiciones permanentes que sean estric- 
tamente justas, que sean acogidas por todos los partidos 
políticos y por todos los sectores de ellos que estén invo- 
lucrados, La ley dé arrendamientos no tiene que ser pa- 
sible de rechazos, sino que debe ser un elemento eficaz de 
pacificación en este aspecto que tanto necesita el país; 
debe proteger a unos sin menoscabo de otros; debe esta- 
blecer el equilibrio en función de elementos que midan 
con equidad y justicia a todos, contemplando a quienes 
están inmersos en una situación de esta naturaleza. E! 
problema de los pequeños propietarios y de los modestos 
inquilinos es prácticamente insoluble; unos viven bajo la 
incertidumbre de que puedan retacearse los escasos re- 
cursos de que disponen y los otros, con el temor de ser 
obieto de un desalojo y de su lanzamiento, pues si esto 
último sucede tendrán aque hacer frente a precios de 
arrendamientos que su situación económica no les permi- 
tirá solventar. 


SEÑOR MEDEROS. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR CERSOSIMO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Puede interrumpir el se- 
ñor senador, 


SEÑOR MEDEROS. — Señor Presidente: he escucha- 
do con suma atención las exposiciones de todos los seño- 
res senadores, pero me permito interrumpir la que estaba 
realizando mi distinguido amigo, el señor senador Cersó- 
simo —y espero que no le moleste— para decir algo que 
considero importante. 


Pienso que esta es una de Jas leyes más trabajosas 
que ha abordado el Parlamento. Hace ocho o nueve me- 
ses que trabajamos infructuosamente para darle al pais 
una Ley de Alquileres que se adecue a las realidades so- 
ciales y económicas por las que atraviesa la población de 
la República. No hemos logrado este objetivo por lo difi- 
cil que resulta conseguir el equilibrio que reclama el se- 
ñor senador Cersósimo, de adecuar la ley de forma que 
no beneficie ni a los propietarios ni a los inquilinos. Des- 
dichadamente, señor Presidente, creo que en un país des- 
rozado económica y socialmente, lograr esto es una 
utopía. 


El Parlamento tiene la responsabilidad de amparar 
todas las situaciones que puedan caber dentro de los pará- 
metros de una legislación. Me parece importante atender 
la situación de los pequeños y medianos propietarios, pe- 
ro también resulta imprescindible que el Parlamento y el 
Gobierno protejan a la pequeña y desgraciada familia uru- 
guaya que no tiene donde vivir. 


En esta materia se ha dado la siguiente paradoja: la 
Asamblea General votó una Ley de Alquileres que fue 
vetada por el Poder Ejecutivo; pretendimos levantar esa 
medida, pero aún sumándonos quienes habíamos votado 
la ley —algunos con ciertas reservas— fuimos minoría 
y no obtuvimos los votos necesarios para levantar el veto 
Interpuesto por el Poder Ejecutivo. 


El Poder Ejecutivo tiene una inmensa responsabilidad 
en este asunto; ¿no hace nada en beneficio de las familias 
que no tienen, siquiera, con qué pagar un alquiler? ¿No 
toma iniicativas al respecto? El Gobierno debe tener una 
política en materia de alquileres de vivienda, pero no la 
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Seguimos escuchando comentarios acerca de los pro- 
gramas del Banco Hipotecario, pero ¿cuándo se van a Jle- 
var a cabo? ¿Dentro de cuatro o cinco años? También 
continuamos oyendo el programa del extinto Intendente 
Municipal de Montevideo, el doctor Lanza, que ha sido 
recogido por su sucesor, el doctor Elizalde, pero ¿cuánto 
demorará en ponerse en funcionamiento: dos, tres o cua- 
tro años? El Gobierno uruguayo no tiene soluciones in- 
mediatas de vivienda para la gente marginada o empo- 
brecida, 


Días pasados escuché con atención los argumentos 
que brindaba el señor senador Ortiz en una exposición 
-—completamente distinta a la mía— que hacía en rela- 
ción a este problema, en la que reclamaba al Gobierno una 
política de protección de la pequeña vivienda que necesi- 
ta la familia modesta o empobrecida de este país. 


El Poder Ejecutivo, el Gobierno, se cruza de brazos 
frente a este tremendo problema que ha abordado el Par- 
lamento llegando hasta el día de hoy en que estamos tra- 
tando de salir adelante con una Ley de Emergencia. 


Hablamos de "ley de emergencia”, pero debo decir que 
no ereo que sea tal, porque la experiencia parlamentaria 
nos dice que estas leyes de emergencia se transforman, 
luego, en permanentes. Si en un año no hemos logrado 
estructurar un proyecto de ley adecuado sobre alquileres. 
¿podremos llegar a una solución definitiva en el próximo 
año? Eso es una utopía y yo no lo creo, salvo que el Po- 
der Ejecutivo envíe al Parlamento un proyecto de ley en 
donde asuma sus responsabilidades y en el que se vea la 
forma de que el Estado contribuya a financiar la vivienda 
de los pequeños propietarios, tal como lo expresan los se- 
ñores legisladores Cersósimo y Cantón. 


Otro problema al que nos enfrentamos es cómo es- 
tablecer seriamente quienes son pequeños propietarios. En 
este asunto nos estamos manejando en un plano de em- 
pirismo total. No sabemos quiénes son pequeños propie- 
tarios ni lo sabemos hasta que no funcione el registro de 
propiedades, que felizmente está contenido en este proyec- 
to de ley. Sin embargo, la forma que articula la ley pa- 
ra establecer quiénes son pequeños propietarios, debo de- 
cir que no me convence. 


Agradezco al señor senador Cersósimo la interrupción 
concedida y le pido disculpas por lo extenso de mi expo- 
sición. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. -— Me parece que se me está 
por terminar el tiempo de que dispongo. ¿Es así, señor 
Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Le resta sólo un minuto, se- 
ñor senador. 


SEÑOR BATALLA. — Mociono para que se prorrogue 
por treinta minutos, el tiempo de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 
—-13 en 15. Afirmativa. 


SEÑOR RICALDONI. -— ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR CERSOSIMO. — Antes de conceder la inte- 
rrupción que me solicita el señor senador Ricaldoni quiero 
manifestar que la historia a veces se repite, pues cuando 
realicé mi exposición en el Senado en relación con este 
mismo tema en la anterior oportunidad —me alegro y de- 
jo constancia ante el Cuerpo de la gran preocupación que 
tiene el señor senador Mederos— el señor senador me in- 
terrumpió casi a la misma altura de mi discurso. 


SEÑOR BATALLA. — Pero la puntuó distinto. 
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SEÑOR CERSOSIMO. — El señor senador Batalla 
dice que la puntuó distinto, pero se refirió al mismo tema 
relacionado con la vivienda decorosa a la que tiene de- 
recho todo habitante del pais, de acuerdo al artículo 45 
de la Constitución. En aquel momento me interrumpió ca- 
si al final de mi discurso al igual que ahora —lo digo pa- 
ra tranquilidad de los señores senadores— para hacer las 
mismas puntualizaciones con respecto a su intensa e in- 
declinable preocupación que, me consta, no es de ahora, 
sino de hace veinte años. De manera que ha mantenido 
su posición. 


Le concedo la interrupción al señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor senador. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: no creo 
que sea útil embarcarnos en discusiones laterales al tema 
concreto que estamos considerando en el día de hoy. 


De todas maneras, debo manifestar que hay una do- 
sis grande de injusticia —que me disculpe el señor se- 
nador que hizo uso de la interrupción anterior—. en eso 
de atribuir al Gobierno poco menos que una actitud ine- 
ficaz o pasiva en cuanto a la solución del problema de la 
vivienda. 


En estos momentos el Banco Hipotecario, que natu- 
ralmente no es el Gobierno, pero cuyo Directorio no sólo 
está integrado con hombres del Partido de gobierno sino 
también con hombres de otros Partidos, está embarcado 
en una política de vivienda para la gente de menores re- 
cursos que significa la contrucción de alrededor de diez 
mil viviendas. También le está entregando al cooperativis- 
mo de viviendas una suma anual del orden de los nue- 
vos pesos 50:000.000. Se dice que esperar dos, tres o cua- 
tro años es mucho. Claro está que para las situaciones 
dramáticas lo es; pero también debemos tener en cuenta 
que en este país hace mucho tiempo que no se emprende 
una política de vivienda seria. 


El Banco Hipotecario y las Intendencias Municipales 
—no sólo la de Montevideo, como se ha dicho, sino tam- 
bién las del interior, cuyos titulares no son sólo colorados, 
ya que algunos pertenecen al Partido Nacional-— están 
realizando un plan de viviendas muy importante. También 
están acompañando a MEVIR en la erradicación de la vi- 
vienda rural. Al mismo tiempo y en forma paralela a todo 
esto se están fomentando nuevas líneas de crédito, 


Inclusive, en el capítulo final de este proyecto de ley 
figura una norma que consagra una decisión del Direc- 
torio del Banco Hipotecario por la cual se establecen Jí- 
neas de crédito altamente generosas para que aquellos 
arrendatarios de modestos recursos que concuerden con 
los propietarios en la compra de la vivienda, obtengan del 
Banco los fondos necesarios no sólo para Ja adquisición, 
sino también para la refacción, de manera que dejen de 
vivir el drama de los inquilinos y se conviertan en pro- 
pietarios, pagando esas líneas de crédito durante más de 
veinte años y con un interés dei 2% o 3% anual. 


Entonces, no entiendo por qué se habla de que la cu)- 
pa de todo la tiene el Gobierno, que no hace nada, slen- 
do que éste tiene una obsesión por este tema, la que no 
quiero atribuir sólo a él, ya que sería injusto. Pero, sin 
duda, el Gobierno que es el que, por las facultades cons- 
titucionales que tiene, debe impulsar estas medidas, por 
más que cuente con el acuerdo de otros —que lo tiene-— 
está cumpliendo con su deber, 


De todas maneras, ni el problema de la vivienda, ni el 
de la educación, ni el de la salud, ni los económicos, so- 
ciales o políticos los vamos a resolver de un plumazo, en 
tres o seis meses. Ya es bastante con que estemos aván- 
zando, con que no estemos en el quietismo. Creo que todo 
esto debe ser considerado en este momento. Naturalmen- 
te, hay otros problemas que tendrán que esperar porque 
están vinculados directamente con la recuperación econó: 
mica del país, y en eso estamos comprometidos todos. 


Entiendo que no es cuestión de señalar en este momen- 
to una actitud omisa de parte del Gobierno y del Partido 
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que lo ocupa, cuando no cabe ninguna duda de que se 
está haciendo un esfuerzo gigantesco. 


Termino recordando que ese esfuerzo es tan grande 
que a la oposición le pareció excesivo el monto asignado 
al Banco Hipotecario para la construcción de viviendas, y 
entonces, esa oposición, por lo menos aquí en el Senado 
—n0 sé lo que habrá de suceder en la Cámara de Repre- 
sentantes— le hizo un corte sustancial a los recursos que 
había previsto el Poder Ejecutivo para la política de vi- 
vienda que con tanta razón se está reclamando. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Puede continuar el señor 
senador Cersósimo, 


_ SEÑOR MEDEROS. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR CERSOSIMO. —- Le concedo la interrupción 
al señor senador Mederos; pero antes quiero aclarar que 
he sido el que menos ha hablado y que no es culpa mía 
que mi intervención se extienda por una hora, incluida 
la prórroga. Hago esta puntualización porque después se 
dirá que este señor senador ha hablado mucho. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador Mederos. 


SEÑOR MEDEROS. -—— El señor senador preopinante 
habla de MEVIR y de la obra realizada por esa institu- 
ción benemérita para el hombre del campo y su familia. Es- 
to no lo puede discutir nadie que tenga el alma bien plan- 
tada. Algún día tendremos que rendir homenaje al fun- 
dador de MEVIR que se ha dedicado durante tantos años 
a la construcción de viviendas para transformar los ran- 
cheríos campesinos, olvidados de la mano de ¡Dios y no 
sé de quién más, en casas decorosas, contando con el tra- 
bajo de esas familias campesinas y con la ayuda del Es- 
tado y de la sociedad, así como la Dirección inteligente 
del Presidente de esa Institución, el doctor Alberto Galli- 
nal. En ese aspecto, le rindo mi homenaje. 


Discrepo con las apreciaciones que hace el señor se- 
nador Ricaldoni en cuanto a que el Poder Ejecutivo está 
haciendo mucho en esta materia. No lo está realizando; 
quizá lo tendrá proyectado, que es algo distinto. Simple- 
mente, está entregando lo que empezó el régimen anterior. 
Esto es algo que tampoco discuto. Pero las proyecciones 
de viviendas a realizar por los organismos públicos —Ban- 
co Hipotecario, Intendencia Municipal de Montevideo y del 
interior— son planes de futuro. 


Sabido es que no es culpa del Gobierno ni de este 
régimen democrático el despilfarro y la malversación que 
sacudieron y casi liquidaron al Banco Hipotecario del Uru- 
guay. Esperamos que llegue a feliz término la investiga- 
ción que están realizando sus actuales autoridades para 
deslindar responsabilidades de aquellos intermediarios in- 
decorosos que robaron a la sociedad y se beneficiaron frus- 
trando el derecho a la futura construcción de viviendas 
para el pueblo. Confiamos en que el Gobierno colabore pa- 
ra que se aclaren esas irregularidades. 


A lo que me refería concretamente es a que hay mi- 
les de viviendas desocupadas que hoy nadie alquila. 


Voy a votar este proyecto de ley porque el país ne- 
cesita una expresión jurídica en la democracia que arre- 
gle el problema de la vivienda alquilada. Espero que el 
gobierno en esta materia cumpla con su deber y, si cree 
que los actuales índices con que se están reajustando los 
alquileres están más allá de las posibilidades económicas 
de las personas -—cosa que nadie discute, pues se encuen- 
tran en el momento actual en alrededor del 70 %— que ha- 
ga una revisión de los mismos. Esta situación es realmente 
angustiante, especialmente para aquel que percibe un ba- 
jo salario o una pequeña jubilación. Eso, señor Presiden- 
te, sin mencionar a la gente marginada, que no tiene nin- 
guna, POsIpi1daa y que está olvidada de la sociedad y del 
Estado. 


No deseo repetir hoy acá lo que expresé en mi inter- 
vención cuando se consideró el proyecto de ley original 
que vetó el Poder Ejecutivo. 
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No ie hago críticas al Gobierno, señor Presidente, cuan- 
do le reclamo el cumplimiento de sus deberes. Deseo que 
esto lo comprenda bien el señor senador Ricaldoni. El Go- 
bierno es quien gobierna y, por lo tanto, que cumpla con 
sus obligaciones. Yo, como senador, estoy aquí para des- 
confiar y para reciamarle eso, justamente. Con ello no lo 
estoy agraviando ni a él ni atacando al Partido Colorado; 
y si precisa nuestra ayuda la va a tener, como hasta el 
momento actual. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Sintetizando mi pensamien- 
to, digo, que este proyecto que analizamos —obra en nues- 
tro concepto, particularmente elogiable de la Comisión Bi- 
cameral que trabajó con representantes de los distintos 
partidos poiíticos— es consecuencia de transacciones, de 
recíprocas concesiones, que demuestran la amplitud de es- 
píritu de los integrantes y de las colectividades políticas 
representadas en dicha comisión. 


Hemos enfatizado, de manera especial, que se ha lo- 
grado la no retroactividad de las disposiciones debido a una 
posición muy firme de la bancada colorada, que finalmen- 
te fue comprendida y compartida por los demás miembros 
de la Comisión Bicameral. 


El proyectó de ley cristaliza, además, la figura del 
modesto propietario, enriquecida por dos formas de protec- 
ción: la primera, al núcleo habitacional cuando sus ingre- 
sos no superen las 50 unidades reajustables o su equiva- 
lente, por lo cual enerva la acción de rebaja a que ten- 
dría derecho el inquilino; y la segunda, es que incorpora 
una figura importante cuando los ingresos promediales 
mensuales del propietario arrendador y su núcleo, sean in- 
feriores a los del inquilino y el suyo. También en ese caso 
se enerva la acción de rebaja. A pesar de ello, el inqui- 
lino no queda desprotegido, porque, igualmente, está am- 
parado por el abatimiento del 50% del monto del reajuste. 


Todo esto, en relación a casa-habitación con alquile- 
res mensuales anteriores al reajuste de 1985 de hasta 
N3$ 15.000 para industria, comercio y otros destinos, con 
alquileres de hasta N$ 50.000 mensuales rige un aba- 
timiento del 40% por lo que se paga del reajuste, el 60% 
del índice respectivo. 


Después del llamado período de emergencia, o sea, a 
partir del 19 de enero de 1987, entran a regir reajustes 
cuatrimestrales para casa-habitación. De esa forma se pa: 
ga un tercio en el primer cuatrimestre, otro tercio en el 
segundo y el saldo en el último cuatrimestre. Desde el 19 
de enero de 1987 hasta el reajuste posterior —y con el 
abatimiento que ya viene arrastrando—— se abona el 100% 
del correspondiente índice de reajuste. 


Todo lo manifestado y lo que dice relación con los 
lanzamientos de los ocupantes de asentamientos margina- 
les y con la suspensión de lanzamientos de inquilinos bue- 
nos pagadores, así como respecto de otras disposiciones 
que contiene, hacen que el proyecto observe el debido 
equilibrio entre arrendadores e inquilinos, que no sólo es 
difícil sino imposible de conseguir en todos sus términos. 


Reitero lo que vengo diciendo desde hace mucho 
tiempo en el sentido de que si se proyectara, sancionara y 
promulgara una ley para cada uno de los propietarios y 
de los inquilinos trabados en la relación arrendaticia, tam- 
bién existirían problemas y dificultades porque no es po- 
sible atender, contemplar y solucionar, íntegramente, ca- 
da una de estas situaciones. 


Nuestra bancada, la Unión Colorada y Batllista, que 
represento en esta emergencia, va a dar su voto a este 
proyecto de ley no sólo en la discusión general sino, ade- 
más, en la particular, a pesar de merecerle algunas reser- 
vas que pondremos de manifiesto en su oportunidad. 


El proyecto satisface nuestras aspiraciones y enfatiza 
una posición muy clara, firme e indeclinable que plantea- 
mos en la Cámara de Representantes, luego en el Senado 
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y, por último, en la Asamblea General. Fue defendido con 
<alor, vehemencia, énfasis y real sentido de justicia de lo 
que estábamos exponiendo, sobre todo la situación del mo- 
desto propietario y del amparo que merecía, sin menos- 
cabo de los derechos del inquilino -—también con la misma 
calificación— figura que no pudo ser acogida en aquella 
ocasión porque ho se logró el número de votos requerido 
constitucionalmente. 


Digo, señor Presidente, que este proyecto de ley no es 
sentimental sino realmente justo. 


Para concluir esta exposición, me gustaría hacerlo en 
igual forma —o, por lo menos, análoga— a la que empleé 
para finalizar aquella modesta intervención respecto del 
mismo tema, el 14 de agosto último en este Cuerpo. En 
esa ocasión traje al recuerdo la expresión del doctor Luis 
María Rezzónico, destacadísimo profesor de Derecho Ci- 
vil, de la Facultad de Derecho de Buenos Aires, que, ocu- 
pándose de la sistematización de los arrendamientos y de 
los desalojos en materias urbana y rural, decía, precisa- 
menta, cuáles debían ser las características de esta clase 

e leyes. 


“Las leyes” —de este típo, fundamentalmente, y en ge- 
neral, de todas— “no pueden ser sentimentales, sino justi- 
cieras, no pueden quitar a unos para dar a otros y debe evi- 
tarse la demagogia electoralista”. Como reza el clásico ada- 
gio: Jus et fure fure dicitur” que significa la justicia debe 
ser acordada inclusive al ladrón”, “La justicia se debe a to- 
dos, pobres y ricos, buenos y malos, deudores y acreedores, 
locatarios y locadores' “y si bien se justifica? —en nuestro 
concepto, lo justificamos ampliamente— “el sacrificio de 
la libertad contractual en aras de la justicia, no ha de 
llegarse a la injusticia flagrante contra un segmento me- 
nos de la sociedad, por la mera razón de que tal injusticia 
favorezca a un segmento mayor”. 


Ese es el propósito que entendemos que se ha logrado, 
aunque no plenamente como hubiéramos deseado, no sólo 
nosotros sino todo el Senado, el Parlamento y en defini- 
tiva todo el país y que, en nuestra opinión, se ha logrado 
de la mejor manera que podía hacerse. Como se ha pro- 
cedido de esta forma, quedamos en paz con nuestra con- 
ciencia, con la serenidad de espíritu propia de cuando se 
votan disposiciones como esta que efectivamente consa- 
gran soluciones justas y reales. Todo esto determina que 
acompañemos con calor, en nombre de nuestro sector, 
este proyecto de ley, del que tanta necesidad tiene el país 
para terminar de una buena vez, con la angustia de unos 
y Otros de los que están comprendidos en sus normas. 


SEÑOR WILLIMAN. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR WILLIMAN. — Quiero hacer una moción de 
orden —que no me resulta agradable— para que se dé 
el punto por suficientemente discutido en general. 


Deseo fundar esta moción muy brevemente. Creo que 
si hay una ley que ha sido discutida ampliamente este 
año es, precisamente, ésta de arrendamientos. No deseo 
dejar a ningún señor senador sin poder intervenir, pero 
advierto que no tendrán más remedio que referirse, en 
la discusión general, especificamente a los artículos que 
vamos a discutir en forma particular, Es muy difícil, salvo 
algunos temas generales, no entrar en la casuistica del 
articulado. 


En razón de lo expuesto y, porque además muchos 
señores senadores han incursionado fuera del tema, creo 
que debemos entrar directamente al tratamiento del ar- 
ticulado. 


No conozco las normas, no sé si hay algún señor se- 
nador anotado para hacer uso de la palabra, si corres- 
ponde o no; simplemente hago la propuesta. y el señor 
Presidente dispondrá el trámite a seguir. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Están anotados los señores 
senadores Batalla, Ortiz y el propio señor senador Wi- 
lliman. 


CAMARA DE SENADORES 


11 de Diciembre de 1935 


SEÑOR WILLIMAN. — Me había anotado simplemen- 
te para expresar esto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Batalla. 


SEÑOR BATALLA. — Seré muy breve, señor Presiden- 
te, al referirme sobre el fondo del asunto, pero ahora 
haré un comentario sobre la moción de orden. 


Creo —y no quiero ser descortés con el señor senador 
Williman—- que nunca he votado una moción de Orden 
de este tipo y nunca la he visto planteada. Pero, además, 
pienso que tampoco tiene sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE. --- Con respecto al alcance de 
la moción el Reglamento establece: “la declaración del 
punto suficientemente discutido que podrá proponer el 
Presidente o cualquier senador cuando hayan hablado 
por lo menos dos oradores, uno en pro y otro en contra 
del asunto. No podrá declararse el punto suficientemente 
discutido mientras haya quien no habiendo hablado sobre 
el asunto en discusión. pida la palabra para hacerlo”. 
Por lo tanto habiendo dos señores senadores anotados 
para hacer uso de la palabra, no corresponde la votación 
Ge la moción. 


SEÑOR BATALLA. — Voy a ser muy breve, señor Pre- 
sidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Esa es una promesa frecuen- 
temente incumplida; espero que €l señor senador la 
cumpla. 


(Hilaridad) 


SEÑOR BATALLA. — Normalmente mis intervencio- 
nes son breves. 


Creo que los fundamentos que señala el señor sena: 
dor Williman son, naturalmente, compartibles, porque 
cuando se discute sobre el tema de alquileres creemos 
estar frente a una película que ya hemos visto. Todos son 
argumentos que se reiteran en el tiempo, y lógicamente, 
no tiene sentido una discusión general sobre una ley, 
que fue objeto de una larguísima gestación, deliberación 
y discusión en ambas Cámaras, y más tarde en la Asam- 
blea General. 


Mi intervención en Sala —además de ser firmante 
del proyectc— obedece a una lamentable casualidad y 
radica en el hecho de que el señor senador Araújo 
—«quien en representación del Frente Amplio actuaba en 
la Comisión Bicameral— por razones de salud, no está 
presente hoy en Sala. 


Quiero referirme en pocas palabras a lo que son en 
general las leyes de alquileres. Por lo general, son leyes 
parlamentarias; nacen en el Parlamento, éste las consi- 
dera y el Poder Ejecutivo se limita, simplemente, a po- 
nerle el “cúmplase”, y a promulgarlas al cabo de una 
larga o corta gestación parlamentaria. 


En este caso, ha ocurrido un hecho distinto. El Poder 
Ejecutivo, vetó la ley de alquileres, el mismo que durante 
ocho meses, silenció toda participación en la elaboración 
de esta ley, pese a que todo el Partido Colorado estaba 
interviniendo en ella, Finalmente, la ley fue producto de 
un acuerdo de voluntad política de todos los sectores, 
salvo los francotiradores, que tienen siempre las leyes de 
alquileres. 


Como el hombre es el único animal que tropieza más 
de una vez con la misma piedra, pienso que debemos te- 
ner muy presente para el futuro todo esto, porque en la 
medida en que toda ley de alquileres forma parte de una 
política de ingresos, debe naturalmente dar participación 
al Poder Ejecutivo y oir su opinión. Naturalmente que 
este Poder, actúa en función de lo que institucionalmente 
le corresponde, que es el poder del veto. Pero, de todas 
formas, pienso que como parlamentarios debemos asumir 
esa experiencia, y recoger de todo este proceso tan con- 
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flictivo y cuestionado de la ley de alquileres, el hecho 
de que no puede ignorarse la participación del Poder Eje- 
cutivo. 


Cuando nosotros —todos los sectores nos hemos com- 
prometido-— en el año 1986, consideremos una ley de fon- 
do sobre el problema de los alquileres, entonces en ese 
momento el Poder Ejecutivo tendrá que participar en su 
gestación, Asimismo, deberá opinar sobre las soluciones que 
el Parlamento considere, cosa que no ha ocurrido nunca. 
Creo que ha sido un error del Parlamento no exigir ni 
plantear la intervención del Poder Ejecutivo en el perio- 
do previo de gestación de la ley. Si ello hubiera ocurrido 
de esa forma, no habríamos pasado por toda esa etapa 
del veto y la demora que han creado una profunda incer- 
tidumbre que siempre recae, desgraciadamente, sobre el 
más desolado de los órganos democráticos, que es el Pax- 
lamento. 


Entendemos que debemos extraer de ese hecho una 
lección y ser conscientes de que la próxima ley de arren- 
damientos tendrá que tener en su gestación la participa- 
ción del Poder Ejecutivo que debe necesariamente opinar 
sobre las soluciones que él, con absoluta libertad, crea 
que corresponden en esta materia. 


Es por tal motivo que deseaba hacer estas Conside- 
raciones de carácter general. 


En lo particular, hemos señalado, a través del señor 
senador Rodríguez Camusso, cuál es la posición del Fren- 
te Amplio. Asimismo, a través de la participación del se- 
ñor senador Araújo y del diputado Cassina, hemos dejado 
sentado claramente, en el seno de la Comisión, nuestro 
voto favorable, con una sola reserva, contenida en el lí- 
teral e) del parágrafo segundo del artículo 9% porque 
entendemos que contiene una solución que resulta incon- 
veniente. 


Naturalmente, participamos de la necesaria protec- 
ción a los pequeños propietarios, pero pensamos que en 
la solución que se da no está previsto el problema en su 
integridad, en la medida en que la protección se hace a 
costa del pequeño inquilino. 


Creo, que es un problema menor, que no atiende a la 
armonía general del proyecto que nosotros compartimos 
en Comisión y al que en el Plenario, aparte de las obser- 
vaciones que intentaremos introducirle, daremos nuestro 
voto afirmativo. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR ORTIZ. — Voy a tratar de ser breve, aungue 
por lo general estos anuncios de brevedad, luego se con- 
cretan en una extensa exposición. Además de mi propó- 
sito de no abrumar al Senado con repeticiones, pesa mu: 
cho en mí la admonición del señor senador Williman, por 
lo que para no merecer su reproche voy a ser casi tele- 
gráfico. 


Voy a hablar no en calidad de francotirador, como 
dice el señor senador Batalla, porque en todo caso no 
le estoy tirando a ningún texto concreto o a sus auto: 
res, sino a la injusticia, que es lo que mueve mi conocida 
posición en esta materia. 


A mi juicio, el proyecto que tenemos a consideración 
es fruto de una transacción, de diversas posiciones soste- 
nidas por diferentes sectores y legisladores, con quienes 
se hizo un remiendo y salió una colcha de retazos; como 
no me gusta ninguno de los retazos, tampoco me gusta 
la colcha, que es fruto de aquellos. Por ese motivo no acom- 
paño este proyecto de ley. 


En ocasión de tratarse el Proyecto de Ley de Arren- 
damientos Urbanos por parte del Senado realicé una ex- 
posición más o menos extensa, conceptos que reitero en 
esta oportunidad. Subrayo la circunstancia de que este 


CAMARA DE SENADORES 


CS, 173 


nuevo texto que se nos trae a consideración, no los ha 
hecho variar. 


Quiero decir que mi objeción se centra, fundamental- 
mente, en que se reitera la injusticia. Es decir, que aho- 
ra, como casi siempre ha ocurrido, se busca la protección 
de los inquilinos —criterio con el que estoy absolutamente 
de acuerdo— a costa de los propietarios. Ese es mi punto 
Ge discrepancia. 


Todos los gobiernos y los Parlamentos que se han 
sucedido no han sido capaces de encontrar una solución 
que proteja a los inquilinos sin perjudicar a los propie- 
tarios. En ese sentido, me asocio en cierto modo a las 
expresiones del señor senador Mederos, cuando hace el 
reproche de que el Gobierno —yo soy más amplio; hablo 
Ge los gobiernos— se ha despreocupado de este tema, de- 
jándolo en manos del Parlamento. Por mi parte, digo que 
no ha habido un Gobierno, un Poder Ejecutivo o un Minis- 
tro que, a pesar de saber que casi todos los años tenemos 
nuevas leyes de alquileres, se pusiera a pensar alguna 
vez, por su cuenta, en la forma de ayudar, ya sea por la 
via impositiva, de un subsidio o por la que fuere, a los 
inquilinos sin perjudicar a los propietarios. De ahí que 
diga que se insiste con aquel temperamento. 


Por otro lado, hace unos momentos, el señor Presi- 
dente, en conversación amable, decía que la costumbre 
no es fuente de derecho; sin -embargo, en este cas0, aque- 
lla es fuente de injusticia permanente y reiterada, a tra- 
vés de los años. 


Cuando la Asamblea General aceptó las observaciones 
del Poder Ejecutivo, hubo un entendimiento general, tá- 
cito, de que la solución vendría por un proyecto de ley 
de cuatro o cinco artículos, que fuera verdaderamente 
de emergencia por su contenido y extensión, solucionando 
así este problema acuciante. Y nada más, Después de 
esta transacción, de esta elaboración y de este arduo 
trabajo de los compañeros que han intervenido en la re- 
Cacción, se obtiene una ley con la misma extensión que 
la de la Asamblea General; aquella tenía 32 artículos y 
ésta, 28. De manera que el concepto de ley provisoria, 
de emergencia, se diluye nuevamente en una serle de 
disposiciones que poco o nada tienen que ver con el pro- 
blema acuciante de los alquileres. 


Por encima de la objeción fundamental, que es la de 
reiterar una injusticia, también observo que se insiste en 
lo que creía iba a ser suprimido, o sea, la rescisión uni- 
lateral de los contratos. Se insiste en un tema que no es 
otra cosa que el menosprecio de los contratos libremente 
consentidos, que tiene no solo connotaciones jurídicas sino 
también morales, que he tenido oportunidad de señalar 
en otro momento. Digo que este es un mal camino, Cuan- 
do empezamos por desconocer las voluntades expresadás 
libremente, estamos comenzando a hacer que poco a poco 
la libertad individual se vaya constriñendo. En la medida 
Que mi pobre voto pueda hacerlo me opongo a que se con- 
tinúe por este camino, a mi juicio, harto peligroso, 


Por tanto, señor Presidente, no voy a acompañar afir- 
mativamente la votación en general de este proyecto; en 
lo que refiere a la particular, habrá que hacer algunos 
retoques —tengo algunos que formular —tal como ha sido 
anunciado por los señores senadores. 


Termino mis palabras manifestando que el próximo 
año estaremos nuevamente enfrascados en esta discusión, 
y creo que en ese momento tendremos que darle la razón 
al señor senador Batalla porque volveremos a pasar la 
roisma película. No pienso que él haya tratado de incul- 
parnos de peliculeros, pero creo, no sin razón, que vere- 
mos estos mismos episodios, tal como sucede con esas se- 
riales de televisión que se renuevan anualmente, agregan- 
do o suprimiendo algún personaje, a efectos de mantener 
el hilo de la trama y la atención de las señoras. De hacer 
un paralelismo, podremos ver que aquí sucede algo simi- 
lar, El Parlamento está alimentado permanentemente con 
los temas de alquileres que mantienen el interés de las 
sesiones que a veces se tornan un tanto tediosas. 
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Creo, señor Presidente, que ésta no es la solución. 
Nadie ha solucionado con leyes hasta el presente el pro- 
blema de la vivienda, ni en este país ni en ningún Otro; 
hasta ahora no ha habido ninguna ley tan amplia. El 
problema de la vivienda se soluciona económicamente, na- 
ciendo que la gente gane lo suficiente como para poder 
pagar el cotrespondiente alquiler, edificando viviendas y 
poniéndolas al alcance de los más necesitados. Sé que el 
Poder Ejecutivo tiene buenas intenciones y aún planes 
concretos en ese sentido. A este respecto, digo que acom- 
pañaré la aprobación legislativa que ellos puedan mere- 
Cer. Creo que esa es la línea que debe intensificarse y 
llevarse al máximo sacrificio al erario público para solu- 
cionar este problema a través de la única vía posible y 
racional. 


Por esas razones, señor Presidente, voy a votar nega- 
tivamente este proyecto en general. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Brevemente, vamos 
a emitir nuestra opinión respecto a este proyecto de ley. 


Comenzamos nuestras palabras con las que pronun- 
ciábamos hace unos instantes ante el requerimiento de 
un diario del interior de la República, el que nos soli- 
citaba que hiciéramos un resumen —ya estamos a una 
altura del año que corresponde hacerlo-— sobre la activi- 
dad del Parlamento, de la política en general y de la 
actuación del Poder Ejecutivo. 


Siempre hay una especie de trampa, lista para saltar 
respecto de la actuación del Parlamento; siempre hay en 
lo que hace a nuestra Casa, a nuestro Palacio Legislativo, 
a los que aquí actuamos, un sentido de hiper criticismo. 
En consecuencia, señalábamos que este Parlamento, en 
esta coyuntura política tan peculiar —nacido o vuelto a 
nacer luego de los episodios largos y notorios— habia 
estado muy a la altura de las cireunstancias; había to- 
mado los problemas a medida que los proponia el Poder 
Ejecutivo o que se suscitaban, había demorado en la apro- 
bación de algunas leyes, que por definición tenían que ser 
prolongadas en su estructuración, tales como la ley de 
destituidos y la de refinanciación; pero, en general, de- 
ciamos que el Parlamento habia estado a la altura de 
las circunstancias, por cierto difíciles, 


Anotábamos un solo punto negativo o menos claro, 
más oscuro, en la actuación del Parlamento, y ese era, a 
nuestro juicio, el tratamiento del tema de alquileres, No- 
sotros mismos habíamos fomentado ese juicio negativo 
cuando insistiamos en llamar “Ley de Arrendamientos 
Urbanos”, de emergencia a la que hoy se ha convertido 
en un proyecto que ha superado el ciclo biológico de la 
gestación llegando a sus postrimerías más allá de los nue- 
ve meses. Por suerte, por lo menos ahora parece que no 
es de “emergencia”. 


El Poder Legislativo a nuestro juicio —y vamos sim- 
plemente a reiterar lo ya dicho por nosotros y por nues- 
tros compañeros— en todas sus instancias, se encontraba 
ante una típica situación a la que tenía que dar rápida 
respuesta y cuando le llamó “Ley de Emergencia” acertó. 
Lamentablemente el contenido del trabajo parlamentario 
no se compadeció con el título que el propio Parlamento 
le había dado. 


Recapitulamos en este discurso, en estas breves pala- 
bras, lg ocurrido durante tantos años alrededor del tema 
de los arrendamientos urbanos. ¿Qué había ocurrido? Lo 
que sucedió es que se perdió, a los ojos de los gobernan- 
tes y aún de la población, la noción que debe ser muy 
clara de que la vivienda para arrendar es una mercade- 
ria, para la que existe un mercado, cuyos valores van a 
depender, en forma muy notoria, de la abundancia o 
escasez, Además existe prácticamente una demanda cons- 
tante en los nuevos matrimonios y en la gente que nece- 
sita alquilar casa-habitación. 
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Lamentablemente tenemos los años suficientes como 
vara haber sido testigos, no sólo en la vida profesional 
sino en la de relación, de que la legislación fue creando 
una distorsión en todo el sistema por la que, durante 
mucho tiempo, la obtención de una vivienda libre para 
arrendar se convirtió en un bien que merecía el pago de 
de llave por traspaso, y todos sabemos que asi fue, que 
asi ocurrió y el hecho ejerció sobre el propietario una 
nociva influencia. Esta en realidad lo fue para el hipo- 
tético inquilino que es el primer perjudicado cuando se 
distorsiona el mercado de alquileres. Ocurria que aquél 
propietario que perdía la propiedad en función de las 
prórrogas de lanzamientos y de pagos, cuando el alquiler 
en virtud del envilecimiento monetario tampoco propor- 
cionaba un resarcimiento a su inversión consideraba que 
construir un bien para darlo en arrendamiento era un 
acto de coraje cívico o de suicidio porque, inclusive, im- 
plicaba que el propietario de dicho bien perdía su usu- 
fructo “sine díe”, mediante y gracias a la legislación que 
en el país se fue elaborando. El componente principal de 
la misma, que era la posibilidad de que la gente alquilara 
y su contrapartida. se fue ahuyentando y desapareció, en 
un mercado que durante mucho tiempo se había nutrido 
de construcciones hechas para renta. Nuestra. ciudad de 
Montevideo se edificó con el ahorro razonable de la gente 
de trabajo que pensaba que una casa para alquilar era 
una buena renta para la vejez, una excelente manera de 
complementar un retiro. Conservadoramente —con ese sa- 
no espíritu conservador que tiene la gente que ahorra y 
trabaja, propio de los inmigrantes que pueblan esta tie- 
rra— se fue edificando una estructura que posteriormente 
fue malograda de la manera que hace un instante re- 
lataba. 


Es entonces que se aprueba el Decreto-Ley N* 14.219, 
ante cuyas virtudes es preciso inclinarse. No creemos que 
haya sido “la ley”, porque ella no existe; ni tampoco 
cue haya sido un ejercicio demasiado profundo, brillante, 
ni siquiera demasiado afinado de intentar la regulación 
del mercado urbano de alquileres. Pero si pensamos que 
estaba dotada de sentido común, que es el sentido car- 
dinal de toda la legislación, particularmente de la rela- 
tiva a este tema. 


¿Qué ocurría con esa ley? Para empezar, ella con- 
vertía al arriendo en algo que mejoraba o mantenía su 
valor. ¿Qué objeto se lograba con el alquiler fijado en 
la UR primero, y en la URA después? El de quitarle al 
propietario el temor a una de las variables que hicieron 
del contrato de arrendamiento algo suicida; la de la falta 
de rentabilidad. Como segunda consecuencia beneficiosa 
para el hipotético inquilino, esa desaparición del temor 
dio al mercado fluidez —¿justo es decirlo, porque hay da- 
tos al respecto— de 1974 a 1984, porque se liberó el mer- 
cado de arrendamientos, se construyeron no digo grandes 
edificios pero sí algunas viviendas y otras se adquirieron 
para arrendarlas. 


Esto nos lo indicaba la propia vida profesional, ya 
que la baranda de los Juzgados de Paz es un buen ter- 
mómetro —así como los avisos de los diarios— de la si- 
tuación del mercado. Esas disposiciones legales —perfec- 
tibles por supuesto— reflejaban una realidad económica 
que también se ha transformado; estaban guiadas por el 
concepto esencial de evitar que el contrato de arrenda- 
miento fuera un dogal, una coyunda por la que queda 
atado definitivamente el propietario al arrendatario. Este 
es un beneficio de la Ley N* 14.219, que tenemos que 
encarecer y reiterar. 


Claro está; nosotros partimos de la base de la pro: 
piedad, del respeto de la propiedad privada, de que que- 
remos más propietarios y no la supresión de los mismos, 
de que deseamos —y ahí vemos otra vertiente que hoy 
no tiene nada que ver con la ley de arrendamientos-— 
el debido cumplimiento de sus fines por parte de los ot- 
ganismos oficiales que deben fomentar el crédito fundia- 
rio para la adquisición y la construcción Esos son los 
componentes de nuestra filosofía al respecto, Nosotros 
queremos que todos, o la mayor parte, sean propietarios, 
y en eso tenemos una discrepancia abismal con otros 
integrantes del Senado, que parten de un supuesto distinto. 
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Nosotros partimos de ese supuesto, y no tememos 
decirlo, Por el contrario, tenemos que proclamarlo porque 
creemos que es imprescindible para lograr una solución 
posible para este tema de la escasez de recursos que se 
vuelve a notar en estas normas que el Parlamento está 
á punto de aprobar. Lo dice cualquier persona responsa- 
ble de casas que se ocupan de transacciones inmobilia- 
rias; lo disen también los avisos de los diarios y los pre- 
cios que se piden por concepto de alquileres: esta legisla- 
ción va a tener, como primer resultado, la retracción de 
los propietarios a alquilar y el elevamiento artificial de 
los precios de los alquileres. Eso se puede comprobar, por- 
que nos hemos preocupado de averiguarlo. Por ello es que 
el telón de fondo de nuestras cogitaciones es la Ley 
N? 14,219, que no juzgamos perfecta sino dotada de sen- 
tido común. Su rendimiento puede ser comprobado a tra- 
vés de la mayor cantidad de viviendas construidas en 
Montevideo, según surge del censo; la fluidez del mercado 
de alquileres —dato comprobable por todo el que ande 
por el mundo-- y la rentabilidad para el propietario, que 
es la otra cara del contrato de alquiler. 


Entonces, nos parecía —y retomamos el razonamiento 
en la palabra “emergencia”— que quizás sí hacía falta un 
ajuste legislativo. 


Ya lo hubo cuando la Unidad Reajustable se trans: 
. formó en Unidad Reajustable de Alquileres, demostran- 
* dose que el poder político de ese entonces respondía a 
las incitaciones de lo que ocurria en el mercado. Enton- 
ces, le agregó la variable para que el ajuste no tuetra 
á:go devorador. En esto estamos de acuerdo; esa es la 
misión legislativa: recoger de la realidad sucesos e inci: 
taciones, así como tener en Cuenta lo que sucede, a elec- 
tos de incorporar esa realidad a la legislación y para 
hacer que la tarea que se lleva a cabo en este ámbito 
no sea solamente el resultado de sesudos análisis teorico- 
legales, sino que responda a lo que expresa el puebio que 
“anda y arde” en la calle. Es decir, volcar lo que ocurre 
fuera de este recinto en la legislación. Esto no traerá 
legislación perfecta; le tengo terror a la ley definitiva 
que he escuchado mencionar. El día que la conozca sabré 
que existe. 


En esta materia siempre se habla de la ley de fondo 
o ley definitiva, que es un ente que no he conocido toda- 
vía y espero no llegar a conocer jamás. En mi concepto, 
hacia falta que las incitaciones de la realidad encontra- 
ran un eco aquí. Entonces, en la Comisión de la Cámara 
de Representantes y en el plenario —por intermedio de 
nuestros legisladores— en el Senado —desde esta misma 
banca— así como en la Asamblea General, expresamos 
que la única modificación legal que hacía menester era 
la deflectación y el posponimiento de la aplicación del 
porcentaje de aumento. Eso era lo que la realidad nos 
estaba diciendo en los meses de junio, julio y agosto en 
los aque hubo índices de revaluación del 80% o del 100%, 
constituyendo un salto repentino en la economía del in- 
quilino que, indudablemente, el poder político tenía nece- 
sidad de analizar, no digo de subsanar, pero sí de consi: 
derar dentro de las normas legales. 


¿Cuál era entonces, señor Presidente, a nuestro jui- 
cio, la legislación de emergencia verdadera teniendo en 
cuenta la realidad? Diferir, trasladar el pago del reajus- 
te en dos semestres. Los mismos propietarios estaban de 
acuerdo en esto. 


Es notorio que se han realizado acuerdos para no 
aplicar los índices; todos lo sabemos. En un momento en 
que hay dificultad en la obtención de otro inquilino, les 
propietarios han llegado a acuerdos particulares. Son in- 
números los casos en los que se dejan de lado, se cobra la 
mitad o se llega a un arreglo entre las partes en la ri- 
queza que tiene que tener la contratación privada que €s, 
justamente, lo que tenemos que proteger. 


Expreso esto, señor Presidente, como un análisis un 
poco general sobre el proyecto de ley. Nos afiliamos a 
esta tesitura de que el proyecto ha recogido en alguna 
medida las ideas que propugnábamos. Esta ley hubiera 
servido tal como la describimos, en los meses de marzo, 
abril o mayo. Ahora, señor Presidente, los que preten- 
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dimos auxiliar se “comieron” el 100% de los aumentos. 
Ei pais ha vivido una situación difícil en la que los in- 
quilinos no estaban en condiciones de afrontar un aumento 
repentino, 


Está próximo el fin del período legislativo. Hoy tene- 
mos a nuestra consideración un proyecto de ley que es 
Una mezcla, una especie de combinación de una serie de 
ideas, que no va a llenar ningún requisito. No es una ley 
de fondo ni es el acto quirúrgico de verdadera emergen- 
cia tendiente a quitarle a la gente una dificultad, contem- 
plando los intereses de ambas partes. 


_ Por esas razones, señor Presidente, no vamos a acom- 
pañar este proyecto. Vamos sí a opinar —parecería que 
hay mayoría para su aprobación— a votar y a tratar de 
incidir en la transformación de algunos artículos. 


A nuestro juicio, señor Presidente, es demasiado tar- 
de para lo que tendría que haber sido una ley rápida y 
eficaz y para que se solucionen los problemas que se decía 
querer subsanar, En el enredo de querer hacer una cosa 
demasiado buena, lamentablemente, el Parlamento se ha 
anotado su única falta —en nuestro criterio muy par- 
ticular—- en lo que ha sido un período legislativo en: el 
a ido cumpliendo muy bien con el deber parlamen- 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley de 
arrendamientos. 


(Se voba:) 
—i5 en 18. Afirmativa. 
En discusión particular. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra para hacer 
dos mociones de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


_. SEÑOR AGUIRRE. — En primer lugar, señor Pre- 
sidente, formulo moción para que se suprima la lectura 
de los articulos, 


En segundo término, mociono para que el proyecto 
se discuta y se vote por Capítulos, sin perjuicio de ha- 
cerlo separadamente en aquellos artículos en que algún 
integrante del Cuerpo así lo solicite, 


(Apoyados) 
SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 


palabra, se va a votar primero la moción presentada en 
el sentido de que se suprima la lectura de los artículos. 


(Se vota:) 
—17 en 18. Afirmativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar ahora 
la moción formulada en el sentido de que el proyecto se 
vote por Capítulos, sin perjuicio del derecho que tiene 
todo senador a solicitar que se desglose algún artículo 
para ser considerado separadamente. 


(Se vota:) 

—16 en 17. Afirmativa. 

En consideración el Capítulo 1, “De los Arrendatarios 
Buenos Pagadores”, que comprende los artículos 19 al 3%, 
inclusive. 

SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 
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SEÑOR ORTIZ. — En el artículo 3% señor Presi- 
dente, falta una palabra. A continuación de donde dice: 
“Los contratos de arrendamiento con destino a casa-habi- 
tación...”, pienso que habría que incluir la palabra “cele- 
brados”. 


No sé si los integrantes de la Comisión están de 
acuerdo. 


SEÑOR AGUIRRE. — De acuerdo, señor senador. 
SEÑOR LACALLE HERRERA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra cl señor 
senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — No sé si los se- 
ñores senadores recuerdan una muy barroca sesión en 
la que me atreví a hacer sugerencias sobre el texto del 
proyecto de ley. Una de ellas fue la recuperación del pri- 
mer proyecto de la Cámara de Representantes, una suerte 
de desistimiento unilateral, pero con otro sentido. 


Como recordará el señor Presidente, habíamos suge- 
rido su incorporación a efectos de subsanar la situación 
de aquellos que habían adquirido vivienda y quedaban 
atados a dos contratos: por un lado la compraventa o las 
cuotas del Banco Hipotecario y, por otro, el pago de la 
vivienda que dejaban para ingresar a la nueva. 


Entonces, la “ratio legis” -——como le gusta decir al 
señor senador Cersósimo— era tratar de que esa situa- 
ción de injusticia pudiera eliminarse mediante el desis- 
timiento unilateral en los casos de adquisición. 


Ahora se ha variado sustancialmente el criterio. Se 
trata de un desistimiento unilateral otorgado de acuerdo 
con el quántum del alquiler. Por lo tanto, no tiene nada 
que ver en su esencia —no hubiéramos objetado ningún 
eembio: de redacción y mejoras— con el que habíamos 
votado. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el Capítulo 1 con el agregado de 
la palabra “celebrados” en el artículo 32. 


(Se vota:) 
—15 en 18. Afirmativa. 


En consideración el Capítulo 11, “Del Reajuste de los 
Precios”, que comprende los artículos 4% a 6% inclusive. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—15 en 19. Afirmativa. 


En consideración el Capítulo fIl, “Del Procedimiento 
de Rebaja de Alquiler”, que comprende los artículos 7% a 
11, inclusive. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. -— Solicito que se 
desglose el artículo 92. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR ORTIZ. — Señor Presidente: en el artículo 11, 
en el segundo párrafo, cuando se refiere al plazo dice 
“...quince días hábiles y perentorios...”. A mi modo de 
ver tendría que suprimirse la palabra “hábiles” puesto que 
se trata de un plazo de 15 días y, de acuerdo con la ley 
de abreviación de Jos juicios, estos plazos siempre se 
computan en días hábiles. En consecuencia, habría que 
dejar solamente la palabra “perentorios”. 


(Apoyados) 
SEÑOR LACALLE HERRERA. — Pido la palabra, 


para formular una pregunta a la Comisión con respecto 
al artículo 99. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra ei señor 
senador, 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — En el segundo pá: 
rraío del literal C) se dice que los ingresos mensuales 
líquidos del propietario y su núcleo habitacional no deben 
superar las 50 unidades reajustables. Según parece el nú- 
cleo habitacional sería el núcleo familiar. Entonces pre- 
gunto si esas 50 unidades reajustables se computan a los 
que viven con el propietario o al núcleo familiar. ¿Hay 
alguna razón para que se diga lo de núcleo habitacional” 


SEÑOR AGUIRRE. --- ¿Me permite, señor senador? 
SEÑOR LACALLE HERRERA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR AGUIRRE. — El señor senador Ricaldoni es- 
tará de acuerdo conmigo, señor Presidente, porque recor- 
dará que este tema fue objeto de discusión y de idas y 
venidas en el seno de la Comisión. Ocurre que hay una 
razón de concordancia con el parágrafo primero del lite- 
ral C), que dice: “Los arrendatarios y subarrendatarios 
de fincas cuyos propietarios y sus núcleos habitaciona- 
les...”. Por consiguiente, con respecto a la otra hipótesis 


que amparaba al pequeño propietario, se entendió que ¡ 


también se tenía que hablar de núcleo habitacional y no 


de núcleo familiar porque la referencia a este último ' 


plantea la dificultad —superable, pero indudable y que 
complica bastante-— de determinar cómo se integra, es 
decir, cuáles son los familiares que quedan comprendidos 
dentro de ese núcleo. Por ejemplo, padres, abuelos, hijos, 
cónyuges, concubinos, etcétera. % 
i 
Como esto provocaba una serie de dificultades se optó 
por algo que, indiscutiblemente, es de fácil delimitación: 
el núcleo habitacional es siempre el conjunto de personas 
que vive con el propietario habitante de una vivienda. 
No defiendo el concepto sino que, simplemente, explico 
porque se decidió poner “núcleo habitacional”. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Quiere decir, señor 
Presidente, que en los dos parágrafos, ¿se va a tomar 
como medida el ingreso de las personas que viven en el 
hogar del propietario? 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — En el parágrafo cuarto, señor Pre- 
sidente, del artículo 11, se dice: “...el juez al decretarlo, 
declarará rescindido el contrato de arrendamiento, y. dis- 
pondrá, a pedido de parte el lanzamiento inmediato, con 
tributos y costos”. Entiendo que debería agregársele des- 
pués de la palabra “costos”, “a su cargo”, De otra manera 
no queda claro quién paga los tributos y los costos. Por 
exceso de claridad, no se pecaría. 


SEÑOR AGUIRRE. — No tengo inconveniente. 
SEÑOR RICALDONI. --- También estoy de acuerdo. 
SEÑOR BATALLA, --—. ¿Me permite, señor senador? 
SEÑOR ORTIZ. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor senador. 


SEÑOR BATALLA. — Creo, señor Presidente, que 
tendría que establecerse, si los tributos o los costos, son 
a cargo de la parte actora o del demandado. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — A cargo del decla- 
rante falso. 


SEÑOR BATALLA. --. Creo que con decir “a su 
costo”, la intención del legislador no queda clara. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Ortiz. 


SEÑOR ORTIZ. — Para mí sí porque se está hablando 
del arrendatario y del subarrendatario. Pero, de todas 
formas, no tengo inconveniente en que se aclare diciendo 
“a cargo de él”, : 


SEÑOR BATALLA. — A los efectos de que las cosas 
queden claras señalo que en el parágrafo cuarto del ar- 
tículo 11 se habla de declaraciones falsas, pero más ade- 
lante se expresa: “a pedido de parte”. En consecuencia 
la solución que estamos propiciando podria resultar ambi- 
gua. Por lo tanto, lo correcto sería especificar que sea a 
cargo del declarante falso... 


SEÑOR AGUIRRE. — ...del demandado. 
SEÑOR BATALLA. —. ...en este caso, sería el de- 
mandado. 


SEÑOR CERSOSIMO. — A cargo de éste. 
SEÑOR BATALLA. — No, a cargo del demandado. 


SEÑOR ORTIZ. -— Habría que decir, a cargo del 
arrendatario o del subarrendatario. 


SEÑOR PRESIDENTE. — En €sta acción de rebaja 
el demandado no es el arrendatario sino el actor. De ma- 
nera que creo que lo lógico es poner “a cargo del decla- 
rante falso”, que es a quien se quiere sancionar. 

SEÑOR CERSOSIMO. — A cargo de éste. 

SEÑOR PRESIDENTE. — “A cargo de éste” no po- 
dría ir, porque no queda claro. Si se dice “a cargo del 
declarante falso” no se corre el riesgo de cometer un error. 

(Apoyados) 

—Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
Capítulo 111, con la excepción del artículo 9%, que se vo- 
tará separadamente. 

(Se vota:) 

—17 en 21. Afirmativa. 


Si no se hace uso de la pajabra se va a votar el ar- 
tículo 9%, con la excepción de su literal C). 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Deseo señalar 
que nosotros no observamos la primera parte del literal C) 
sino que no estamos de acuerdo con el segundo párrafo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar el artículo 9%, 
sin el segundo párrafo del literal C). 


(Se vota:) 

—-18 en 21. Afirmativa. 

Corresponde votar el segundo párrafo del literal C). 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—16 en 21. Afirmativa. 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATALLA. -— Señor Presidente: nosotros, 
que hemos votado afirmativamente todas las soluciones 
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contenidas en este proyecto de ley —inclusive la conte- 
nida en el parágrafo primero del literal C) del articulo 
92% — hemos entendido que la del segundo párrafo resulta 
profundamente injusta. 


En el primer párrafo del literal C) se encuentran 
en eolisión —ahí, claramente determinados-— dos ingre- 
sos: el del propietario y el del inquilino. Es lógico que si 
los ingresos del propietario son inferiores a los del inqui- 
fino, no puede prosperar la acción de rebaja, por cuanto 
el inquilino, de todas maneras, tiene la protección que 
le otorga la disminución del reajuste en un 50% de lo 
que la ley había establecido. 


Entendemos, en cambio, que esta solución, sí, pro- 
tege al pequeño propietario, sobre el pequeño inquilino, 
cosa que nosotros consideramos profundamente injusta. 


Por estos fundamentos, y por los que señalamos el se- 
ñor senador Rodríguez Camusso y el que habla, en la dis- 
cusión general, hemos votado en forma negativa, única 
y exclusivamente, el párrafo segundo del literal C') del 
artículo 99. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Llamo la atención a los 
señores senadores, sobre que, a pesar de haber sido ya 
votado, en el segundo renglón de la página 5 del Repar- 
tido, se incurre en esa, diríamos, irregularidad a que hizo 
referencia el señor senador Ortiz, de decir “15 días hábiles 
y perentorios”. Creo que todos estamos de acuerdo en 
suprimir la palabra “hábiles”, porque ya está sobreenten- 
dido que es así. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
Capitulo IV, “Arrendatarios Deudores”, artículos 12 y 13. 


(Se vota:) 
—20 en 23. Afirmativa. 


En consideración el Capítulo V, “De las Casas de 
Inquilinato, Hoteles, Pensiones, Moteles y afines”, que 
comprende el artículo 14. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR AGUIRRE. — Quiero señalar que hay un 
error en la referencia que se hace al transcribir el ar- 
tículo 113 del Decreto-Ley N? 14.219, en su nuevo texto, 
cuando se dice que el registro de hoteles, pensiones y 
afines lo tiene a su cargo el Ministerio de Trabajo y Se- 
guridad Social; eso no es así, pues el registro depende del 
Ministerio de Industria y Energía, por lo que hay que 
hacer esa corrección. 


SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR RICALDONI. — Hay otro error en el ar- 
tículo 113, tal como quedaría modificado, porque la Ley 
N9 14.106, si mal no recuerdo es del año 1973 y no 1974, 
como se expresa en el Repartido. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Señor Presidente: este artículo, 
en el que se reproduce el anterior y que fue objeto de 
observaciones, tiene las mismas carencias. Esperaba que 
al tratar este tema, ellas se solucionaran. 


Por ejemplo, no está previsto el caso del propietario 
de la pensión, que regularice su situación, que obtenga 
el permiso, que se inscriba, que obtenga la aprobación 
del Ministerio. ¿Qué sucede con eso? ¿Sigue condenado 
eternamente a tener estos inquilinos? Quiere decir que 
su pecado fue no registrarse a tiempo, pero luego lo hace; 
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o, tal vez, lo haya sido no observar las condiciones exi- 
gidas por el Ministerio para el funcionamiento de los ho- 
teles, pero regulariza su situación, se pone al día; sin em- 
bargo, no está previsto lo que sucede. 


Tampoco se establecen previsiones sobre las condicio- 
nes de estos nuevos inquilinos, como por ejemplo por qué 
plazo están, o si tienen que ofrecer garantías; quiere decir 
que serán inquilinos “sui géneris”. Esto, naturalmente, de- 
riva de que no se cambia la situación del inquilino, sino 
su condición jurídica. En la Asamblea General, en la 
Cámara de Representantes y en algún otro lado he oído 
que el problema que se ofrecía con estos casos era la situa- 
ción casi infrahumana de las personas que vivían en esas 
pensiones y moteles, el hacinamiento, compartiendo una 
misma habitación tres familias, que en otra se encuentran 
diez personas encimadas en condiciones higiénicas deplo- 
rables, siendo inexistentes, las sanitarias, sin ninguna ga- 
rantía, y todo eso se soluciona transformándolos de pen- 
slonistas en inquilinos. Creo que estamos agarrando el rá- 
bano por las hojas. 


Creo que la atención fundamental se debería centrar 
en establecer disposiciones que hicieran obligatoria la 
puesta en condiciones de esas casas, que se consideraran 
los aspectos de salubridad, que hubiera obligación y pena- 
lidad para quien no las cumpliera. Se trata de ese tipo 
de casas que si se concurre a la Intendencia Municipal 
de Montevideo para solicitar la habilitación necesaria para 
alquilar una finca, este organismo no la otorga, porque 
no tiene las condiciones mínimas de salubridad y habita: 
bilidad exigibles. Pero nosotros pasamos por alto eso y 
a sus pensionistas los convertimos en inquilinos. Me pa- 
rece que esto —y no quiero ofender a nadie— es una 
barbaridad. 


Por otra parte, yendo al texto concreto, en el penúl- 
timo parágrafo se expresa: “...dentro del plazo de no- 
venta días corridos a partir de la notificación a que se 
refiere el inciso anterior”. Y si se lee el inciso anterior 
vemos que no habla de ninguna notificación. Al respecto, 
solicitaría alguna aclaración a los señores miembros in- 
formantes, a efectos de que me dijeran a qué notificación 
se refiere, porque el párrafo anterior dice que la Direc- 
ción de Turismo entregará una constancia, pero no habla 
de notificación; menos aún lo hacen los parágrafos pri- 
mero o segundo. De manera que esta referencia que se 
hace al inciso anterior debe tener alguna explicación que 
no veo, pero que los señores miembros informantes nos 
aclararán. 


SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: voy a te- 
ner más coraje que el otro miembro informante y digo 
que realmente estoy tratando de encontrar la explicación. 
Lo confieso francamente y se escuchan sugerencias. 


(Hilaridad) 
SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR AGUIRRE. — Voy a tratar de desentrañar 
este “intringulis”. 


En el proyecto de la Asamblea General, esta disposi- 
ción referente a la fijación del alquiler mensual y a la 
posibilidad de ejercer la acción de rebaja estaba conte- 
nida en el artículo 18, que decia que el plazo para inter- 
poner la acción de rebaja era de “noventa días corridos 
2 partir de la fecha de la notificación a que se refiere 
el artículo 17.” Y este artículo 17 decía: “La Dirección 
Naciona] de Turismo entregará al interesado una cons- 
tancia de la no inscripción del establecimiento en el Re- 
gistro pertinente o, en su caso, de su caducidad o can- 
celación, que lo habilitará para acreditar su calidad de 
arrendatario a todos sus efectos”. La notificación era ésa, 
es decir, la entrega al interesado de dicha constancia de 
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no inscripción del establecimiento. Y además, en el in- 
ciso anterior tal como ha quedado redactado en este pro- 
yecto, dice precisamente eso: “La Dirección Nacional de 
Turismo entregará al ocupante una constancia de la no 
inscripción del establecimiento en el Registro pertinente 
o, en su caso, de su caducidad o cancelación que lo habi- 
litará para acreditar su calidad de arrendatario a todos 
sus efectos”. y 


Por consiguiente, esta referencia en el párrafo si: 
guiente a la notificación está hecha a esa constancia, 
es decir, a la entrega de esa constancia al ocupante se 
entiende que es una notificación en el sentido de que el 
establecimiento no está inscripto o que ha caducado su 
inscripción. 


SEÑOR ORTIZ. — Entoncés, se debería emplear la 
expresión “entrega de la constancia”, porque evidente: 
mente no se trata de una notificación. 


SEÑOR AGUIRRE. -- La Comisión acepta la correc- 
ción propuesta por el señor senador Ortiz, pero hago ver 
que esto no es un error del trabajo de la Comisión, sino 
que ya estaba en el texto aprobado. Es decir que la pala- 
bra “notificación”, que aparentemente está mal emplea: 
da. ya figuraba en el texto sancionado por la Asamblea 
General. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Significa que se cambia el 
vozablo “notificación” por la expresión “entrega de la 
constancia”. 

SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. 
senador, 


Tiene la palabra el señor 


SEÑOR ORTIZ. — También me quiero referir al agre- 
gado final que se le ha hecho a este artículo, de acuerdo 
al que ciertos hoteles pueden violar las disposiciones sin 
que se les pene, convirtiendo a sus huéspedes en inqui- 
linos. Es decir que la penalidad es discriminatoria; en 
una palabra, es para los más chicos. Si hay algún hotel 
de categoría que viola las disposiciones, a ése se le per- 
dona. 


SEÑOR RICALDONI. -—- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR RICALDONI. — Con la explicación —compar- 
tible o no— coincido porque es muy sencilla, 


Esta norma que es anómala, si se quiere un poco 
ortodoxa, porque su origen data del artículo 113 anterior 
del Decreto-Ley N? 14.219 pretende amparar, pura y sim- 
plemente, a aquellos ocupantes que vivan en viviendas de 
una categoría realmente inferior. Es decir que estamos 
tratando de no alterar el régimen nada más que para 
aquellas personas que presumiblemente, por la condición 
de los lugares que habitan, son las más necesitadas y de 
más escasos recursos. La Comisión entiende que una per- 
sona que vive en un hotel de lujo, de primera y de se- 
gunda, A y B, no necesita de esta protección legislativa. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Una observación he- 
cha por el señor senador Ortiz nos quedó rondando €n 
la mente y es por eso que deseamos hacer una doble 
consulta a los señores miembros informantes de la Co- 
misión. 

En el penúltimo párrafo dice lo siguiente: “El alqui- 
ler mensual quedará fijado en una suma equivalente a 
treinta veces el importe diario del hospedaje. Regirá por 
un año...” 
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Es decir que €s importante saber cuándo se produce 
la transformación de huésped en inquilino. Hay un doble 
efecto. El primero, es el de ver en qué mes le toca el 
reajuste, es decir, el año en que entra a regirse por las 
normas generales. ¿Se empieza a contar desde el momen- 
to en que el inquilino se entera que el lugar donde vive 
no llena los requisitos de inscripción? Si pasa eso, tendrá 
que notificar al propietario y hacérselo saber de manera 
fidedigna para ver cuándo corre la relación para ambas 
partes. Por lo tanto, la primera pregunta es la siguiente: 
¿Cuándo opera la transformación desde el punto de vista 
del calendario? ¿En qué momento el propietario se entera 
de que a quien tiene en su establecimiento ya no es hués- 
peá sino inquilino? 


La segunda pregunta —para hacer las dos al mismo 
tiempo, porque nos quedaron rondando en la mente las 
palabras del señor senador Ortiz— es, ¿qué plazo tienen 
los contratos? El de casa-habitación del Decreto Ley N% 
14.219, parecería ser el de la legislación que entraría a 
regir: Entonces, creo que no estaría demás que lo dijéra- 
mos. 


SEÑOR RICALDONI. — ¿Me permite. señor Presi- 
Cente? 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — Con respecto a la primera pre- 
gunta, hay que tener en consideración que el Decreto - 
Ley N% 14.219 contiene una disposición de idéntico texto, 
en lo que en la versión del artículo 113, aún no modifi- 
cado y por lo tanto vigente, es el penú'timo inciso. En 
ese decreto, en el penúltimo parágrafo textualmente se 
dice lo mismo que estamos manifestando en este, que es 
el que figura en la primera parte del repartido, en la 
página 9. 


Entonces, en definitiva, desde ese punto de vista, es 
evidente que no es de ahora sino que viene desde antes, 
el principio de convertir de pleno derecho en arrenda- 
terios a quienes ocupan como huéspedes, hoteles, pensio- 
nes y afines, no inscriptos en el registro, o cuya inserip- 
ción fuera cancelada. De modo que no se innova sino que 
se repite el régimen vigente. Precisamente, el plazo corre 
desde ese momento para la condición de arrendatario. 
Lo que sucede es que después establecimos normas nue- 
vas que venían de la etapa del proyecto vetado oportu- 
namente —me refiero al que fue aprcbado en la Asam- 
blea General-— donde se trata de instrumentar un prote- 
dimiento que le dé fehaciencia, fecha cierta, a todos los 
plazos del mecanismo que se ha creado —y ése sí es nue- 
vo— en el penúltimo y antepenúltimo parágrafo del ar- 
tículo 113 que pretendemos reformar. Luego, en el último, 
se retorna puntualmente —salvo con el cambio de refe- 
rencia al decreto— a la solución establecida en le Decre- 
to-Ley N? 14.219. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — ¿Cuál es la fecha en 
que se inicia el arrendamiento? 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Debería ser la del documen- 
to. que pide el Ministerio. Entiendo que habría que de- 
círlo porque de otra forma no quedaría claro. 


SEÑOR RICALDONI. — No tengo inconveniente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Creo que debería decir: A 
partir de la fecha del documento referido, el alquiler 
mensual regirá por un año, etcétera. Por lo menos ésa 
es una solución inequívoca. 


SEÑOR AGUIRRE. — Estoy de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Entonces diría: A partir de 
la fecha del documento de referencia, el alquiler men- 
sual quedará fijado, etcétera, y continúa el resto del ar- 
tículo, 


SEÑOR CERSOSIMO. — En síntesis, no sé en qué que- 
dó el apartado final del artículo 14, sustitutivo del 113 del 
Decreto-Ley N* 14,219, 
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SEÑOR PRESIDENTE. -- Quedó tal como está en el 
proyetto de la Comisión. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Si quedó igual, es porque no 
hay ambiente para modificarlo. 


SEÑOR AGUIRRE. — Los miembros informantes no 
estamos de acuerdo. Creemos que esta exclusión es fun- 
dada, por las razones que ha expresado, con total claridad, 
el señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR CERSOSIMO. — En consecuencia, la fecha 
está mal. Tomaron la del Diario Oficial, que dice: “27 de 
junio de 1985” y es del 12 de junio de 1985. Convendria 
hacer esa corrección. 


SEÑOR. PRESIDENTE. — Con mucho gusto, porque 
es una mala fecha. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Lo decía un poco por eso. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene que ser, entonces, 12 
ce junio de 1985. 


SEÑOR WILLIMAN. — Fido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR WILLIMAN. — Esta disposición a la que hizo 
referencia el señor senador Ortiz, viene desde el Decreto- 
Ley N*? 14.219. Por supuesto, que es el artículo 113. Evi- 
dentemente, es injusta. Tal vez por algún motivo de ca- 
lidad o circunstancial, se pueda suprimir o cancelar una 
habilitación. Si el inmueble está en estado ruinoso, mar- 
chan al desalojo por razones de seguridad de vida de los 
inquilinos. Se hace una inspección, un peritaje, etcétera. 
Pero si no es tan asi y hay una habilitación adecuada, 
esto queda como una sanción definitiva. 


Creo que lo que ha expresado el señor senador Ortiz 
tiene una buena dosis de razón. No sé si habría ambiente 
para hacer modificaciones en el caso de que se recupere 
la rehabilitación. No quisiera ponerme a cambiar todo el 
sistema. Por ejemplo, los que nunca se inscribieron po- 
drían quedar así, pero aquellos que estaban inscriptos y 
perdieron por algún motivo subsanable la inscripción, en 
el caso de que vuelvan a ser reinscriptos, que recuperen 
el estatuto juridico por el cual se regian. 


Considero, señor Presidente, que estas sanciones tan 
definitivas me parecen muy duras, y creo que rechinan 
desde el punto de vista de la Justicia. Con respecto a los 
que nunca se inscribieron, es gente que siempre estuvo 
en infracción por lo que admito se les sancione. Pero 
para los que perdieron la inscripción, habría que agregar 
que en el caso de obtenerse el levantamiento de la can- 
celación, volverán a readquirir el estatuto jurídico por el 
cual se regían. Creo que se trata de situaciones que no 
son las que se han pensado en sala, es decir, de gente 
totalmente marginada que está ubicada en casas de in- 
quilinatos inverosímiles, en que el propietario debe ser 
sancicnado, porque nunca tuvo habilitación. Pero en el 
caso de que la haya perdido por alguna circunstancia 
no tan grave, si la pudo recuperar, ereo que esta sanción 
no debe ser definitiva. 


Hago ia consulta a los señores miembros informan- 
tes en tal sentido. 


SEÑOR RICALDONI. — Estoy haciendo un esfuerzo 
para lograr una redacción, inclusive con el auxilio de un 
señor representante que es bastante conocedor del tema. 
Coincidiríamos —y creo que también el señor senador 
Aguirre— en hacer perder la calidad de arrendatarios a 
aquéllos ocupantes de estos edificios cuando la suspen- 
sión cesara oy cuando se rehabilitara la inscripción en el 
entendido, eso sí, de que los que antes de la sanción eran 
inquilinos, sigan siéndolo. 


Me parece importante establecerlo, porque si no lo 
decimos quizá podamos hacer un enorme desaguisado en 
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esta materia. Estamos tratando de coneretar una redac- 
ción para este artículo. 


SEÑOR WILLIMAN. --- Pero el plazo de desalojo para 
el buen pagador sería de un año, por lo que no habría 
problema. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si la Comisión estuviera de 
acuerdo con la solución propuesta, la Mesa cree que la 
redacción podría ser la siguiente: “Las personas com- 
prendidas en el inciso anterior, asi como los huéspedes de 
hoteles, pensiones y afines que no se encontraren ins- 
criptos en el Registro mencionado, o cuya inscripción fue- 
ra cancelada, serán considerados arrendatarios a todos 
sus efectos, mientras tanto el establecimiento no obtenga 
su reinscripción en el Registro”. 


SEÑOR AGUIRRE. — O mientras no se inscriba, por- 
que esto también puede suceder. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene razón el señor se- 
nador; diría, entonces, “mientras tanto no se inscriba 0 
no obtenga su reinscripción en el Registro”. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — En ese caso, quizás 
sería mejor otorgar un determinado plazo para que to- 
dos efectúen la regularización, pues de lo contrario estas 
personas pasarán de ser huéspedes a inquilinos y luego. 
nuevamente a ser huéspedes. 


SEÑOR AGUIRRE, -- Sugiero que se vote con el 
agregado propuesto por la Mesa. 


SEÑOR ORTIZ. -— Considero que en la redacción 
propuesta por la Mesa el vocablo “tanto” estaría de más. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene razón el señor sena- 
dor; diría, entonces, “mientras el estabiecimiento no 0b- 
tenga su reinscripción en el Registro”. 


SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — Me parece que es necesario 
contemplar el aspecto que señalaba hace unos instantes 
en el sentido de que debe quedar claro que quienes eran 
inquilinos antes de la clausura del establecimiento, no 
plerden su condición de tales por el hecho de que se 
rehabilite el hotel o la pensión. Eso era lo que decía la 
ley de 1968, 


SEÑOR PRESIDENTE, — Creo que el aspecto que 
señala el señor senador queda claro, porque el segundo 
parágrafo del artículo 113 que se sustituye por este pro- 
yecto se refiere a las personas comprendidas en el inciso 
anterior que son los huéspedes y no los arrendatarios. 


Antes de votar el artículo 14, vamos a repasar las 
modificaciones que le hemos introducido. 


La Ley N* 14.106 es de 14 de marzo de 1973; al pie 
de la página 8, donde dice “Ministerio de Trabajo y Se- 
guridad Social”, debe decir “Ministerio de Industria y 
Energía”; al final del segundo parágrafo del articulo 113 
que se sustituye se agrega “mientras el establecimiento 
no se inscriba o no obtenga su reinscripción en el Re- 
gistro”; el inciso 4% comienza diciendo “A partir de la 
fecha del documento de referencia, el alquiler mensual” 

. etcétera; al final de este mismo inciso, el vocablo 
“notificación” se sustituye por “entrega de la constan- 
cia”; y, por último, la fecha del Decreto N? 230/9835 que 
se menciona en el inciso final es 12 de junio de 1985. 


SEÑOR BATALLA. — Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATALLA. —- Comparto, en lineas generales, 
el agregado propuesto por la Mesa al segundo parágrafo 
del artículo, pero quisiera formular alguna reflexión, Pien- 
so que no se encuentra en la misma situación, aquel 
que nunca se ha inseripto en el Registro que el que vió 
cancelada su inscripción, sin perjuicio de que el arren- 
datario de una pensión u hotel, desde el punto de vista 
jurídico, puede sentirse huésped aunque haya entrado 
siendo inquilino. 


El agregado que se propone, tiene fundamento de jus- 
ticia en la medida en que el propietario de la pensión o 
del hotel ha visto cancelada su inscripción, pero no cuan: 
do nunca estuvo inscripto. Creo que en este caso, lo co- 
rrecto sería aplicar la norma señalando expresamente ésto 
último, porque de lo contrario podemos incurrir en la 
profunda injusticia de que alguien entre a la pensión sa: 
biendo que ésta no está inscripta, para que se le apliquen 
las normas de huésped, pero pasa a ser juridicamente un 
inquilino hasta que el propietario regulariza su situación, 
Creo, que a través de esta ley permitiriamos esta manio- 
bra. Si regulamos en forma distinta a aquel que nunca 
ha estado inscripto, y al que se le ha cancelado su ins- 
cripción, esta situación no se daría. 


Deseaba formular esta reflexión para que todos po- 
damos apreciar las distintas perspectivas que pueden exis- 
tir de acuerdo a este texto. Adelanto, sin embargo, que 
votaré afirmativamente esta disposición. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa entiende que esa 
situación sólo podría darse en el caso de un abogado o 
de un estudiante de derecho que habite una pensión clan- 
destina; las otras personas simplemente se consideran 
huéspedes y no arrendatarios, no creo que especulen que 
por el hecho de que la pensión no esté inscripta podrán 
convertirse en arrendatarios; simplemente entran pagan- 
do una suma diaria como huéspedes. 


SEÑOR BATALLA. — No quisiera entrar en una po- 
lémica sobre este asunto, pero creo que en definitiva es- 
tamos favoreciendo a alguien que no tiene una actitud 
moralmente correcta, en desmedro de alguien que entra 
engañado a una pensión donde se considera huésped ---y 
es tratado como tal— cuando su posición jurídica no es 
esa. 


De todas formas, no hago cuestión sobre esto. 
SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — La expresión utilizada en este ar- 
tículo 14 no es nueva, ya que determina la sustitución 
del artículo 113 del Decreto-Ley N* 14,219, que establecía 
exactamente lo mismo; decía que el artículo 307 de la 
Ley N? 14.106 no sería aplicable a aquellos huéspedes que 
hubieran ingresado con anterioridad a que los hoteles, et- 
cétera, se hubieran inscripto. Es decir que cuando ingre- 
saron no era un hotel. 


Por otra parte, la gente que habita esas casas lo 
hace porque no puede pagar un alquiler ya que no tiene 
Ja seguridad de que a fin de mes tendrá el dinero sufi- 
ciente, por lo que pagan en esos lugares día a día o 
semanalmente. Por ese motivo, no sé si no los perjudica- 
mos al transformarlos en inquilinos. 


SEÑOR BATALLA. — Reitero que no quiero entrar 
en una polémica sobre el punto, pero debo decir que el 
argumento que da el señor senador Ortiz actúa en favor 
de lo que yo he expresado, ya que en este caso estaría- 
mos estableciendo una solución contradictoria con el inci- 
so anterior, pues en él se determina que las personas que 
ingresaron antes de realizada la inscripción son inquili- 
nos. En cambio, de acuerdo a esta norma quienes entren 
antes de la inscripción pueden ser inquilinos, pero si se 
regulariza la inscripción dejan de serlo. 
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SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR RICALDONI. — El primer parágrafo del ar- 
tículo 113 que se sustituye establece que quien ingresa 
con anterioridad a la inscripción es arrendatario; y el 
segundo inciso dice que el que ingresa a un hotel o pen- 
sión registrado —la hipótesis es distinta a la anterior— 
no es inquilino mientras esa inscripción no se cancele. 
Las hipótesis son distintas y ereo que los dos casos están 
cubiertos y que es correcta la redacción que tiene. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo 14 con las modificacio- 
nes sugeridas. 


(Se vota:) 
—13 en 16. Afirmativa. 


Se pasa a considerar el Capítulo VI “De los Asenta- 
mientos Marginales”, que comprende el artículo 15. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—12 en 16. Afirmativa. 


En consideración el Capítulo VII “Disposiciones Ge- 
nerales”, que comprende los artículos 16 al final. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — El artículo 21 del proyecto 
modifica al 40 del Decreto-Ley N* 14,219, y en el segundo 
inciso del artículo modificativo, donde dice “obligación” 
debe decir “oblación”. 


SEÑOR ORTIZ. — ¿Estamos votando, también, el 
artículo 24? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Sí, señor senador; estamos 
votando los articulos 16 a 27. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — En cuanto al artículo 24 debo 
decir que hace un rato fui entrevistado por un escribano 
que me señaló que en la noche de hoy se reunía la Aso- 
ciación de Escribanos para tratar este asunto y me ade- 
lantó su opinión de que, a juicio de ellos, es virtualmente 
imposible que la Dirección General del Catastro Nacional 
organice en plazo este registro. 


Como esta situación ya ha sido planteada en ocasio- 
nes anteriores sin que se atendiera, sólo señalo la posi- 
bilidad de que se cree un conflicto a raíz de que, en el 
término señalado, no esté funcionando el registro. 


Yendo al análisis concreto del artículo 24, señaio que 
no tiene sentido la palabra “inmueble” donde dice “Re- 
gistro de la Propiedad Inmueble Urbana y Suburbana”, 
porque ella comprende a los baldíos y no tiene objeto 
hacer una declaración de eilos ya que lo que se busca 
es conocer la situación ocupacional de los inmuebles. 


SEÑOR FA ROBAINA. -— Sec podría cambiar por 
“vivienda”. 
SEÑOR ORTIZ. — Aquí también se habla “de ja 


Propiedad”. Al respecto creo que tendría que decirse “Re- 
gistro de Inmuebles Edificados”, porque Registro de la 
Propiedad es también el Registro de Traslaciones de 
Dominio. 
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En este artículo se establece que los propietarios dis- 
pondrán de un plazo de ciento veinte días para inscribir 
sus inmuebles y que vencido dicho plazo no se dará trá- 
mite a ninguna gestión administrativa o acción judicial 
relacionada con inmuebles urbanos y suburbanos si no se 
acredita la inscripción de los mismos. Seguramente, se re- 
fiere a ninguna acción judicial realizada por el propieta- 
rio, que es quien ha incurrido en la faita de no inscribir 
su propiedad en el Registro. Si se trata de una acción 
relacionada con un inmueble hecha por el inquilino, ¿qué 
tiene que ver éste con que el dueño de la casa no haya 
registrado su propiedad? Esta norma es de carácter ge- 
neral y comprende todos los casos. Pienso que no debería 
ser así. 


También se dice que no se dará trámite a ninguna 
gestión administrativa o acción judicial relacionada con 
inmuebles urbanos. Esto significa que si faliece el propie- 
tario y se inicia la sucesión, ésta no puede continuar su 
trámite porque no se hizo la inscripción en el Registro; 
o que si se trata de un deudor hipotecario que no paga, 
el acreedor no podrá ejecutar la hipoteca porque el pro- 
pietario no hizo la inscripción en el Registro corres- 
pondiente. 


Me parece que esto es un exceso que va a ser una 
traba totalmente innecesaria en la contratación, sobre 
todo que no responde a ninguna necesidad de las esboza- 
das en este articulo. 


Por otra parte, se dice que jos propietarios dispon- 
drán de un plazo de ciento veinte días para inscribir ss 
inmuebles. ¿A partir de qué momento se cuenta ese plazo? 
Eso habrá que establecerlo, porque todos los plazos tienen 
un comienzo y un fin, 


Finalmente se dice: “El presente artículo regirá u 
partir de los sesenta días de dictada dicha reglamentación”. 
Pienso que lo que va a regir a partir de los sesenta días 
es la obligación de inscribir que tienen los propietarios; 
pero no el artículo, porque si éste queda suspendido en su 
vigencia hasta que se dicte la reglamentación, ni siquiera 
la Dirección General del Catastro Nacional podrá ir apron- 
tando el Registro, porque este artículo no existe. Noso- 
tros lo suspendemos y recién empezará 2 regir a partir 
de los sesenta días de dictada la reglamentación. Repito 
que la labor preparatoria que tiene que realizar la Direc- 
ción Genera] del Catastro Nacional no podrá hacerse por- 
que lo que está suspendida es la vigencia del artículo. 
Distinto sería si se dijera que lo que se suspende es la 
obligación del propietario de registrar su inmueble hasta 
tal fecha. Entiendo que no se debe suspender la vigencia 
de este artículo. 


Dejo hechas estas observaciones que no sé si la Co- 
misión las recogerá. 


12) TERMINO DE LA SESION 


SEÑOR LACALLE HERRERA. -—— Pido la palabra 
para una moción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. --- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Mociono para que 
se prorrogue la hora de finalización de esta sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota: ) 
—18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


13) ARRENDAMIENTOS URBANOS. 
Se establecen normas en la materia. 


SEÑOR RICALDONI. —-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 
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SEÑOR CERSOSIMO. -—— ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR RICALDONI. -- Le concedo una brevísima in- 
terrupción, señor senador, 


SEÑOR CERSOSIMO. — Según la tradición parla- 
mentaria, cuando a uno le dicen que ia interrupción tie- 
ne que ser breve, no la acepta. Esta se da o no. En este 
caso, igual la voy a aceptar. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La duración la marca el 
Reglamento; el señor senador dispone de cinco minutos. 


SENOR CERSOSIMO. — Sería innecesario que exprese 
que estoy totalmente de acuerdo ton lo manifestado por 
el señor senador Ortiz, porque recuerdo que ya en la se- 
sión de 15 de agosto de 1985 expresé largamente —según 
consta en el Diario de Sesiones, en la página 318— argu- 
mentos dados por el dottur Varela Méndez que hablaba 
de inconstitucionalidad de la norma y de que inclusive 
enervaría, ca lo pertinente, hasta el propio Pacto de 
Costa Rica, lo que dio lugar a una vehemente interven- 
ción del señor senador Batalla diciendo que eso era in- 
creíble. En aquel momento le manifesté que la opinión 
no era mía, sino del especialista que había citado al res- 
pecto. Entre otras muchas consideraciones de las tantas 
y muy bien fundadas que ahora hace el señor senador Or- 
tiz, agregué que este Registro nunca había servido para 
nada. Tampoco ahora va a servir. 


Me opuse tenazmente a este artículo en la Comisión 
de Constitución y Legislación, como le consta a sus 
miembros, así como en el Senado y en la Asamblea Ge- 
neral, como me voy a oponer nuevamente ahora. Tam- 
bién expresé en aquella oportunidad que según la expe- 
riencia que teníamos en esta materia resultaría absolu- 
tamente negativa la creación del Registro. 


En aquel momento también expresé: “Cuando se ereó 
por la Ley N9 11.802 de fecha 30 de noviembre de 1960, 
si mal no recuerdo, este Registro de la Propiedad de 
Inmuebles Urbanos y Suburbanos, para lo único que sir- 
vió —entre los acertados argumentos que aquí se esgri- 
mieron cito el del señor senador Batalla— fue para que 
se tuviera que enviar la copia de las escrituras en las 
que se procedía a la traslación de dominio de inmuebles 
urbanos y suburbanos. Pero, posteriormente, hubo que de- 
rogar la norma, porque no sirvió absolutamente para na- 
da como no fuera para de alguna manera entorpecer y 
obstaculizar la labor administrativa, jurisdiccional y todo 
lo relacionado con la parte de trámite ante oficinas pú- 
blicas”. 


SEÑOR MEDEROS. — No estoy de acuerdo. 


SEÑOR CERSOSIMO. -— Ya sé que el señor senador 
Mederos no está de acuerdo. 


SEÑOR MEDEROS. — Nunca sabremos quién es el 
propietario. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa ruega que no se 
dialogue. El señor senador Cersósimo está en uso de una 
Interrupción: por lo tanto ,no puede concederle otra a 
usted. 


SEÑOR CERSOSIMO. -—— Si pudiera, le concedería la 
interrupción al señor senador Mederos ,pero estoy en uso 
de la que me dio el señor senador Ricaldcni. 


El señor senador Mederos es indeclinable en su posi- 
ción. A pesar de que no la integra, un día fue a la 
Comisión de Constitución y Legislación en momentos en 
que se trataba de este tema. No sé si asistió a propósito o 
llegó justo. El hecho es que ya allí comenzó a oponerse 
tenazmente, tal como lo había hecho en la Cámara de 
Representantes hace muchos años cada vez que se pre- 
tendía derogar una de estas normas o no se queria esta- 
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blecer en la ley, se oponía siempre. Sin embargo, era un 
lenaz defensor cuando se trataba de incorporar la dis- 
posición correspondiente. ¿No es así? 


En la Comisión de Constitución y Legislación hizo 
exactamente lo mismo en el momento en que se trató 
sí asunto. Siguió en esa posición hasta el día de hoy. 
Yo hago lo mismo, pero al revés. Comprendo su posi- 
ción y su deseo de que se tenga un Registro. Yo también 
creo que es conveniente, pero no de esta manera, sino 
que hay que buscar otro cauce, otra forma. De este modo 
se liquida la contratación e inclusive paraliza —según lo 
afirmó el doctcr Varela Méndez en un trabajo que rea- 
lizó en el diario “El País”, al que di lectura en esa oca- 
sión y del que hago gracia al Senado de repetirlo— el 
derecho de petición que está incorporado en la parte de 
principios de la Constitución de la República. Eso es lo 
que manifiesta ¡inclusive hasta contradice —agrega— la 
Convención Americana de Derechos Humanos. 


El señor senador Batalla se levantó airado de su bu- 
taca el día en que yo expresé eso porque manifestó que 
era algo increíble. 


Sin embargo el doctor Varela Méndez lo establece en 
un informe escrito. Afirmo, ademas, que también es total- 
mente inconveniente para los promitentes compradores, 
pues los propietarios se van a desinteresar —lo expresé 
en aquella oportunidad ya que es la experiencia recogl- 
da durante años— de la inscripción. El promitente com- 
prador que hace años que está en el inmueble —y a 
quien no se le habilita para la inscripción en el Regis 
tro— va a quedar totalmente desprotegido. No tendrá 
ninguna posibilidad de presentarse ante las Oficinas pú- 
biicas y los abogados no van a poder, ni siquiera, inter- 
poner una demanda, según lo sostiene el doctor Varela 
Méndez. Agrega, asimismo, que se enerva, como dije, entre 
otros, el derecho de petición. 


Me opongo tenazmente, señor Presidente ,a este ar- 
tículo. Que se desglose. Y si se lo vuelve a traer, que sea 
para eliminarlo. No tengan dudas, porque no puede apli- 
carse. En el año 1960 cuando se lo estableció, hubo que 
derogarlo por que entorpecia la contratación y las gestio- 
nes administrativas. 


Muchas gracias, señor senador. 


SEÑOR WILLIMAN, — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR RICALDONI. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR WILLIMAN. — El señor senador Cersósimo 
ha realizado una exposición un poco apocalíptica sobre las 
consecuencias de este artículo. Esto lo expreso -——como 
suele decirse en este Senado que yo integro desde hace 
tan poco tiempo-— con todos los respetos debidos. 


Estimo que lo que podemos hacer es perfeccionar la 
disposición tomando en cuenta algunas observaciones muy 
sensatas realizadas por el señor senador Ortiz; pero la 
propiedad siempre comporta obligaciones registrales, como 
le gusta decir a los señores escribanos. Por ejemplo, es 
obligación presentarse al Registro de Traslaciones de Do- 
minio. Entonces uno podría decir que se afectan los dere- 
chos humanos porque no se inscribió en dicho Registro. 


Entiendo que este artículo crea una obligación más al 
propietario pero, a la vez, se van a ordenar muchos pro- 
blemas de la vida ciudadana y económica al existir un 
registro de la propiedad y de propietarios. 


Pienso que esto podría solucionarse expresando, en 
lugar de “registro de la propiedad inmueble”, “registro 
de la propiedad de fincas urbanas y suburbanas”. Es decir 
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que se refiere a la parte de mejoras y no a los baldíos: 
de la misma manera que cuando se dice, por ejemplo “no 
se dará trámite en una gestión en la Administración Pú- 
blica” se agregue “por iniciativa del propietario”. Es decir 
que este señor que debía registrarse tiene limitada sus 
iniciativas, pero no el acreedor hipotecario, por ejemplo, 
que no tenía la misma obligación. 


Me parecen muy importantes las observaciones reali- 
zadas por el señor senador Ortiz pero no como para su- 
primir el artículo, sino para mejorarlo, como lo hemos 
estado haciendo hasta ahora. 


Muchas graclas, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Creí que el señor senador 
Ricaldoni, que es miembro informante, iba a contestar las 
observaciones formuladas por el señor senador Ortiz; pero 
si le siguen solicitando interrupciones, no va a poder res- 
ponderlas, 


SEÑOR ORTIZ. -- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR RICALDONI. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. --—. Quería corroborar algo que ex- 
presé al principio pues ahora tengo la confirmación oficial. 


La Asociación de Escribanos que se ha reunido, soli- 
cita que se prorrogue, por lo menos, el término de este 
artículo, porque considera absolutamente imposible la or- 
ganización de este Registro en el breve lapso aquí está- 
blecido. Lo que ocurre es que, como en el Senado poros 
tenemos la suerte de ser escribanos, la mayoría piensa 
que crear un registro es como dictar un proyecte de ley 
que determine: eríjase una ciudad en el campo. 


Esto no es así; el asunto es bastante más complejo. 
El Parlamento puede hacer de todo, menos de un hombre 
una mujer. Y bien, tampoco puede crear un registro de 
esta manera con un artículo suelto y perdido. 


De manera que formulo estas observaciones no con 
un espíritu travieso, sino que ellas responden a una reali- 
dad avalada por una entidad muy respetable —la Aso- 
ciación de Escribanos— que algo entiende de registros. 


Por estas consideraciones, señor Presidente, estimo que 
este artículo es contraproducente y no va a dar lugar a 
los resultados esperados, sino que va a ser germen de 
confusión en la Dirección de Catastro que no está prepa- 
rada para esta función. En todo caso, existen registros de 
la propiedad raíz y de arrendamientos con años de fun- 
cionamiento; entonces, que se los adapte para enfrentar 
a este problema. No podemos inventar un nuevo registro; 
es como si quisiéramos crear un nuevo Cuerpo de Bom- 
beros; no puede ser, ya está inventado. 


Nada más; muchas gracias señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Ticne la palabra el señor 
senador Ricaldoni, 


SEÑOR RICALDONI. -—. Señor Presidente: por su 
orden y con cierta dificultad -—porque se ha hablado de 
muchas otras cosas— voy a tratar de recoger las obje- 
ciones del señor senador Ortiz. 


La primera de ellas —si mal no recuerdo— hacía 
referencia a la amplitud de la expresión “registro de la 
propiedad inmueble”, porque abarca todo tipo de pro- 
piedad inmueble. 


Recojo la observación y le pregunto ——Je solicito que 
me conteste al final de mi intervención— si la misma se 
salvaría diciéndose: “Registro de la propiedad edificada 
urbana y suburbana”. 


SEÑOR ORTIZ. — Registros de inmuebles edificados. 
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SEÑOR RICALDONL — Perfectamente. Entonces, se- 
ría “Registro de inmuebles edificados”. 


En este primer inciso, en la primera línea de la pá- 
gina 13, creo que habría que establecer algo para que 
cambiara lo allí determinado. Podría expresarse: “La pro- 
piedad inmueble edificada”. 


En el penúltimo inciso propondria la siguiente redac- 
ción que pienso que recoge, acertadamente, las no menos 
acertadas expresiones del señor senador Ortiz. 


SEÑOR MEDEROS. — En definitiva, ¿qué es lo que 
acepta la Comisión? 


SEÑOR RICALDONI. — Hasta «ahora todo Jo que 
está planteando el señor senador Ortiz. 


SEÑOR BATALLA. — Menos la eliminación, 


SEÑOR RICALDONI. -—— El penúítimo inciso del ar- 
ticulo 24 diría así: “Los propietarios dispondrán de un 
plazo de 120 días para inscribir sus inmuebles” —y aquí 
viene el primer agregado-— “a partir de la creación del 
registro. La inscripción será gratuita. Vencido dicho plazo, 
no se dará trámite a ninguna gestión administrativa o 
judicial” —este es el segundo— “del arrendador respecto 
del inquilino si no se acredita la inscripción de los mis- 
mos en el referido registro”. 


Y, por último en el inciso final, en vez del plazo. de 
sesenta días, propondría al señor senador Ortiz, extenderlo 
a 90 días. Me gustaría saber su opinión ya que fue él 
quien planteó las observaciones. 


SEÑOR ORTIZ. — Soy contrario al artículo y a la 
creación del Registro. Solicitaría al señor senador si puede 
repetir la lectura del inciso segundo, porque me parece que 
faltaron algunas palabras. 


SEÑOR RICALDONI. — Diría así: “Los propietarios 
dispondrán de un plazo de ciento veinte días para inscri- 
bir sus inmuebles a partir de la creación del Registro. La 
inscripción será gratuita. Vencido dicho plazo, no se dará 
trámite a ninguna gestión administrativa o acción judicial 
del arrendador, respecto del inquilino” —se tacha “rela- 
cionada con inmuebies urbanos y suburbanos”, porque pa- 
rece estar de más— “si no se acredita la inscripción de los 
mismos en el referido Registro”. En el último parágrafo 
diría noventa días, en Jugar de sesenta dias como se esta- 
blece en el segundo plazo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Es decir que los noventa 
días se refieren al segundo plazo. 


La objeción no era solamente con respecto al plazo, 
sino además en lo referido a que el presente artículo 
regirá a partir de los noventa días o de los sesenta días. 
Eso no tiene sentido, porque no es el artículo el que va 
a regir. 


SEÑOR RICALDONI. — Al respecto desearía saber 
qué es lo que opina el señor senador Ortiz. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador Ortiz, 


SEÑOR ORTIZ. -— Creo que el plazo se establece pa- 
ra que entre en vigencia la obligación de los propietarios 
para inscribir sus inmuebles, pero no la vigencia del ar- 
tículo, porque si la suspendemos, suspenderíamos todo, 
inclusive la creación y organización del Registro. 


Pienso que podríamos decir que la obligación estable- 
cida en el inciso tal, regirá a partir de los noventa días, 
o algo parecido, pero no decir que regirá el artículo, 


SEÑOR RICALDONI. — El señor senador Ortiz. se 
refiere a la obligación del inciso anterior, que es la de los 
propietarios de inscribir. En con:zecuencia, quedaría de la 
siguiente manera: “La obligación del arrendador estable- 
cida en el inciso anterior...” 


SEÑOR MEDEROS. — Deseo preguníarle al señor 
miembro informante qué plazo se asigna vara la creación 


184—C.S, 


del Registro. Este punto no me ha quedado suficiente- 
mente ciaro. 


SEÑOR PRESIDENTE. — El plazo es de sesenta días. 
señor senador. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FA ROBAINA, — Creo que en la denomina- 
ción del artículo existe un error porque se trata de una 
ley de arrendamiento de viviendas y no de crear un re- 
gistro de propiedad inmueble edificada, porque puede ha- 
ber una propiedad edificada que no sea vivienda. Por lo 
tanto entiendo que debería denominarse Registro de casa- 
habitación o de viviendas. Pienso que debe ser así por- 
que lo que queremos es tener un contralor de las casas- 
habitaciones que existen en el país, ya sea en las zonas 
urbanas o suburbanas y no de los inmuebles. 


(Interrupciones) 
(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Es un viejo propósito 
—hasta ahora frustrado— el de crear un Registro de la 
propiedad inmueble que tenga construidas viviendas a 
los efectos de saber cuál es la disponibilidad que existe 
de fincas para arrendar. 


En consecuencia, esto excede el propósito, la finali- 
dad y el objetivo concreto que en este caso se busca. Se 
trata de registrar la propiedad inmueble urbana o subur- 
bana edificada. Pero, repito, puede tratarse de una pro- 
Piedad inmueble edificada que no sea destinada a vivien- 
da y en ese caso no tiene sentido su incorporación al Re- 
gistro, Lo que queremos saber es la cuantificación de las 
viviendas disponibles que existan. 


SEÑOR ORTIZ. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR FA ROBAINA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Lo que expresa el señor senador 
Fa Robaina es razonable, porque puede tratarse de un 
inmueble, por ejemplo, destinado a una fábrica. Pero, 
también habría que comprender a los inmuebles que no 
son viviendas y que también están arrendados, como ser 
las casas de comercio, Entonces, habría que buscar una 
fórmula, que dijera, por ejemplo, “Registros de Inmue- 
bles arrendados”. Pero si así lo estableciéramos, los que 
No están arrendados no se registrarían, y en consecuencia 
careceríamos de datos sobre el estado ocupacional de la 
propiedad inmueble. 


SEÑOR BATALLA. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR FA ROBAINA. -— Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor senador. 


SEÑOR BATALLA. — Creo que debemos tener cla- 
ro qué es lo que buscamos a través de este Registro. Lo 
que buscamos a través del mismo es tener una clara per- 
cepción de quien es un pequeño propietario. Esa €s la fi- 
nalidad del Registro. No sé si existen otros mecanismos; 
personalmente he encontrado sólo éste. 


Además, pienso que ni siquiera la calificación de 
edificación, corresponde, porque lo que pretendemos es 
tener censada la propiedad. Un pequeño propietario, no 
puede ser calificado como tal, por poseer tres edificios, o 
dos destinados a casa-habitación. Puede tener un gran 
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predio sin edificar, y, por lo tanto, no permite la catiíi- 


cación de pequeño propietario. 


También se puede dar el caso, de que tenga dos fin- 
cas arrendadas con destino a casa-habitación, y un gran 
galpón arrendado a una fábrica por una suma de dinero 
muy importante. 


- Creo que lo que realmente debemos tener es un Re- 
gistro que nos brinde la visión cabal de lo que es un pe- 
queño propietario que es lo que necesitamos para legis: 
lar, Es muy importante la determinación real y verdade: 
ra de la existencia del pequeño propietario. 


Entiendo que debemos ir, inclusive más allá de la 
propiedad edificada y de lo que es urbano y suburbano, 
porque nos vamos a encontrar con la exclusión plena de 
todo criterio, con respecto a los bienes que en la zona 
rural se encuentran arrendados y que también forman 
parte de todo el mercado de viviendas. 


Creo que debemos tener cuidado, Pienso que muchas 
de las observaciones fermuladas son atendibles. En lo 
que tiene que ver con ¡ia materia de plazos es muy lógico 
el argumento que se utiliza en el sentido de que no se 
puede establecer un Registro en 24 horas. Creo que eso 
es correcto y que debemos dar más plazos, pero teniendo 
presente lo que nos proponemos. Si lo que deseamos es 
calificar la figura del pequeño propietario, debemos ir más 
allá de lo que es la propiedad edificada y creo que, en 
ese aspecto de la propiedad inmueble, el proyecto es co- 
trecto. 


Personalmente, no incluiría los términos “urbana y 
suburbana”, porque creo que a los efectos de esta califi- 
cación, también deberíamos incluir a la propiedad inmue- 
ble rural, Si nos referimos solamente a lo que son inmue- 
bles destinados a casa-habitación —como lo insinuaba el 
señor senador Fá Robaina en el curso de su exposición— 
todos estaríamos creando nuestros propios argumentos y 
contra argumentos, porque nadie tiene la verdad encerra- 
da en el puño. 


¿Qué es lo que ocurrió, por ejemplo, durante la vigen- 
cla de la Dirección de la Asesoría Técnica de Arrenda- 
mientos? Allí existía un mecanismo regulador del arren- 
damiento que, por primera vez, había establecido un úni- 
co mercado dirigido y controlado a través de la mencio- 
nada Dirección, que se conocía con el nombre de DATA. 


¿Que fue lo que pasó? A los efectos de evitar la re- 
gulación de DATA, que comprendía sólo las viviendas, 
cantidad de éstas, típicamente unidades habitacionales, 
se alquilaban con destino a Industria y Comercio. Era 
entonces que aparecía fulano de tal —quién vivía en una 
casa con su señora y cuatro hijos— alquilando la vivien- 
da para instalar una zapatería. Toda esa deformación de- 
bemos tenerla presente como experiencia para tratar de 
que este registro que queremos crear, realmente tenga el 
contenido o nos proporcione la figura del pequeño pro- 
pietario que entendemos debe darnos, que es el objetivo 
y la finalidad de este artículo. 


Muchas gracias, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Puede continuar el señor 
senador Fá Robaina, 


SEÑOR FA ROBAINA. — Si la finalidad del artícu- 
lo es la que señala el señor senador Batalla, mi observa- 
ción no tiene sentido, Tenía entendido que lo que se tra- 
taba era de hacer un registro de la vivienda, pero no 
siendo así, es decir, si es cierta la explicación que acaba 
de dar el mencionado señor senador, lo que manifesté ca- 
rece de sentido. 


SEÑOR ORTIZ. —. ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR FA ROBAINA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor senador. 
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SEÑOR ORTIZ. — Pienso que de internarnos en el 
concepto de pequeño propietario, debemos meditar a ese 
respecto porque no es cuestión de establecer diversas ca- 
lificaciones según para qué, es decir, no podemos indicar 
que para los efectos del arrendamiento, éstos son los pe- 
queños propietarios, y para otros, aquéllos. 


La Constitución, en su artículo 232, —que habla so- 
bre las indemnizaciones que deben pagarse en el caso de 
las expropiaciones— establece en su inciso final: “Los 
pequeños propietarios cuyas características determinará 
la ley, recibirán siempre el total de la indemnización...” 
etcétera. Quiere decir que en lo que hace a la configu- 
ración del pequeño propietario, el Parlamento está en mo- 
ra, inclusive con el criterio que nos sugiere la Constitu- 
ción. Me parece que si a corazón ligero establecemos 
esa categoría, a los efectos exclusivos de una ley de 
arrendamiento, podemos cometer un error. 


En cuanto al argumento que manejaba el señor sena- 
dor Batalla, cabe preguntarse —tanto en lo que hace a 
este artículo como con la otra disposición referente al Po- 
der Judicial— qué es lo que queremos. Es decir, que 
cuando tengamos que estudiar una nueva ley de alquite- 
res —seguramente lo deberemos hacer el próximo año y 
tal vez el otro—- dispongamos de todos aquellos elementos 
de que siempre hemos carecido. ¿Y cuáles son? Saber 
cuántos inquilinos hay, qué alquileres pagan, cuántos de- 
salojos se dan y por qué, si es por mora en el pago o por 
otras razones. No creo que necesitemos saber si un señor 
tiene 14 estancias o 20 apartamentos. ¿Qué interesa a es- 
tos efectos? Pienso que las cosas no son tan exageradas. 
Lo que interesa saber es el estado ocupacional, es decir, 
si hay fincas destinadas a viviendas, que estén desocupa- 
das, cuántas son, qué comodidades tienen y en qué zo- 
nas están ubicadas. Ei resto es totalmente innecesario; 
esos otros datos sólo interesan a los efectos del vago del 
Impuesto al Patrimonio y de la Contribución Inmobilia- 
ría, pero no a los del arrendamiento. No interesa que ha- 
ya un señor que tenga dos casas para arrendar o uno 
que tenga un campo yermo e inexplotado, ¿Acaso vamos 
a decir que por su casa debe cobrar más o menos, por- 
que tiene un campo? De ser así, el que tiene una estan- 
cia debe dar gratis su casa. Y al que es accionista de una 
empresa, ¿qué le hacemos? ¿Que dé gratis el alquiler a 
su inquilino? Estamos internándonos en un ámbito de 
tremenda complejidad. 


Aparte de dejar constancia de que soy contrario a 
este registro, digo que debemos limitarlo a los términos 
en que lo había planteado el señor senador Ricaldoni, con 
algún retoque en cuanto a la denominación. Pero más 
allá de eso, creo que el Senado cometería una impruden- 
cia en aprobarlo así. 


Muchas gracias, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Fá Robaina. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Creo que en este tema es 
riesgoso —y nunca fui partidario, en éste como en nin- 
gún otro— hacer improvisaciones en Sala en textos que 
después pueden resultar un bumerang. 


Confieso que creía que la finalidad —como incluso es- 
taba referida, por la remisión que hacía, a una norma 
de la ley de arrendamientos—- del Registro era la de tener 
pura y exclusivamente un censo de la propiedad habita- 
cional. Sin embargo aquí se ha dicho que el propósito va 
más allá. En tal sentido, coincido con el señor senador 
Ortiz de que esto tiene o podría tener otra finalidad y 
otros propósitos que podrían ser fiscales, por ejemplo lo 
que quiere decir que se trataría de un registro de otra 
naturaleza. 


Era cuanto quería manifestar. 
SEÑOR MEDEROS. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 
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SEÑOR MEDEROS. — Señor Presidente: si bien no 
soy abogado ni escribano, ni tengo relación alguna con la 
Asociación de Escribanos, cuya jerarquía y solvencia no 
niego, debo decir que hace unos cuantos años que estoy 
en el Parlamento y he intervenido en la elaboración de 
muchas leyes de alquileres y siempre se ha establecido la 
imperiosa necesidad de saber quiénes son los pequeños y 
medianos propietarios. En ese campo hemos transitado en 
la incertidumbre y en la ignorancia y todo lo que se ha 
hecho ha sido en base al empirismo. 


Precisamente, legisladores colorados -—y en especial 
el señor representante Cantón— en oportunidad de tra- 
tarse en la Asamblea Generai y en la Cámara de Repre- 
sentantes los respectivos proyectos de alquileres, hicieron 
una encendida defensa de los pequeños y medianos pro- 
pietarios, ia que insumió varios minutos —no sé si una 
hora o una hora y media-— alguno de cuyos aspectos 
pueden ser compartibles, pero carentes de una realidad 
emergentes de un censo. Para el caso, creo que esto es 
lo que corresponde, a los efectos de que, de una vez por 
todas, el Parlamento tenga en sus manos una versión se- 
ria acerca de quiénes y cuántos son, dónde están y có- 
mo están alquiladas las fincas de los pequeños propieta- 
rios. 


No comprendo realmente la posición de algunos pro- 
tesionales —los que están aquí son ilustrados colegas-— 
que se empeñan tenazmente en que todos estos datos no 
estén en poder del Parlamento. A efectos de legislar con 
pruebas concluyentes es que el Parlamento los necesita, 
Es decir, que ellos nos van a permitir saber qué hay de- 
tras de toda esta proclama de pequeños y medianos pro- 
pietarios, o sea, cuántos son, cuál es su situación econó- 
mica, cuántas casas tienen, qué alquiler perciben. ¿Por 
qué negarse a que el Parlamento y las instituciones co- 
pozcan todo esto? Lo que queremos es legislar sobre ba- 
ses serias y no empíricas. 


No se trata de algo referido a lo expresado por el se- 
ñor senador Ortiz, con ese talento y esa sabiduría que 
posee; y lo mismo con respecto al señor senador Cersósi- 
mo, ya que a ambos los he visto en varios períodos par- 
lamentarios negarse a que esto esté a cargo del Parla: 
mento. Y no sé porqué. ¿En qué lesiona esto el interés 
del propietario? ¿En qué afecta el interés de alguien? No 
lo entiendo, señor Presidente. 


SEÑOR ORTIZ. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR MEDEROS. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Puede interrumpir el se- 
ñor senador. 


SEÑOR ORTIZ. — La razón radica, señor Presiden- 
te, en que esto nos da la certeza de que el propósito del 
Parlamento es continuar protegiendo a los inquilinos a 
expensas de los propietarios. En realidad, la casa es una 
mercadería que vale por sí misma, por lo tanto, su valor 
no tiene nada que ver con la situación económica del 
propietario. Cuando voy a comprar un anillo a la joye- 
ría ¿qué me importa si el joyero es pobre o rico? El ant- 
llo vale por sí mismo. Y cuando voy a comprar un kilo 
de azúcar, éste tiene su propio valor, que no depende del 
dinero que el almacenero tiene en el banco. Las casas 
también valen por su edificación, por la zona en donde 
están, por sus comodidades. Investigar si el dueño tiene 
diez casas más o no, significa que se está pensando que 
si las posee se rebajarán los alquileres y de lo contrario, 
no. Yo no estoy en esa línea de conducta, porque no creo 
—Jo he sostenido cien veces y lo seguiré sosteniendo— 
que la protección al inquilino deba hacerse exclusivamen- 
te a expensas del propietario, sino que el Estado debe 
contribuir creando impuestos, un subsidio, o alguna otra 
medida que con la imaginación fértil que el Estado sue- 
le tener para otras cosas, seguramente encontrará, pues 
no creo que el propietario deba ser el “paganinl” en esta 
situación. Por eso me opongo, no porque quiera favore- 
cer el ocultamiento. 


Y pregunto: ¿qué propietario puede ocultar sus ca- 
sas? ¿Acaso no paga Contribución Inmobiliaria, Impues- 
to al Patrimonio, e interviene en escrituras donde debe 
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declarar sus bienes? Acá no hay ocultamiento ninguno 
porque este no es un país donde se pueda esconder la 
propiedad de una casa, como se pueden esconder las ac- 
ciones, ya que para eso están las acciones de sociedades 
anónimas o al portador. Hay varios registros como el de 
Traslaciones de Dominio, el de Arrendamientos, el Regis- 
tro de Embargos, el Registro de Promesas, etcétera. En 
fin, esta es materia propia de escribanos, lo cual parece 
ser algo peyorativo. 


Repito que me opongo a esto porque veo que la in- 
tención —aún con buena fe— en una línea de pensa: 
miento que no comparto pero respeto, es la de saber pa- 
ra luego recargar sobre esos propietarios el beneficio de 
los inquilinos. 


ñ SEÑOR RICALDONI, — ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR MEDEROS. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
fñor senador, 


SEÑOR RICALDONI. — Hemos estado haciendo 
consultas entre varios miembros del Senado, particuia»- 
mente con los señores miembros informantes -—incluido 
el señor senador Batalla- y se nos ocurre hacer una 
propuesta que quizás signifique postergar la considera- 
ción del artículo relativo al Registro. 


La proposición consiste en aprobar el resto del arti- 
culado hoy y dejar la consideración de este artículo para la 
sesión de mañana. Durante este intervalo, los miembros 
informantes haríamos el esfuerzo de recoger todas las su- 
gerencias hechas en Sala y tratar de contemplar argu- 
mentos que nos parecen muy razonables y que por esa 
razón nos parece que deben dar lugar a un trabajo más 
sereno que el que puede surgir de una improvisación rea- 
pueda en Sala, como bien decia el señor senador Fá Ro- 

aina. 


Formulo moción en ese sentido, señor Presidente. 


SEÑOR MEDEROS. — Continúo señor Presidente, 
contestando a mi distinguido colega el señor senador Or- 
tiz. 


Afirmo que no estoy de acuerdo con sus apreciacio- 
nes —en el enfoque de este problema, como en otros, 
ambos estamos bastante distantes— porque creo que pre- 
juzga. 


En una ley de alquileres, en este Uruguay complica- 
do de la hora actual, nadie quiere arrebatar nada a na- 
die. Mientras afirmo eso, también digo que la dictadura 
hizo esta ley a favor de los propietarios, esquilmando a 
los inquilinos. Eso nadie puede dudarlo. Y mientras duró 
la dictadura, ¡cuántos miles de pobres inquilinos fueron a 
parar a los estadios marginales de los alrededores de Mon- 
evideo! 


De eso, señor Presidente, nadie se acuerda; pero yo, 
sí. Y no lo hago con sentido demagógico. Estamos muy 
lejos de las elecciones, para poner un acento demagógico 
en algo que sentimos profundamente, porque nos duele el 
dolor ajeno, el infraconsumo, la miseria, el desamparo de 
esa gente que parece pertenecer a un Uruguay diferente 
que algunos no ven, o no quieren ver, porque cierran los 
ojos frente a esa circunstancia de pobreza y de miseria 
humana, con niños, mujeres y hombres viviendo de la 
basura que pueden recoger todos los días en el centro 
de Montevideo. 


Lo que queremos es legislar sobre bases serias, no 
para arrebatarle a nadie nada, sino para que cada uno 
contribuya al bienestar general de la sociedad en función 
de lo que posee. Y nada más. No nos mueve otro propó- 
sito. Sabemos que vivimos en un Uruguay propietarista 
y liberal, pero consideramos que la ley debe ir corrigien- 
do tremendas desigualdades, como la de personas que tie- 
nen 80 y hasta 200 propiedades. 


SEÑOR ORTIZ. — ¡Qué bandidos! 
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SEÑOR MEDEROS. — No; bandidos, no. No sé cómo 
consiguieron estas propiedades, pero las tienen, No hago 
juicio de valor respecto a ellos. Pero si la ley quiere ser 
justa, y amparar al pequeño propietario y también al po- 
bre inquilino, debe tener en cuenta esa situación de de- 
sigualdad e injusticia social. 


Digo esto, les guste o no a quienes me están oyendo 
y murmuran en voz baja para que yo no los escuche. No 
me importa si les gusta o no a ellos. Acá voy a decir mi 
verdad, con el derecho que tengo como legislador de la 
República. Con el mismo respeto que oigo a los demás, 
exijo que se me oiga a mí. He defendido esta posición 
cuando muchos de los señores senadores que hoy están 
acá no eran siquiera legisladores y yo integraba las Comi- 
siones que trabajaban en el Parlamento para estructurar 
leyes de alquileres. Tengo muchas carpetas con la historia 
de esos años, de modo que no estoy improvisando. 


Además, señor Presidente, no vivo en ningún aparta- 
mento comprado mediante leyes privilegiadas otorgadas 
en el Parlamento. Estaban vigentes y las rechacé. 


No admito ni admitiré ningún juicio de valor sobre 
mis colegas que se ampararon a ellas, pero sí digo que 
tal vez soy el más pobre de los legisladores y no he apro- 
vechado 10 que para mí fue un privilegio que rechacé en 
silencio. Hoy puedo mencionar esto porque esas leyes no 
están más vigentes y sí lo estaban en aquel entonces. Mu- 
chos de mis colegas se ampararon a ellas; allá ellos. No 
emito juicio ai respecto. 


Cuando hablo de estas cosas, señor Presidente, lo ha- 
go porque he corrido el albur de tener que salir de una 
casa por no poder pagar el alquiler que se me cobraba. 
No sé cuantos de mis colegas pueden haber pasado por 
esas peripecias. Yo sí las he vivido. 


Al defender estas cosas no niego el derecho a un sec- 
tor respetable como el de los propietarios, a ser legítima- 
mente amparados, pero tampoco ignoro a aquellos que no 
tienen nada con que defenderse y los tiene que amparar 
la ley, porque sin ella van a terminar en los “cantegri- 
les”. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar la moción de orden formulada por 
el señor senador Ricaldoni en el sentido de que se desglo- 
se el artículo 24, que vuelva a la consideración de los 
tres miembros informantes y se postergue su tratamien- 
to para el día de mañana. 


(Se vota:) 
—17 en 18. Afirmativa. 
SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Sugiero a los miembros in- 
formantes que al reconsiderar este artículo tengan en 
cuenta el debate que se planteó en el Senado el día... 


SEÑOR RICALDONI. — Si no fuera por eso, no ha- 
bría formulado la moción. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Me refiero al debate de 
15 de agosto de 1985. Por supuesto que doy por sentado 
que se va a tener en cuenta el debate ocurrido en la no- 
che de hoy. 


En las páginas 317 a 320 del Diario de Sesiones, re- 
ferente a la discusión del 15 de agosto figuran las opinio- 
nes de los señores senadores Batalla, Ortiz, Ricaldoni, La- 
calle Herrera, Aguirre, Mederos, Cigliuti y quien habla. 
En ese debate se dice mucho en relación con la bondad 
o no de este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Sino se hace uso de la 
palabra, se van a votar los artículos 16 a 27, con excep- 
ción del artículo 24 que ha sido desglosado. 
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(Se vota:) 


—14 en 17. Afirmativa. 


14) POLITICA INFORMATICA Y PROSPECTI- 
VA. Informe de la Comisión Especial. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se pasa a considerar el 
segundo punto dei orden del día: “Informe de la Comi- 
sión Especial de Política Informática y Prospectiva refe- 
rido a la actividad desarrollada en el presente período le- 
gislativo. (Carp. N? 123. Rep. N% 196)”. 

(Antecedentes: ) 

“Carp. N9 123/85 


Rep. N9 196/85 
INFORME 


Al Senado: 


1. ANTECEDENTES 


En abril del corriente año, la Cámara de Senadores 
creó la Comisión Especial de Política Informática y Pros- 
pectiva. La CEPIP quedó integrada por cinco Senadores, 
representantes de diversos partidos políticos y tendencias. 
Sus miembros son los Senadores: 


INVITADO 


Cr. Isaac Umanski. Cont. Gral. de la Nación y sus 
asesores: Dr. Carlos Delpiazzo y Sr. Omar Ulery. 


Dr. Horacio H. Godoy. Asesor en Política Científi- 
co-tecnológica y Prospectiva.- PNUD. 


Sr. Pedro Mercader. Representante Residente del 
PNUD. 


Ing. Jorge Grunberg. Instituto Tecnológico ORT. 

Dr. Jorge Vidart. Profesor Univ. Simón Bolívar. Ca- 
racas, Venezuela. 

Sra. Cristina Tabares. Diputada de la Rep. Federati- 
va de Brasil. 

Ing. Víctor Ganon. Asesor de la Presidencia en Cien- 


cia y Tecnología. 


Sr. Martín Ponce de León. Especialista en Informáti- 
ca y Electrónica. Empresario. 


Ing. Juan Grompone. Profesor de la Facultad de 
Ingeniería y Empresario. 


Senador Dr. Luis Alberto Lacalle Herrera. Presidente 
de la CEPIP. 
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Luis Alberto Lacalle Herrera, Presidente 
Alíredo Traversoni, Vicepresidente 

Hugo Batajla 

Manuel Flores Silva 

Juan Martín Posadas 


El objetivo general de la CEPIP es el de constituir 
un ámbito gubernativo como lugar de convocatoria y de 
resonancia política de algunos temas de importancia na- 
cional presente y de proyección futura, como la, informá- 
fica, que tendrán que llevarse a cabo —previo a la discu- 
siones necesarias— a través de otras ramas de la admi- 
nistración. 


2. ACTIVIDADES 


El plan de actividades de la CEPIP se propuso, como 
primera etapa, recopilar la mayor cantidad de informa- 
ción concerniente al desarrollo actual y expansión de las 
aplicaciones de la informática en el Uruguay. 


Con tal propósito, organizó una serie de audiencias 
con invitados especiales, tanto nacionales como extran- 
jeros, con el fin de recibir elementos de juicio y opinio- 
nes sobre el tema. Desde la primera sesión, celebrada el 
3 de mayo, hasta la fecha de este informe, la CEPIP ha 
recibido a 20 especialistas relacionados con las más di- 
versas formas y áreas de aplicación de la informática, El 
fuadro siguiente, muestra una síntesis de las sesiones rea- 
lizadas, incluyendo el nombre de los invitados, los temas 
tratados y la fecha correspondiente. 


TEMA FECHA 
La CONADI: situación actual y cam-  3.5.85 
bios posibles, 


- La informática como tecnología del  3.5.85 
conocimiento e instrumento del de- 
sarrollo, 


La cooperación técnica del PNUD y  9.5.85 
el Uruguay como centro de la inteli- 
gencia en América Latina, 


Política Informática, como parte de 16,5,85 
la Política Ciencia y Tecnología. 


Politica Informática. La Informáti- 23.5.85 
ca como punto de apoyo al desarro- 

llo tecnológico del país. La informá- 

tica como parte de Ciencia y Tec- 

nología. 


Política Informática del Brasil. 23.5.85 


La Informática dentro del área de 30.5,85 
la Ciencia y la Tecnología. Política 

de Informática y Telecomunicacio- 

nes. 


Política Informática concreta. Análi-  6.6.85 
sis de casos. Política sobre Informá- 

tica y Electrónica. Secretaría de 
Ciencia y Tecnología. 


La Informática como industria a de- 20.6.85 
sarrollar. Política Informática. El Po- 
der de compra del Estado. 


Informe sobre las visitas a los cen- 11.7.85 
tros de informática de París y de 
Londres. 
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INVITADO 


Dr. Carlos Delpiazzo. Abogado Director de la Unidad 
de Informática Jurídica. Contraloría General de ia 
Nación. 


Dr. Jean Michel Arrighi. Abogado. Derecho Informá- 
tico. 


Ings. Gustavo Ferreira, Francisco Gigena, Carlos Rog- 
berg y Camilo Saavedra, Asociación de Ingenieros 
Agrónomos del Uruguay. 


Dr. Gerard Bossuet. Profesor Universidad de Paris. 


Profesor Luis Guillermo Battistoni. Director del 
SODRE. Educador. 


INFORMES ESPECIALES 


3.1 Horacio H. Godoy: “Informática y Sociedad. Los 
efectos económicos, sociales, culturales e institu- 
cionales de la Informática en el Uruguay” 
PNUD. Mayo de 1985. 200 páginas. 


3.2 David M. Cukierman: “Informática y CONADI 
en el Uruguay”. Mayo de 1985. 11 páginas. 


3.3 Jorge Vidart Narancio: “Bases y Estrategias pa- 
ra el Desarrollo de la Informática en el Uru- 
guay”. Informe de la misión del PNUD. Junio 
de 1984, 38 páginas. 


3.4 Jean Michel Arrighi: “Informática y Adminis- 
tración Pública”. Agosto de 1985. 6 páginas. 


3.5 Eduardo Muguerza, Gustavo Maisonave y Daniel 
Rubino Bezmerney: “Política Nacional de Intor- 
mática y Aplicaciones”. Julio de 1985. 16 páginas. 


(Tanto los informes como las versiones de los invita- 
obran en poder de la Comisión y están a la orden de 


los señores senadores). 


DOCUMENTOS 


4.1 Reflexiones de Cali. Fundamentos Políticos de la 
Informática. 


4.2 Horacio H. Godoy: “La Quinta Generación de 
Computadoras: Un Nuevo Desafío a la Ciencia, 
la Tecnología y la Política de América Latina”. 
Comentario al libro de Edward A. Feigenbaum 
y Pamela MeCorduck “The Fifth Generation, 
Artifical Intelligence and Japan's Computer 
rr to the World”. Addison Publishing 

o. 1983. 


4.3 Jean Michel Arrighi: “Informática y Derecho 
Público: el caso francés”. La Justicia Uruguaya. 
VISITAS A INSTITUCIONES DE INFORMACION. 
5.1 El Presidente de la Comisión visitó: 
— Agencia para la Informática. Paris 


— Comisión de la Informática y la Libertad, Pa- 
rís. 


— Centro Mundial para la Informática. París. 
También visitado por el señor senador Alfre- 
do Traversoni. 
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TEMA PECHA 
informática Juridica y Derecho In: 8.8.85 
formático. 

Las compras del Estado. La CONA-  8.8.85 


DI: reformas necesarias. 


Informática Agropecuaria. Informa: 15.8.85 
ción agropecuaria. El ingeniero agró- 

nomo y la Informática. Rol de la In- 
formática en el sector agropecua: 

rio. 


Compras del Estado francés. Ense- 28.10.85 
ñanza de la Informática. Protectión 
legal del software y promoción. 
Educación e Informática como pro:  9.5.85 
blema pedagógico. Plan Nacional de 
Informática. Informática y poder. 


— Programa Gubernamental de Informática. 
UNESCO. 


— Palacio de Luxemburgo. Sede del Senado y 
Palacio Bourbon, sede de la Asamblea, Pa- 
rís. 


— Palacio de Martignon, sede del Primer Minis- 
tro. París. 


— Parlamento Británico. Palacio de Westmins- 
ter. Londres. 


— Telecom. Empresa de Teléfonos. Londres. 


— Congreso de los Estados Unidos. Washington 
pc. 


a) OTA, Office of Technology Assessment; 
b) Servicio de Investigaciones del Congreso; 


<) Congressional Clearing House on the Fu- 
ture. Prospectiva aplicada. 


d) Oficina del Senador Albert Gore, Jr., autor 
del proyecto de ley “The Critical Trends 
Assessments Act of 1985”. El proyecto tiene 
por objeto habilitar al Gobierno Federal 
para que pueda identificar y analizar pro- 
blemas emergentes y oportunidades futu- 
Tas. 


5.2 Se han realizado visitas a algunos centros na- 
cionales de información y se ha tomado contac- 
to con autoridades del Brasil, para visitar a 
PRODASEN (Centro de Procesamiento de Da- 
tos del Senado del Brasil); y con autoridades 
italianas, para tomar conocimiento del Centro 
de Documentación Automática de la Cámara de 
Diputados de Italia. 


TENDENCIAS GENERALES. 


El análisis de las sesiones, en las versiones taquigrá- 


ficas tan eficientemente producidas por la Secretaría de 
Comisiones del Senado, más los diversos contactos infor- 
males que cada uno de los miembros de la Comisión Es- 
pecial de Política Informática y Prospectiva ha tenido en 
el período que termina en diciembre, ha permitido de- 
tectar varias líneas de pensamiento sobre el tema gene- 
ral de la informática que pueden constituir la base para 
el programa de acción del próximo año. 


6.1 OBJETIVOS INMEDIATOS CUMPLIDOS: En 
primer lugar, podemos admitir que los objetivos 
que nos propusimos al iniciar las actividades de 


1 
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8.2 


63 


6.6 


la CEPIP, no fueron otros que los de profundi- 
zar las bases de nuestra propia información so- 
bre el tema de la informática y sus diversas 
aplicaciones en nuestro país, se han cumplido 
satisfactorlamente. El registro de nuestras sesio- 
nes de Comisión; la calidad profesional de los in- 
vitados y la naturaleza de sus contribuciones; y 
los contactos establecidos internacionalmente, 
forman una base sólida sobre la que podemos 
seguir adelante en una nueva etapa destinada a 
concretar algunas ideas importantes que surgen 
de toda esta fecunda experiencia. 


PARTICIPACION DEL PODER LEGISLATIVO 
EN LA DEFINICION DE LA POLITICA NA- 
CIONAL DE INFORMATICA. Hay un acuerdo 
unánime en el reconocimiento de la importancia 
política e institucional que tiene para el país la 
activa participación del Poder Legislativo en el 
análisis, la discusión, la divulgación, y la legisla- 
ción sobre el tema de la informática, como ins- 
trumento del desarrollo nacional; los efectos 
múltiples de sus más diversas aplicaciones en la 
educación, la salud, la agropecuaria, la adminis- 
tración de justicia, la administración pública, 
etc. y la necesidad de promover el desarrollo de 
diversas componentes de las modernas tecnolo- 
glas de información, según las posibilidades del 
país. 


RELACION DE LA INFORMATICA CON LA 
CIENCIA Y LA TECNOLOGIA: El tema de la 
relación de la Informática con ta Ciencia y- la 
Tecnología ha merecido la atención de muchos 
informantes, sosteniendo que la informática de- 
be relacionarse con la Ciencia y la Tecnología, 
en un nivel más alto. Sin embargo, las propues- 
tas no coinciden en cuanto a la forma en que 
esta sugerencia debería llevarse a la práctica pa- 
ra concretar la organización administrativa más 
ae cuada para el país, según sus posibilidades 
reales. , 


POLITICA INFORMATICA Y PLAN NACIO- 
NAL DE INFORMATICA. — Una de las activi- 
dades principales del próximo año será segura- 
mente, la iniciación del análisis y la definición 
de los objetivos nacionales en materia de infor- 
mática, que trazarán las grandes líneas de la 
política nacional de Informática. La importan- 
cia de la materia obliga a los legisladores a to- 
mar conocimiento y actuar en estrecha vincula- 
ción con los diversos órganos del Poder Ejecuti- 
vo, con el fin de no postergar demasiado la de- 
cisión política global sobre el desarrollo y las 
aplicaciones de la Informática en el Uruguay. 


LA AUTORIDAD NACIONAL DE INFORMA- 
TICA: El tema se relaciona con el punto men- 
cionado en 6.3 ya que la organización, ubica- 
ción administrativa y funciones de la Autoridad 
Nacional de Informática dependerá del tipo de 
relaciones que quieran establecerse con el pro- 
ceso más general del desarrollo de la Ciencia y 
la Tecnolegía. Lo cierto es que se necesitará de 
una autoridad real de informática para todas las 
funciones . típicamente administrativas, como 
control de compras del Estado, licitaciones, capa- 
citación profesional en la administración pública, 
control de la gestión informática en los organis- 
mos públicos y otras de igual importancia. Todo 
ello, obviamente mediante una estrecha relación 
entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo. 


LAS PRIORIDADES DE APLICACION DE LA 
INFORMATICA: Las prioridades de aplicación 
de la informática parecen orientarse en dos di- 
recciones fundamentales: 


1. La primera, hacia el fortalecimiento de Ja ba- 
se científica de la tecnología informática. En 
este sentido, la vinculación de las bases tec- 
nológicas de la informática con el desarrollo 
de la Ciencia y la Tecnología son indiscutibles. 
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El país cuenta con muy buenos especialistas 
en informática, de alto nivel académico, cu- 
ya contribución será muy valiosa en el mo- 
mento de discutir en detalle este importante 
aspecto de lo que podría ser un Plan Nacional 
de Informática. 


La relación entre la Educación y la Infor- 
mática merece una consideración especial: la 
incorporación de la Informática a la Educa- 
ción es un tema educativo y las decisiones de- 
ben ser tomadas por especialistas en educa- 
ción, con la asesoría de especialistas en Infor- 
mática, y no al revés, como ha sucedido —y 
sucede— en muchas partes del mundo. 


2. La segunda dirección que parece tomar el 
proceso de informatización del país, se refie- 
re a las diversas áreas sociales y económicas 
de alto interés nacional en las que puede apli- 
carse la Informática, como por ejemplo, la 
misma educación, la salud, el desarrollo” ru- 
ral, las actividades empresariales, la agrope- 
cuaria, la administración de justicia, la admi- 
nistración pública en algunos sectores críticos 
y Otros. 


€.7 EL SISTEMA DE INFORMACION LEGISLA- 


TIVA: La creación de un moderno sistema de 
información legislativa, al servicio de la Cámara 
de Senadores y de la Cámara de Representantes, 
ha surgido como una obvia necesidad interna del 
Poder Legislativo. El diseño de un sistema de in- 
formación automatizado, que sirva tanto a las 
necesidades de la actividad legislativa, cuanto a 
las necesidades de administración del Palacio Le- 
gislativo, constituirá, sin duda, otra de las prio- 
ridades importantes que la Comisión deberá con- 
siderar el próximo año. Sin perjuicio de ello ca- 
be al respecto efectuar algunas precisiones. 


La primera de ellas tiene que ver con el ám- 
bito de aplicación de la tecnología informática 
a la tarea legislativa. Resulta obvio señalar 
al respecto que la misma no puede ser usufruc- 
tuada solamente por el Senado y la Cámara, sino 
que por el contrario debería ser un sistema de 
apoyo, tanto de los señores senadores como de 
los Representantes Nacionales. 


La segunda se refiere a la informatización de 
la Biblioteca del Palacio Legislativo. Al respecto 
hay antecedentes de gestiones realizadas por la 
Dirección de la Biblioteca para adoptar un sis- 
tema de automatización de los servicios con la 
participación de la UNESCO. A efectos de apro- 
vechar la tarea ya realizada deberán buscarse 
los antecedentes y concretar las negociaciones 
oportunamente iniciadas por dicha oficina inter- 
nacional. 


El servicio de computación del Poder Legisla- 
tivo por el momento es utilizado solamente para 
la liquidación de sueldos y está conectado al sis- 
tema de control del Presupuesto de la Contadu- 
ría General de la Nación. Sobre este punto se ha 
avanzado, extra-oficialmente, en el planteamien- 
to de un programa de cooperación técnica del 
programa de Naciones Unidas para el desarrollo 
(PNUD) con el Poder Legislativo. La coopera- 
ción, como es de conocimiento del Cuerpo, se 
inició mediante el suministro por parte de las 
NNUU del asesoramiento del experto internacio- 
nal, Dr. Horacio Godoy. Dicho profesional, au- 
tor del trabajo “Informática y Sociedad” ha pres- 
tado sus conocimientos tanto científicos como 
administrativos a la labor de vuestra Comisión. 
Es sobre esa base que se ha bosquejado la posi: 
bilidad de que el PNUD pueda cooperar con becas 
de estudio aparte de documentación e informa: 
ción y lo que es más importante vinculación del 
Poder Legislativo del Uruguay con los servicios 
de Informática de los principales Parlamentos 
del mundo tales como el ya mencionado PRODA- 


190—C.S. 


SEN del Brasil, el Congreso de los Estados Uni- 
dos, el Congreso de la República Argentina, la 
Asamblea Nacional de Francia y el Pariamento 
Italiano. Es a este respecto que se abren las más 
importantes perspectivas de modernización del 
Poder Legislativo. Téngase en cuenta como un 
ejemplo de la importancia que revestiría para 
este Poder del Estado, contar con una terminal 
conectada a la Contaduría General de la Nación 
con la finalidad de controlar la ejecución de los 
gastos autorizados presupuestalmente, lo que per- 
mitiría un mejor contralor de la gestión pre- 
supuestal por parte del Poder Legislativo. 


Conclusiones : 


1%) La Comisión ha realizado 16 sesiones durante el 
correr del año pero no ha cumplido más que con la parte 
preliminar de los objetivos que se había fijado. Se soli- 
citará pues, al Cuerpo, que renueve para el próximo pe- 
ríodo la designación de la misma. 


29) De lo actuado e informado surge con claridad 
la importancia del proyecto de cooperación para la aplica- 
ción de la informática a la actividad legislativa. Al res- 
pecto deberá concretarse la participación de las Naciones 
Unidas como organismo coordinador de la cooperación téc- 
nica entre el Poder Legislativo del Uruguay y los demás 
Congresos y Poderes Legislativos. 


39) La actividad del Asesor de las Naciones Unidas, 
Dr. Godoy ha sido fructífera pero deberá, a juicio de es- 
ta Comisión, aprovecharse más íntegramente. 


A esos efectos se sugiere que dicho asesor cuente con 
facilidades locativas y asistencia de algún empleado para 
ta realización de su tarea. 


40) Finalmente, la Comisión desea destacar muy es- 
pecialmente la eficacia y dedicación de su Secretario, Sr. 
Dalton Spinelli, así como del funcionario Sr. Mortimer 
AIóz en el tiempo que también colaboró con la Comi- 
sión. 


Los integrantes de la Comisión agradecen al Senado 
la confianza en ella depositada y esperan que lo refle- 
jado en este informe represente el haber, aunque sea par- 
cialmente, cumplido con la voluntad del Cuerpo. 


Sala de la Comisión, a 9 de diciembre de 1985. 


Alfredo Traversoni, Miembro Informante, Luis A. La- 
calle Herrera, Miembro Informante, Manuel Flores 
Silva, Hugo Batalla, Juan Martín Posadas, Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE. — En consideración el in- 
forme. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA, — Señor Presidente: 
no es, como dicen en mis pagos, una hora muy aparente 
para agregar algunas reflexiones sobre este tema que, 
c5eo, la Comisión en su informe ha detallado exhaustiva- 
mente. 


A pedido expreso del señor senador Posadas —que 
no se encuentra presente en Sala porque tenía que cum- 
plir una misión fuera del Senado— que firma el informe, 
debo señalar que comparte los términos del mismo. A mi 
juicio, señor Presidente, del texto no surge nada que no 
sea perfectamente inteligible por parte de los señores se- 
nadores. 


Recuerdo que esta Comisión nació un poco condenada 
por la novedad, por la complejidad o por la falta de in- 
formación que todos teníamos acerca de los temas que 
íbamos a tratar. Ella ha cumplido con su tarea, creo que 
satisfactoriamente, y me voy a permitir destacar —para 
que los demás miembros informantes puedan agregar al- 
go-— el punto 6.7 que figura en la página 8, que es el que 
atañe directamente a nuestra tarea parlamentaria. 
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Hemos tenido oportunidad de ver, señor Presidente, 
la aplicación de esta nueva técnica en la acción parlamen- 
taria. Realmente creemos que la obtención de algo simi- 
lar puede representar un paso adelante para nuestro Par- 
lamento. La información es el poder. Quien tiene infor- 
mación, tiene poder. Eso lo sabemos porque el Poder Eje- 
cutivo tiene más información que nosotros en todos los 
aspectos de la Administración. En ello radica la suprema: 
cía de hecho que tiene éste sobre el Parlamento. 


Cada vez que el Poder Legislativo necesita informar- 
se para legislar, tiene que recurrir a la buena voluntad 
de gente idónea porque no tiene rubros para contratar 
técnicos. Esporádicamente consigue ayuda técnica por 
amistad o por gentileza de quienes donan su tiempo y 
talento para informar al Parlamento. El Poder Ejecutivo, 
en cambio, tiene al alcance de su mano toda la estructura 
administrativa que lo informa y lo mantiene al día. 


Solamente una técnica como ésta, que permite traba- 
jar a la velocidad de la luz, puede darle al Parlamento una 
ventaja comparativa o por lo menos “empardar” la ven- 
taja que tiene el Poder Ejecutivo cuando, además del po- 
der que tiene, aplica esta técnica. 


Por ello, ese punto a que hacíamos alusión —sin per- 
juicio de los demás que trata la Comisión—-— nos parece 
el más importante. 


Se ha interesado —extraoficialmente, por supuesto— 
a la Delegación Permanente de Naciones Unidas en nues- 
tro país, en la posibilidad de planificar una puesta al día 
del Parlamento uruguayo en materia de informática. La 
relación con la Delegación de Naciones Unidas es muy 
importante. No sé si los señores senadores recuerdan que 
esta Comisión de Informática es la única que tiene un 
asesor —mediante un acuerdo realizado con Naciones Uni- 
das— a su servicio. 


Hoy, en la hora previa, sugeriamos que otras Comi- 
siones deberían tomar similares providencias, porque se 
trata de un talento que está al alcance de la mano del Se- 
nado, que ño cuesta nada y puede mejorar grandemente 
la calidad de la acción legislativa. 


Nosotros lo tenemos y queremos destacar la persona 
que ejerce ese cargo. Se trata del doctor Horacio Godoy, 
mendocino de nacimiento, oriental adoptivo, que ha es- 
tado colaborando, y es a quien se debe toda la parte de 
profundidad científica que pueda tener el informe y esta 
tarea, por lo menos en lo que corresponde a quien habla, 
Presidente de la Comisión. 


Podemos, señor Presidente, abundar mucho más con 
respecto a esto. 


Es posible —si el Senado aprueba este informe— que 
el año que viene trabajemos bajo el patrocinio de Nacio- 
nes Unidas, con el Congreso de los Estados Unidos, la 
Asamblea Francesa, la Cámara de los Comunes, el Parla- 
mento Italiano, el propio Senado de Brasil y el Congreso 
de la Argentina. Ellos nos podrán suministrar la experien- 
cia y la ayuda técnica y material para que nuestro Se- 
nado cuente con un servicio de información legislativa y 
biblioteca, conectado con cualquier banco de datos del 
mundo. Podemos tener todo esto al alcance del teclado 
que tengamos a mano en nuestros despachos. 


Este Parlamento va a sufrir un cambio cualitativo y 
cuantitativo en cuanto a la información que pueda ma- 
nejar, que realmente va a redundar en una mejora sus- 
tancial de la prestación del servicio que la sociedad le 
requiere. 


Hacemos hincapié, por lo tanto, señor Presidente, so- 
lamente en ese punto. 


Queremos destacar, de las conclusiones, la asiduidad 
de las reuniones de la Comisión, que para ser especial, ha 
sesionado muchas veces. 


Asimismo, queremos destacar la colaboración presta- 
da por el señor Dalton Spinelli, como secretario de la Co- 
misión, y señalar que sus cinco integrantes han prestado 
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su apoyo gozoso en lo que es, sin lugar a dudas, cortar 
campo nuevo. No sé si todos, pero por lo menos yo, es- 
taba a fojas cero en el tema cuando esta Comisión se 
inició. 


En consecuencia, señor Presidente, actuando, no ob: 
jetivamente, porque es una Comisión a la que tenemos 
especial afecto, creemos que, de cumplirse con esta parte, 
aunque sólo sea la de adaptar el Poder Legislativo a la 
nueva tecnología, vamos a dejar una huella perdurable en 
el Parlamento uruguayo. 


Finalmente, señor Presidente, queremos poner de re- 
live — a esto tendremos que buscarle la vuelta institu- 
cional— que la tarea que este Senado sugiere no es sola- 
mente para él, sino que implica que todo el Poder Legis- 
lativo cuente con los aparatos y las técnicas nuevas. Por 
consiguiente, será tarea de nuestra Presidencia vincularse 
con la de la Cámara de Representantes para trabajar de 
común acuerdo. Pensamos que en la Comisión Adminis: 
trativa ya existe jo necesario para dar los primeros pa- 
sos tentativos respecto a poner la computación al servj- 
cio del Parlamento. 


La Comisión parece ser una cosa complicada al lla: 
mársela de “Informática” y cuando se habla de “prospec- 
tiva” las sonrisas de desconfianza se vuelven mayores. Por 
supuesto, señor Presidente, que no hemos ingresado en ta 
parte referida a prospectiva; pero no resisto la tentación 
de declr que el significado de esta palabra linda con la 
predicción del futuro. 


Nosotros tuvimos oportunidad de visitar las oficinas 
del Congreso de los Estados Unidos y por lo que allí vi- 
mos, entendemos que en el futuro no se va a poder go- 
bernar ni legislar sin cumplir previamente con tareas pros- 
pectivas; es decir, la ejecución de modelos, hechos posi- 
bles, justamente por la velocidad y cantidad de informa- 
ción que presta un ordenador. Me refiero, por ejemplo, a 
la confección de modelos sociales, según las variables que 
la legislación pueda introducir. O sea —volviendo a lo que 
aprobamos hoy— qué podría pasar en materia de alqui- 
leres si tomamos tal o cual decisión, o qué podría ocurrir 
én el mercado inmobiliario, dentro de 10, 15 o 50 años, 
y qué podrá suceder con la construcción si hacemos de- 
masiado rígidas las normas de contratación en materia de 
arrendamientos. Y estoy dando un ejemplo fácil, porque 
no tiene demasiadas variables pero, cuando se entra a le- 
gislar en temas económicos y sociales, donde las variables 
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son prácticamente infinitas, la prospectiva se hace posi- 
ble con la tecnología de la computación. Por lo tanto, és- 
ta va a tener que incorporarse, algún día, a la tarea le- 
gislativa. 


Los integrantes de la Comisión no queremos dejar 
pasar el año sin rendir el informe que está a disposición 
de los señores senadores, agradecer la confianza que se 
demostró, al designar esta Comisión y permitirle desarro- 
llar su tarea y solicitar que se le renueve la contratación 
para el año que viene. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- Se va a votar si se aprue- 
ba el informe de la Comisión Especial de Política Infor- 
mática y Prospectiva. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — ¿Se le renueva el 
contrato o no? 


Gi PRESIDENTE. — Si se aprueba, por supuesto 
que sí. 


(Se vota:) 


--18 en 18. Afirmativa, UNANIMIDAD. 


15) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. — No habiendo más asuntos, 
se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 21 y 54 minutos, presidiendo 
el doctor Tarigo y estando presentes los señores senadores 
Batalla, Cersósimo, Cigliuti, Flores Silva, Lacalle Herrera, 
Lenzi, Martínez Moreno, Mederos, Ortiz, Pozzolo, Ricaldo- 
ni, Senatore, Singer, Traversoni, Ubillos y Williman.) 
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